
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a la iniciativa con proyecto de 
decreto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día
del martes 6 de octubre de 2015, de conformidad con los artículos 100, numeral 1,
y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Sergio López Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona los artículos 41 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.. 
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PROPOSICIONES

COMPRAVENTA DE PRODUCTOS AGRÍCOLAS REGISTRADOS EN 
AGRICULTURA POR CONTRATO PARA LOS PRODUCTORES DEL
ESTADO DE SINALOA

Del diputado Jesús Antonio López Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la 
Sagarpa, para que a través de la Agencia de Servicios a la Comercialización y 
Desarrollo de Mercados Agropecuarios, se dé cumplimiento con lo establecido en
los contratos de compraventa de productos agrícolas registrados en agricultura por
contrato para los productores del estado de Sinaloa. Se remite a la Comisión de
Agricultura y Sistemas de Riego, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LAS 
EVALUACIONES QUE INTEGRAN EL PROGRAMA ESPECIAL CONCU-
RRENTE PARA EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

De la diputada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita la creación de la Comisión Especial de Seguimiento a las Evaluaciones
que Integran el Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustenta-
ble. Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su atención. . . . . . . . . . . 

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LAS 
EVALUACIONES DE LOS PROGRAMAS QUE CONFORMAN EL
PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE PARA EL CAMPO

Del diputado Jorge Álvarez López, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la Comisión Especial de Seguimiento a las Evaluaciones de los Pro-
gramas que conforman el Programa Especial Concurrente para el Campo. Se turna
a la Junta de Coordinación Política, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACEPTE EN SUS TÉRMINOS LAS PETICIONES PLANTEADAS POR LOS
PADRES DE LOS NORMALISTAS, EN SU REUNIÓN DEL DÍA 24 DE 
SEPTIEMBRE DE 2015

De la diputada Araceli Damián González y del diputado Roberto Guzmán Jacobo,
del Grupo Parlamentario de Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que
se exhorta al Presidente de la República para que acepte en sus términos las peti-
ciones planteadas por los padres de los normalistas, en su reunión del día 24 de
septiembre de 2015. Se remite a la Comisión Especial para continuar las investi-
gaciones y dar seguimiento a los resultados del GIEI, designado por la CIDH, 
relacionadas con los hechos ocurridos en Iguala, Guerrero, a alumnos de la escuela
normal rural de Ayotzinapa “Raúl Isidro Burgos”, para su atención. . . . . . . . . . . 
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DISMINUIR Y ERRADICAR LOS FOCOS DE CONTAMINACIÓN EN LOS
RÍOS SAN PEDRO Y SAN FELIPE, DEL ESTADO DE TAMAULIPAS

Del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a los titulares de la Semarnat y de la Profepa, a fin de que lleven a cabo las accio-
nes necesarias para disminuir y erradicar los focos de contaminación en los ríos
San Pedro y San Felipe, del estado de Tamaulipas. Se turna a la Comisión de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE EMPODERAMIENTO DE LA
FAMILIA

De la diputada Norma Edith Martínez Guzmán, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Encuentro Social, proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la Comisión Especial de Empoderamiento de la Familia. Se remite a
la Junta de Coordinación Política, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPLEMENTEN CENTROS DE ATENCIÓN Y PUNTOS DE APOYO 
HUMANITARIOS QUE OTORGUEN AYUDA A LOS INMIGRANTES 
ILEGALES

De la diputada Adriana Terrazas Porras, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al titular del INM, para que en las franjas fronterizas del país, se implemen-
ten centros de atención y puntos de apoyo humanitarios que otorguen ayuda a los
inmigrantes ilegales. Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para dictamen.

INSTALACIÓN DE BEBEDEROS EN LAS ESCUELAS PÚBLICAS Y
PRIVADAS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

Del diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, relativo a la instalación
de bebederos en las escuelas públicas y privadas de las entidades federativas. Se
remite a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen.

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LAS 
EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO

Del diputado Carlos Hernández Mirón, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
la creación de la Comisión Especial de Seguimiento a las Empresas Productivas
del Estado. Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su atención. . . . . . 

DÍA MUNDIAL DEL HÁBITAT

Del diputado Arturo Álvarez Angli, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, proposición con punto de acuerdo, relativo al Día Mundial
del Hábitat. Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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GARANTIZAR LA FUENTE DE TRABAJO Y EL RESPETO A LOS 
DERECHOS LABORALES ADQUIRIDOS DE LOS TRABAJADORES DEL
SISTEMA DE AGUA Y SANEAMIENTO

De la diputada Norma Rocío Nahle García, y de los diputados Cuitláhuac García
Jiménez y Jesús Serrano Lora, del Grupo Parlamentario de Morena, proposición
con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas autoridades del estado de
Veracruz a garantizar la fuente de trabajo y el respeto a los derechos laborales 
adquiridos de los trabajadores del sistema de agua y saneamiento. Se turna a la 
Comisión de Agua Potable y Saneamiento, con opinión de Trabajo y Previsión 
Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPLEMENTAR UN PROGRAMA DE VIGILANCIA Y VERIFICACIÓN EN
EL TRANSPORTE PÚBLICO

De las diputadas Claudia Sofía Corichi García y Angie Dennisse Hauffen Torres,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, proposición con punto de
acuerdo, por el que se exhorta al Gobernador del Estado de México, a implemen-
tar un programa de vigilancia y verificación en el transporte público de la entidad.
Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONFORMAR UNA TERNA DE CANDIDATOS PARA OCUPAR LA
PRESIDENCIA DEL CONAPRED

Del diputado Abdies Pineda Morín, del Grupo Parlamentario del Partido Encuen-
tro Social, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, para que a través de la Segob inicie un proceso de consulta pública entre
las organizaciones de la sociedad civil, a fin de conformar una terna de candida-
tos para ocupar la presidencia del Conapred. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPLEMENTEN PROGRAMAS PARA DISMINUIR EL NÚMERO DE 
ACCIDENTES AUTOMOVILÍSTICOS CAUSADOS POR EL CONSUMO DE
ALCOHOL

Del diputado Marco Antonio García Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta a los titulares de las entidades federativas y del DF, implementen progra-
mas para disminuir el número de accidentes automovilísticos causados por el con-
sumo de alcohol. Se remite a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. . 

CREACIÓN DE COMISIONES ORDINARIAS DE CAMBIO CLIMÁTICO Y
LA EXPEDICIÓN DE LEGISLACIÓN EN ESTA MATERIA

De la diputada Elva Lidia Valles Olvera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las 
legislaturas de los estados y a la ALDF, a promover la creación de comisiones 
ordinarias de cambio climático y la expedición de legislación en esta materia. Se
turna a la Comisión de Cambio Climático, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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MATERIA DE POLÍTICAS PÚBLICAS Y PROGRAMAS SOCIALES 
ENCAMINADOS A ATENDER A LOS ADULTOS MAYORES

Del diputado José Santiago López, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, proposición con punto de acuerdo, para redoblar esfuerzos
en materia de políticas públicas y programas sociales encaminados a atender a los
adultos mayores. Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGAR Y DIFUNDIR LAS CAUSAS DEL RETRASO QUE 
PRESENTAN LOS PAGOS DEL PROGRAMA “PENSIÓN PARA ADULTOS
MAYORES”

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Sedesol, a
fin de investigar y difundir las causas del retraso que presentan los pagos del pro-
grama “Pensión para adultos mayores”, y a realizar las acciones para resolver la
problemática, Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . 

EMITA LINEAMIENTOS CON OBJETO DE REGULARIZAR LOS 
AUTOMÓVILES INTRODUCIDOS AL PAÍS HASTA EL 2015

De la diputada Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a la SHCP, para que emita lineamientos con  objeto de regularizar los automóvi-
les introducidos al país hasta el 2015. Se remite a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FONDO FRONTERIZO EN APOYO A LAS FRONTERAS NORTE Y
SUR-SURESTE DEL PAÍS

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
a mantener el fondo fronterizo en apoyo a las fronteras norte y sur-sureste del 
país. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . 

INSPECCIÓN Y VIGILANCIA EN EL GOLFO DE ULLOA, MUNICIPIO DE
COMONDÚ, ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, A FIN DE EVITAR LA
MORTANDAD DE LA TORTUGA CAGUAMA

Del diputado Wenceslao Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titu-
lar de la Semarnat, a reforzar las actividades de inspección y vigilancia en el Golfo
de Ulloa, municipio de Comondú, estado de Baja California Sur, a fin de evitar la
mortandad de la tortuga caguama. Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INVESTIGAR LA MUERTE DE NIÑOS EN EL HOSPITAL DEL NIÑO Y LA
MADRE INDÍGENA, EN LA CIUDAD DE TLAPA, DE ESA ENTIDAD

Del diputado Victoriano Wences Real y de la diputada Lluvia Flores Sonduk, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobernador del estado de Guerrero, a
fin de investigar la muerte de niños en el Hospital del Niño y la Madre Indígena,
en la Ciudad de Tlapa, de esa entidad. Se turna a la Comisión de Salud, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FORMALIZAR LA CREACIÓN DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DE
PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

Del diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al DIF a forma-
lizar la creación de la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Ado-
lescentes. Se remite a la Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen. . . . . 

ALTOS ESTÁNDARES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS, 
SEÑALADOS EN LOS PRECEDENTES DE LA SCJN

Del diputado Armando Luna Canales, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a las legislaturas de las entidades federativas, a fin de incluir en su legislación 
civil y familiar, altos estándares en materia de derechos humanos, señalados en los
precedentes de la SCJN. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REVISAR SUS MARCOS NORMATIVOS A FIN DE ARMONIZARLOS CON
LA LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE

De la diputada Jacqueline Nava Mouett, del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las 
legislaturas de los estados y a la ALDF, a revisar sus marcos normativos a fin de
armonizarlos con la Ley General de Cultura Física y Deporte. Se remite a la 
Comisión de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REPARACIÓN DE LOS DAÑOS OCASIONADOS POR LAS TORMENTAS
“INGRID” Y “MANUEL”

De la diputada Lluvia Flores Sonduk y del diputado Victoriano Wences Real, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal y al Gobierno del 
estado de Guerrero, a fin de investigar la aplicación de los recursos destinados a
la reparación de los daños ocasionados por las tormentas “Ingrid” y “Manuel” en
dicha entidad, asimismo, se solicita la creación de una Comisión Especial que dé
seguimiento a la aplicación de los recursos destinados a dicho acontecimiento. Se
turna a la Junta de Coordinación Política, para su atención.. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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MERCADO AGROALIMENTARIO

De la diputada Blandina Ramos Ramírez, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por la que se exhorta a la COFECE para que 
difunda un estudio sobre mercado agroalimentario, así como sus recomendaciones.
Se remite a la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, para dictamen. . . . 

ATENCIÓN MÉDICA DEL LICENCIADO SEBASTIÁN LERDO DE TEJADA,
EN EL HOSPITAL REGIONAL “ADOLFO LÓPEZ MATEOS”

Del diputado Alberto Martínez Urincho, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo relativo a la atención
médica del Licenciado Sebastián Lerdo de Tejada, en el Hospital regional “Adolfo
López Mateos”. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

ESTUDIOS DE FACTIBILIDAD QUE PERMITAN LA DEFINICIÓN DEL
PLAN HIDRÁULICO DEL NOROESTE

De la diputada Martha Sofía Tamayo Morales, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo relativo a la reali-
zación de estudios de factibilidad que permitan la definición del plan hidráulico del
Noroeste. Se remite a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.

RECONSIDERAR LA DECISIÓN DE RESERVAR LOS RECURSOS DE 2015
DE LOS PROGRAMAS PROCAFE Y PIMAF

De la diputada Natalia Karina Barón Ortiz y del diputado Juan Fernando Rubio
Quiroz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, 
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP y a la Sagarpa,
a reconsiderar la decisión de reservar los recursos de 2015 de los programas Pro-
cafe y Pimaf. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AGENCIA DE SERVICIOS A LA COMERCIALIZACIÓN Y DESARROLLO
DE MERCADOS AGROPECUARIOS

De la diputada Martha Sofía Tamayo Morales, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo relativo al pago
de adeudos pendientes con productores del país, por parte de la Agencia de Servi-
cios a la Comercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios. Se remite a
la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . 

REHABILITAR EL CAMINO TUXTEPEC-USILA, DAÑADO POR LAS 
RECIENTES LLUVIAS EN LA CUENCA DEL PAPALOAPAN

De la diputada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta al Gobernador del estado de Oaxaca y al titular de la SCT, a fin de reha-
bilitar el camino Tuxtepec-Usila, dañado por las recientes lluvias en la Cuenca del
Papaloapan. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.. . . . . . . . . . . 
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APROVECHAMIENTO INTEGRAL E INTERCAMBIO COMERCIAL DE LA
PALMA DE COCO

Del diputado Ricardo Taja Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la Comisión Especial para Fortalecer el Desarrollo Industrial, Apro-
vechamiento Integral e Intercambio Comercial de la Palma de Coco. Se remite a
la Junta de Coordinación Política, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MODERNIZAR LA CARRETERA MONTERREY-NUEVO LAREDO, EN SU
TRAMO 146 AL 193, EN SUS CUERPOS ORIENTE Y PONIENTE

De la diputada Yahleel Abdala Carmona, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, a fin de reconstruir
y modernizar la carretera Monterrey-Nuevo Laredo, en su tramo 146 al 193, en sus
cuerpos oriente y poniente. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL PARA LA PROTECCIÓN DE LA
ZONA DE LA MARIPOSA MONARCA EN MÉXICO

Del diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita la creación de la Comisión Especial para la Protección de la zona de la 
Mariposa Monarca en México. Se remite a la Junta de Coordinación Política, 
para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑA EN MATERIA DE USO DEL CELULAR AL MANEJAR

Del diputado Juan Manuel Cavazos Balderas, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, a fin de realizar
una campaña en materia de uso del celular al manejar. Se turna a la Comisión de
Seguridad Pública, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROMOCIÓN DEL DEPORTE A TRAVÉS DEL MEJORAMIENTO DE LA
INFRAESTRUCTURA Y ESTÍMULOS DEPORTIVOS

Del diputado Pablo Gamboa Miner, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Conade, para que en coordinación con el gobierno del estado de Yucatán, y los
municipios refuerce las acciones de promoción del deporte a través del mejora-
miento de la infraestructura y estímulos deportivos. Se remite a la Comisión de
Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LIBEREN LOS RECURSOS PARA ATENDER LOS DESASTRES OCASIO-
NADOS POR LAS LLUVIAS REGISTRADAS EN LOS MESES DE 
SEPTIEMBRE Y OCTUBRE EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR

De la diputada Esthela de Jesús Ponce Beltrán, del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que
se exhorta a la Segob y a la SHCP, a fin de llevar a cabo la publicación de la 
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declaratoria de emergencia para los municipios de Loreto, Comundú, La Paz y Los
Cabos y liberen los recursos para atender los desastres ocasionados por las lluvias
registradas en los meses de septiembre y octubre en el estado de Baja California
Sur. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 106
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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a la iniciativa con proyecto de decreto y a las
proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden
del día del martes 6 de octubre de 2015, de conformidad
con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.(*)

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable Asamblea los turnos dictados a la ini-
ciativa con proyecto de decreto y a las proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 6 de
octubre de 2015 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma y adiciona el artículo 41 y 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Sergio López Sánchez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagar-
pa, para que a través de la Agencia de Servicios a la Co-
mercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios,
se dé cumplimiento con lo establecido en los contratos de
compraventa de productos agrícolas registrados en Agri-
cultura por Contrato para los productores del Estado de Si-
naloa, a cargo del diputado Jesús Antonio López Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, para
dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación
de la comisión especial de seguimiento a las evaluaciones
que integran el Programa Especial Concurrente para el De-
sarrollo Rural Sustentable, a cargo de la diputada Natalia
Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

3. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación
de la comisión especial de seguimiento a las evaluaciones
de los programas que conforman el Programa Especial
Concurrente para el Campo, a cargo del diputado Jorge Ál-
varez López, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al presiden-
te de la República para que acepte en sus términos las pe-
ticiones planteadas por los padres de los normalistas, en su
reunión del día 24 de septiembre de 2015, suscrito por los
diputados Araceli Damián González y Roberto Guzmán Ja-
cobo, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión Especial para continuar las investigacio-
nes y dar seguimiento a los resultados del GIEI, designado
por la CIDH, relacionadas con los hechos ocurridos en
Iguala, Guerrero, a alumnos de la escuela normal rural de
Ayotzinapa “Raúl Isidro Burgos”, para su atención.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res de la Semarnat y de la Profepa, a fin de que lleven a ca-
bo las acciones necesarias para disminuir y erradicar los fo-
cos de contaminación en los ríos San Pedro y San Felipe,
del estado de Tamaulipas, a cargo del diputado Gustavo
Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación
de la comisión especial de empoderamiento de la familia, a
cargo de la diputada Norma Edith Martínez Guzmán, del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.
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7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular del
INM, para que en las franjas fronterizas del país, se imple-
menten centros de atención y puntos de apoyo humanita-
rios que otorguen ayuda a los inmigrantes ilegales, a cargo
de la diputada Adriana Terrazas Porras, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Asuntos Migratorios, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, relativo a la instalación de bebe-
deros en las escuelas públicas y privadas de las entidades
federativas, a cargo del diputado Edmundo Javier Bolaños
Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación
de la comisión especial de seguimiento a las empresas pro-
ductivas del estado, a cargo del diputado Carlos Hernández
Mirón, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

10. Con punto de acuerdo, relativo al Día Mundial del Há-
bitat, a cargo del diputado Arturo Álvarez Angli, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades del estado de Veracruz a garantizar la fuente de
trabajo y el respeto a los derechos laborales adquiridos de
los trabajadores del sistema de agua y saneamiento, suscri-
to por los diputados Norma Rocío Nahle García, Cuitlá-
huac García Jiménez y Jesús Serrano Lora, del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gober-
nador del estado de México, a implementar un programa de
vigilancia y verificación en el transporte público de la en-
tidad, suscrito por las diputadas Claudia Sofía Corichi Gar-
cía y Angie Dennisse Hauffen Torres, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la Segob inicie un proceso
de consulta pública entre las organizaciones de la sociedad
civil, a fin de conformar una terna de candidatos para ocu-
par la presidencia del Conapred, a cargo del diputado Ab-
dies Pineda Morín, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de las entidades federativas y del DF, implementen
programas para disminuir el número de accidentes auto-
movilísticos causados por el consumo de alcohol, a cargo
del diputado Marco Antonio García Ayala, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las le-
gislaturas de los estados y a la ALDF, a promover la crea-
ción de comisiones ordinarias de cambio climático y la ex-
pedición de legislación en esta materia, a cargo de la
diputada Elva Lidia Valles Olvera, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Cambio Climático, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, para redoblar esfuerzos en ma-
teria de políticas públicas y programas sociales encamina-
dos a atender a los adultos mayores, a cargo del diputado
José Santiago López, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

17. Con punto de acuerdo,, por el que se exhorta al titular
de la Sedesol, a fin de investigar y difundir las causas del
retraso que presentan los pagos del programa Pensión para
adultos mayores, y a realizar las acciones para resolver la
problemática, a cargo de la diputada Araceli Damián Gon-
zález, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
para que emita lineamientos con el objeto de regularizar los



automóviles introducidos al país hasta el 2015, a cargo de
la diputada Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
a mantener el fondo fronterizo en apoyo a las fronteras nor-
te y sur-sureste del país, a cargo de diversos diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la Semarnat, a reforzar las actividades de inspección y
vigilancia en el Golfo de Ulloa, Municipio de Comondú,
estado de Baja California Sur, a fin de evitar la mortandad
de la tortuga caguama, a cargo del diputado Wenceslao
Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al goberna-
dor del estado de Guerrero a fin de investigar la muerte de
niños en el Hospital del Niño y la Madre Indígena, en la ciu-
dad de Tlapa, de esa entidad, suscrito por los diputados Vic-
toriano Wences Real y Lluvia Flores Sonduck, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al DIF a
formalizar la creación de la procuraduría federal de protec-
ción de niñas, niños y adolescentes, a cargo del diputado
Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las legis-
laturas de las entidades federativas, a fin de incluir en su le-
gislación civil y familiar, altos estándares en materia de de-
rechos humanos, señalados en los precedentes de la SCJN, a
cargo del diputado Armando Luna Canales, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las le-
gislaturas de los estados y a la ALDF, a revisar sus marcos
normativos a fin de armonizarlos con la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo de la diputada Jacqueline
Nava Mouett, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal y al gobierno del estado de Guerrero, a fin de in-
vestigar la aplicación de los recursos destinados a la repa-
ración de los daños ocasionados por las tormentas Ingrid y
Manuel en dicha entidad, asimismo, se solicita la creación
de una Comisión Especial que dé seguimiento a la aplica-
ción de los recursos destinados a dicho acontecimiento,
suscrito por los diputados Lluvia Flores Sonduck y Victo-
riano Wences Real, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

26. Con punto de acuerdo, por la que se exhorta a la Cofe-
ce para que difunda un estudio sobre mercado agroalimen-
tario, así como sus recomendaciones, a cargo de la dipu-
tada Blandina Ramos Ramírez, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Turno: Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, pa-
ra dictamen.

27. Con punto de acuerdo, relativo a la atención médica del
licenciado Sebastián Lerdo de Tejada, en el Hospital Re-
gional Adolfo López Mateos, a cargo del diputado Alberto
Martínez Urincho, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

28. Con punto de acuerdo, relativo a la realización de estu-
dios de factibilidad que permitan la definición del plan hi-
dráulico del Noroeste, a cargo de la diputada Martha Sofía
Tamayo Morales, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.
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29. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
y a la Sagarpa, a reconsiderar la decisión de reservar los re-
cursos de 2015 de los programas Procafe y Pimaf, suscrito
por los diputados Natalia Karina Barón Ortiz y Juan Fer-
nando Rubio Quiroz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

30. Con punto de acuerdo, relativo al pago de adeudos pen-
dientes con productores del país, por parte de la Agencia de
Servicios a la Comercialización y Desarrollo de Mercados
Agropecuarios, a cargo de la diputada Martha Sofía Tama-
yo Morales, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, pa-
ra dictamen.

31. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gober-
nador del estado de Oaxaca y al titular de la SCT, a fin de
rehabilitar el camino Tuxtepec-Usila, dañado por las re-
cientes lluvias en la cuenca del Papaloapan, a cargo de la
diputada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

32. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación
de la comisión especial para fortalecer el desarrollo indus-
trial, aprovechamiento integral e intercambio comercial de
la palma de coco, a cargo del diputado Ricardo Taja Ramí-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

33. Con punto de acuerdo, a fin de reconstruir y moderni-
zar la carretera Monterrey-Nuevo Laredo, en su tramo 146
al 193, en sus cuerpos oriente y poniente, a cargo de la
diputada Yahleel Abdala Carmons, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

34. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación
de la comisión especial para la protección de la zona de la
mariposa monarca en México, a cargo del diputado Juan

Antonio Ixtlahuac Orihuela, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su Atención,
para su atención.

35. Con punto de acuerdo, a fin de realizar una campaña en
materia de uso del celular al manejar, a cargo del diputado
Juan Manuel Cavazos Balderas, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

36. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cona-
de, para que en coordinación con el gobierno del estado de
Yucatán, y los municipios, refuerce las acciones de promo-
ción del deporte a través del mejoramiento de la infraes-
tructura y estímulos deportivos, a cargo del diputado Pablo
Gamboa Miner, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

37. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob
y a la SHCP, a fin de llevar a cabo la publicación de la de-
claratoria de emergencia para los municipios de Loreto,
Comundú, La Paz y Los Cabos y liberen los recursos para
atender los desastres ocasionados por las lluvias registra-
das en los meses de septiembre y octubre en el estado de
Baja California Sur, a cargo de la diputada Esthela de Jesús
Ponce Beltrán, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.»



INICIATIVA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 41 y 115 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo del diputado Sergio López Sánchez, del Grupo Par-
lamentario del PRD

Planteamiento del problema

En lo general, México ha registrado leves avances en la in-
corporación de la perspectiva de género en las políticas pú-
blicas, que a todas luces son insuficientes, además de poco
eficientes; tan es así que sólo 3 mujeres forman parte del
gabinete integrado por 22 dependencias que auxilian de
manera directa al presidente de la República. Cabe señalar
que en la administración pública estatal se replica este fe-
nómeno.

Asimismo, en lo que a la gestión gubernamental se refiere,
se siguen realizando acciones aisladas y heterogéneas de-
bido a que no se ha considerado la perspectiva de género
en todas las fases del ciclo de las políticas públicas? es de-
cir, en su diseño, presupuesto, implantación, seguimiento y
evaluación en los tres niveles de gobierno.

Argumentos

De manera muy particular, un sinnúmero de estudios e in-
dicadores señalan que las políticas y acciones municipales
con ausencia de enfoque de género abonan la brecha de
desigualdad entre mujeres y hombres. Por ello, la ausencia
de perspectiva de género constituye el cimiento de la situa-
ción negativa de las políticas, programas y acciones públi-
cas que ocasionan la desigualdad generalizada, principal-
mente en el ámbito municipal, donde difícilmente se
reconocen y respetan los derechos de las mujeres, recono-
cidos en la legislación federal, estatal y diversos instru-
mentos internacionales suscritos y ratificados por México.

Es decir, existe una relación causal directa entre la ausen-
cia de perspectiva de género en la administración pública
municipal y las desigualdades de género.

Así pues, las mujeres enfrentan una severa y muy arraiga-
da problemática, la cual se sitúa en dos campos: el ámbito
institucional y el ámbito social.

Respecto al ámbito institucional, tenemos que los gobier-
nos municipales no cuentan con capacidades suficientes, ni
económica, ni políticas ni sociales, para incorporar la pers-
pectiva de género en su ámbito de gestión pública.

Por otro lado, la desigualdad de género expresada en ám-
bito social, constituye un problema de desarrollo multifac-
torial, sin embargo, la solución a dicha problemática en-
cuentra salida institucionalmente, es decir, en la gestión
pública municipal. Lo cual en definitiva representa un cír-
culo vicioso.

De aquí la pertinencia de fortalecer las capacidades de los
gobiernos municipales en la labor de institucionalizar y
transversalizar la perspectiva de género, a partir del esta-
blecimiento de la obligación de implementar programas y
acciones dirigidas a institucionalizar la perspectiva de gé-
nero, aspecto fundamental para alcanzar la igualdad sus-
tantiva entre mujeres y hombres, así como para prevenir,
combatir y erradicar la violencia de género.

En este contexto, resulta fundamental que los municipios
impulsen y faciliten el acceso a los mecanismos para el
adelanto de las mujeres a través del diseño, la implementa-
ción, el seguimiento y la evaluación de políticas, progra-
mas y acciones que les permitan consolidar su incidencia
en la toma de decisiones  en la gestión gubernamental. Pa-
ra ello, también es fundamental que los ayuntamientos se
integren de manera paritaria, lo que sólo se logrará si la
postulación a ocupar cargos en los ayuntamientos se reali-
za bajo esta perspectiva.

Lo anterior cobra relevancia si tomamos en consideración
que de los 2 mil 456 municipios que hay en México, sólo
178 son gobernados por mujeres, lo que representa el 7.2
por ciento, de acuerdo al estudio “Participación política de
las mujeres en México, realizado por el Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo.

Así pues, y toda vez que la transversalidad se entiende co-
mo “el proceso que permite garantizar la incorporación de
la perspectiva de género con el objetivo de valorar las im-
plicaciones que tiene para las mujeres y los hombres cual-
quier acción que se programe, tratándose de legislación,
políticas públicas, actividades administrativas, económicas
y culturales en las instituciones públicas y privadas.”1

La transversalidad implica dejar el supuesto neutro, es de-
cir, sin diferencias, para adoptar el esquema mujeres y
hombres, reconociendo y aceptando las diferencias y des-
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igualdades. Como proceso, la transversalidad de género
busca incidir en la toma de decisiones, con el objetivo de
cerrar las brechas de desigualdad de género.

Así pues, resulta apremiante coadyuvar en la instrumenta-
ción de acciones en materia de igualdad de género en los
diversos ámbitos de la administración pública municipal,
con el fin de fomentar e impulsar la igualdad sustantiva en-
tre mujeres y hombres, promover la no discriminación de
género y a combatir y erradicar la violencia con motivo de
éste, porque sin lugar a dudas, mientras la mitad de la po-
blación mexicana, que son las mujeres, se encuentre sumi-
da en el rezago y padeciendo la discriminación y la violen-
cia, difícilmente podremos alcanzar las metas de desarrollo
económico, político y social a las que aspiramos como na-
ción.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 76, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a
consideración de esta soberanía, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo de la
fracción I del artículo 41 y se adiciona el inciso j), a la
fracción V, del artículo 115 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos

Para quedar como sigue:

Artículo 41. …

…

I. …

Los partidos políticos tienen como fin promover la par-
ticipación del pueblo en la vida democrática, contribuir
a la integración de los órganos de representación políti-
ca y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible
el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de
acuerdo con los programas, principios e ideas que pos-
tulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y
directo, así como las reglas para garantizar la paridad
entre los géneros, en candidaturas a legisladores federa-
les y locales, así como en las candidaturas a integrar
los ayuntamientos. Sólo los ciudadanos podrán formar
partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a
ellos; por tanto, quedan prohibidas la intervención de

organizaciones gremiales o con objeto social diferente
en la creación de partidos y cualquier forma de afilia-
ción corporativa.

…

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen inte-
rior, la forma de gobierno republicano, representativo, de-
mocrático, laico y popular, teniendo como base de su divi-
sión territorial y de su organización política y
administrativa, el municipio libre, conforme a las bases si-
guientes:

I. a IV. …

V. Los municipios, en los términos de las leyes federa-
les y estatales relativas, estarán facultados para:

a) a i)…

j) Implementar programas y acciones dirigidas a
institucionalizar la perspectiva de género, aspec-
to fundamental para alcanzar la igualdad sustan-
tiva entre mujeres y hombres, así como para pre-
venir, combatir y erradicar la violencia de
género.

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1
http://www.inmujeres.gob.mx/inmujeres/images/stories/cuadernos/c1
3.pdf

Dado en el salón de sesiones, a 1o. de octubre de 2015.— Diputado
Sergio López Sánchez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.



PROPOSICIONES

COMPRAVENTA DE PRODUCTOS AGRÍCOLAS RE-
GISTRADOS EN AGRICULTURA POR CONTRATO 
PARA LOS PRODUCTORES DEL ESTADO DE SINALOA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sagarpa a cumplir por la Agencia de Servicios a la Co-
mercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios
los contratos de compraventa de productos agrícolas regis-
trados en agricultura por contrato para los productores de
Sinaloa, a cargo del diputado Jesús Antonio López Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Jesús Antonio López Rodríguez,
integrante de la LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, con fundamento en lo establecido en los artículos 6,
fracción I, 79, numeral 2 y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Agricultu-
ra, Ganadería, Desarrollo Rural Pesca y Alimentación, pa-
ra que a través de la Agencia de Servicios a la Comerciali-
zación y Desarrollo de Mercados Agropecuarios se de
cabal cumplimiento con lo establecido en los contratos de
compraventa de productos agrícolas registrados en Agri-
cultura por contrato para los productores de Sinaloa, al te-
nor de los siguientes

Considerandos

Primero. Los precios internacionales de los alimentos bá-
sicos siguen disminuyendo drásticamente, de acuerdo con
la Organización de las Naciones Unidas para Alimentación
y la Agricultura (FAO) la caída en los precios de la energía
y la preocupación por la desaceleración económica de Chi-
na han provocado que el índice de precios de los alimentos
registre su mayor descenso desde diciembre de 2008.

El índice de precios de los cereales de la FAO se situó en
un promedio de 154.9 puntos en agosto, es decir un 7 por
ciento menos que en julio y 15.1 por ciento menos que
2014; con el descenso presentado en el mes de agosto, se
puso fin a dos meses consecutivos de crecimientos media-
nos que ha hecho que el índice caiga a su nivel más bajo.
La disminución de los precios del trigo y del maíz fue el
principal factor del descenso generalizado, aunque los pre-
cios del arroz también se debilitaron en agosto. Los precios
del maíz cayeron, reporta la FAO, debido sobre todo a la

mejora de las perspectivas sobre la producción en Estados
Unidos y a una previsión de mayores ventas del Brasil du-
rante esta campaña. 

Países como Colombia, Brasil, Chile o México, sufren la
caída en la demanda mundial y la de los precios de los
commodities o materias primas lo que ha impactado direc-
tamente a sus economías y a sus divisas. En el caso del sec-
tor agrícola, la situación se ha reflejado en una disminución
de las exportaciones agrícolas, de conformidad con datos
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Inegi, las
exportaciones agropecuarias disminuyeron 21 por ciento
de junio a Julio del presente año.

Basta recordar que la dinámica del sector agrícola está ín-
timamente ligada a la economía de Estados Unidos y en un
contexto de liberación económica en el que nos encontra-
mos, el campo mexicano se encuentra en seria desventaja
competitiva. De acuerdo con un estudio realizado en 2014
por el Centro de Estudios para el Desarrollo Rural Susten-
table y la Soberanía Alimentaria (CEDRSSA) de la Cáma-
ra de Diputados, las exportaciones e importaciones agrope-
cuarias de México son mucho menores a la de sus socios
en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte
(TLCAN). Las ventas mexicanas de productos agropecua-
rios se contabilizaron en 2014, en 22 mil millones de dóla-
res, mientras que las de Estados Unidos y Canadá suman
172 mil millones y 63 mil millones de dólares, respectiva-
mente; en cuanto a las importaciones, el Centro de Estu-
dios mencionó que en México se contabilizan en 28 mil
millones de dólares, mientras que el valor de las de Estados
Unidos y Canadá suman 142 y 39 mil millones, para uno y
otro. En cuanto a las compras agropecuarias provenientes
del TLCAN, para México éstas representan 79 por ciento
del total, mientras que para Estados Unidos y Canadá re-
presentan 35 por ciento y 64 por ciento, respectivamente.

Segundo. En Acción Nacional, cubrir las necesidades de
los ciudadanos y promover la dignificación de la vida y ge-
neración del bien común es una de las tareas con la que es-
tamos profundamente comprometidos. Estamos conscien-
tes que el mejoramiento de la calidad de vida de los
ciudadanos está ligada a la política de desarrollo económi-
co y, por ende, a los recursos económicos que se destinen
para mejorar la competitividad, el empleo y el ingreso de
las familias.

En teoría, la política de desarrollo agropecuario tiene como
uno de sus objetivos, el de impulsar la productividad del
sector agroalimentario mediante mecanismos de adminis-
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tración de riesgos que promuevan una mayor certidumbre
para los productores; en este sentido, la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
(Sagarpa) cuenta con diferentes Programas y Fondos que
deben ser canalizados a los productores que más los nece-
sitan. Entre estos Programas sujetos a reglas de operación
se encuentra el “Programa de Comercialización y Desarro-
llo de Mercados” cuyo presupuesto para 2015 fue de 12 mil
millones de pesos. Este Programa busca en teoría, contri-
buir a brindar mayor certidumbre en la actividad agroali-
mentaria mediante la instrumentación de mecanismos de
administración de riesgos, incentivos a la comercializa-
ción, promoción comercial y fomento a las exportaciones;
coadyuvando con ello al ordenamiento y desarrollo de los
mercados de los productos agropecuarios, acui?colas y
pesqueros elegibles. 

Dentro de los incentivos a la comercialización, se encuen-
tran las “Coberturas Contractuales” que son un instrumen-
to en el cual es obligatoria la firma de un contrato de com-
praventa y que tiene como objetivo asegurar la
comercialización de cosechas nacionales de maíz, trigo,
sorgo y oleaginosas. Existen dos esquemas, en el primero
los productores podrán adquirir opciones “call” (opción de
compra), con incentivo hasta del 85 por ciento del costo de
la cobertura y los compradores podrán adquirir opciones
“put” (opción de venta) con incentivo hasta del 50 por
ciento del costo de la cobertura. En el segundo esquema,
los compradores podrán adquirir opciones “put” o los pro-
ductores “call”, con incentivo hasta del 100 por ciento del
costo de la cobertura, sin recuperación para la dependencia.

En el caso de las opciones “call”, el comprador pagara? al
productor el precio establecido en el contrato de compra-
venta, aun cuando el precio del futuro en bolsa haya dis-
minuido respecto al momento de la entrega del producto
fi?sico, pues la opción “call” protege el precio del grano
durante el proceso de producción y cosecha.

Tercero. Ahora bien, los productores de todo el país ac-
tualmente están pasando por una situación sumamente di-
fícil al enfrentar el aumento de costos de los insumos, fer-
tilizantes, gasolinas y costos de transportación de
mercancías; así lo demuestra por ejemplo, la Encuesta Na-
cional Agropecuaria (ENA) 2014 elaborada por el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) en donde el
83.4 por ciento de los productores dijo que dentro de los
mayores problemas a los que se enfrentan son los costos de
los insumos y servicios.

Sin embargo, para hacer frente a este problema, los pro-
ductores no tienen muchas opciones, pues retomando los
datos del Inegi, tan solo el 10 por ciento de los productores
obtuvieron un crédito o préstamo y el 84 por ciento de
quienes lo obtuvieron lo utilizaron precisamente para la
compra de insumos y materias primas. El 90 por ciento de
los productores que no tramitaron u obtuvieron un crédito
desistieron por las altas tasas de interés.

Los productores mexicanos se encuentran en una crítica si-
tuación: cada vez tienen que invertir más y ganar menos.
Aunado a los problemas de los precios de mercado de los
granos, las condiciones climatológicas y el encarecimiento
de los insumos, los productores del todo el país en el col-
mo de todos los casos, se han encontrado con múltiples
problemas al momento de hacer valer los contratos de com-
praventa registrados en la Agencia de Servicios a la Co-
mercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios,
Aserca, y con las reglas de operación de los programas.

En diversos Estados agrícolas, Aserca debe cantidades im-
portantes a los productores, en Tamaulipas por ejemplo se
deben cerca de 2 mil millones de pesos, mientras que en Si-
naloa se adeudan cerca de 2 mil 200 millones de pesos. Es-
pecíficamente en Sinaloa, a los productores no se le ha pa-
gado lo pactado en los contratos para las cosechas 2014 y
2015; productores de sorgo y maíz, siguen esperando el pa-
go de 3 mil 800 pesos por tonelada que les adeuda la Fe-
deración. Como primer antecedente se tiene el “Primer Co-
municado, de Agricultura por contrato, para la
comercialización de maíz del Estado de Sinaloa” con fecha
del 4 de Junio de 2014 y firmado por el Lic. Baltazar Hi-
nojosa Ochoa, director en jefe de Aserca. En dicho comu-
nicado se establece que para agilizar la comercialización de
la cosecha de maíz en el Estado de Sinaloa los productores
recibirán del comprador la cantidad de 3,500 pesos por to-
nelada, que comprende el precio del grano pactado en el
contrato de compra venta, la compensanción de bases y el
beneficio de la cobertura de los precios.

De la misma forma, durante 2014 y debido a los precios de
mercado de los granos y oleaginosas, los cuales repercutie-
ron directamente en los precios pagados a los productores
y en virtud de los costos de producción (semillas, diesel,
fertilizantes, agua) la Sagarpa por conducto de Aserca de-
terminó ajustar los niveles de Ingreso Objetivo para maíz
con un precio de 3 mil 300 pesos por tonelada.

Sin embargo, a pesar de las medidas institucionales y de los
supuestos apoyos otorgados por el Gobierno Federal, a los



productores no se le ha pagado totalmente. Es así que el día
7 de Septiembre, productores procedentes de diversos mu-
nicipios de Sinaloa, se manifestaron por las principales
avenidas de Culiacán y tomaron casetas de las principales
carreteras provocando afectación a terceros y poniendo en
peligro su vida, para exigir a Sagarpa y Aserca el pago de
los apoyos al maíz, trigo y sorgo que se adeudan de la co-
secha 2014-2015.

Cuarto. En Acción Nacional nos importa el campo, es una
prioridad en la agenda legislativa del Grupo Parlamentario.
Impulsaremos las reformas necesarias que le den certeza y
competitividad al campo mexicano, aquellas reformas que
el Ejecutivo federal no presentó y que sólo se quedaron en
foros temáticos organizados por Sagarpa.

Nos preocupa los diversos recortes propuestos por el Eje-
cutivo Federal en materia de campo, como por ejemplo la
fusión de programas en diversas materias para un supuesto
ahorro y la creación del denominado Programa de apoyos
a pequeños productores, con los recursos del Fondo para el
Apoyo a Proyectos Productivos en Núcleos Agrarios (Fap-
pa) y Apoyo a la Productividad de la Mujer Emprendedo-
ra; que muestran una reducción del 47 por ciento del pre-
supuesto actual para el primero, mientras que para el
Programa para la Productividad de la Mujer se cae en un 58
por ciento.

Preocupa la falta de acceso al crédito para los productores
y la reducción de recursos en la Financiera Nacional (prin-
cipal instrumento de crédito para el sector), la cual actual-
mente cuenta con un monto de mil 227 millones de pesos
para inversiones financieras netas y que para 2016 se redu-
cirá a 957 millones, medidas que claramente debilitan al
campo mexicano. 

De la misma forma nos preocupa la ejecución de los recur-
sos asignados y la falta de transparencia con la que el Eje-
cutivo Federal modifica el presupuesto destinado para apo-
yar al campo, basta con decir que para el PEF 2015 se
aprobó un presupuesto de 12 mil millones de pesos para el
Programa de Comercialización y Desarrollo de Mercados
el cual fue modificado a 6,254 millones de pesos por la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) y de éstos
solo se presenta un avance del 50% hasta el mes de Junio
de acuerdo con la cifras oficiales; es decir solo se han ejer-
cido 3,100 millones de pesos, mientras que para este PPEF
2016 se pretende asignar 10,271 millones de pesos. No de-
bemos permitir que se sigan asignando más recursos para
el campo que posteriormente el Ejecutivo Federal recorta o

reasigna a otras áreas de manera discrecional mientras los
campesinos siguen esperando los apoyos; no podemos
aprobar una propuesta de 10,271 millones de pesos para
2016, para que la Federación realice nuevamente recortes y
peor no canalice los recursos a quién más los necesita.

Los diputados de Acción Nacional impulsaremos las ade-
cuaciones necesarias en este Presupuesto de Egresos para
el ejercicio fiscal 2016 en materia del campo, para que la
hoy propuesta del Ejecutivo Federal de asignar solo 76 mil
715 millones pesos a la SAGARPA y que en 2015 contó
con un presupuesto de 92 mil 141 pesos; es decir 15 mil
millones de pesos menos, sea revertida. 

Por lo expuesto someto a la consideración de esta sobera-
nía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, para que a tra-
vés de la Agencia de Servicios a la Comercialización y De-
sarrollo de Mercados Agropecuarios, se de cabal
cumplimiento con lo establecido en los contratos de Com-
praventa de productos agrícolas registrados en Agricultura
por Contrato para los productores del estado de Sinaloa.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de
2015.— Diputado Jesús Antonio López Rodríguez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, para dictamen.

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE SEGUI-
MIENTO A LAS EVALUACIONES QUE INTEGRAN
EL PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE PARA
EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la comisión especial de seguimiento a las eva-
luaciones que integran el Programa Especial Concurrente
para el Desarrollo Rural Sustentable, a cargo de la diputada
Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario del
PRD

El suscrita, diputada Natalia Karina Barón Ortiz , del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
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Unión, con fundamento en el artículo 79, numerales 1 y 2,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración del pleno la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Ru-
ral Sustentable 2014-2018, de acuerdo con el gobierno fe-
deral, representó en su momento la Política de Estado para
el Desarrollo Rural con la intención de generar y garantizar
a la población campesina el bienestar social e incorpora-
ción al desarrollo nacional, dando prioridad a las zonas de
alta y muy alta marginación y a las poblaciones económica
que más lo requieren, tal y como lo establece la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable, considerando las propuestas de
las organizaciones que concurren en el Consejo Mexicano
para el Desarrollo Rural Sustentable. 

En el caso de la competitividad del sector, el gobierno pre-
tendió integrar a la política económica, para el fomento de
las actividades productivas agropecuarias y no agropecua-
rias generadoras de empleo e ingresos, mejorar la produc-
tividad y competitividad; favorecer la reconversión pro-
ductiva; generar condiciones para la producción de más y
mejores alimentos; ordenar y ampliar los mercados agro-
pecuarios, la integración y fortalecimiento de las cadenas
agroalimentarias; el fortalecimiento de la empresa social y
privada, la promoción del turismo rural, la cultura y la pro-
ducción de artesanías.

Recientemente el Banco Mundial anunció que la crisis ali-
mentaría provocó un incremento en más de 100 millones
de pobres, de estos pobres el 46 por ciento son de países la-
tinoamericanos, según datos proporcionados por la Comi-
sión Económica para América Latina y el Caribe. La apli-
cación de estos dos enfoques a los datos sobre los países de
la región permite reforzar la idea de que, más allá de los
avances logrados en la última década, la pobreza persiste
como un fenómeno estructural que caracteriza a la socie-
dad latinoamericana. Con el objeto de contribuir a un dise-
ño más integral de las políticas públicas para superar la po-
breza y la desigualdad socioeconómica, además de
examinarse las tendencias recientes del gasto social se pro-
fundiza en el análisis de brechas en tres ámbitos: juventud
y desarrollo, desigualdad de género en el mercado laboral
y segregación residencial urbana.

Los organismos como el Banco Mundial, la Organización
Mundial del Comercio, el Fondo Monetario Internacional

y la mayoría de los gobiernos ricos impusieron la indus-
trialización de la agricultura con la liberación de los mer-
cados que se rigen por la competencia y la especulación,
destruyeron en los últimos 25 años las bases de la seguri-
dad alimentaria de América Latina.

La crisis alimentaría se agudizará por el problema de la se-
quía que se presenta en diversas regiones de México du-
rante el periodo de 2012 fue el primer aviso de este fenó-
meno, producto del cambio climático, otro factor que
impactará en la manipulación de los precios de los produc-
tos básicos el problema de la escasez del agua.

El sexenio que dio inicio el primero de diciembre, llegará
con enormes retos en diversas materias, debido a una mala
orientación del gasto en lo que al campo se refiere, se re-
querirá de enormes esfuerzos pero sobre todo de mucha vo-
luntad política para enfrentar el reto en este rubro, aunado
al necesario aumento del presupuesto para el campo, ade-
más de la reorientación con sentido social del mismo.

Es fundamental dar cumplimiento al marco legal estableci-
do en materia de seguimiento a las evaluaciones, en el ca-
so de las internas y externas, es el Ejecutivo quien a través
de las dependencias, contrata a las instituciones encargadas
de evaluar, siendo evidente que existe una dispersión en los
programas, lo cual no permite una integración real de los
apoyos federales, de tal manera que el impacto en el bien-
estar familiar es reducido y desigual.

El otorgamiento de los apoyos de forma discrecional tam-
bién ahondan las desigualdades en el campo, no obstante
dicho programa, presentan grandes desequilibrios de desa-
rrollo regional del país se concentraron en el medio rural
mexicano, con millones de mexicanos en pobreza extrema.

El Programa Especial Concurrente, no ha funcionado como
mecanismo de coordinación de los programas de apoyo al
sector rural, a falta de una orientación correcta y desigual.

Los estados del norte, ocho para ser precisos, concentran
más del 60 por ciento de los recursos de la Secretaría de
Agricultura, el centro y sur con 15 estados, 1.1 por ciento,
entre ellos Oaxaca, que por ende, recibe una mínima parte
de ese porcentaje.

No existe una metodología única para la evaluación del im-
pacto de los programas en el mejoramiento de la calidad de
vida de la población rural, generalmente, las evaluaciones
se han hecho a modo de las instituciones que las contratan,



lo que genera cierto grado de desconfianza en los resulta-
dos obtenidos. Asimismo, es común que las recomendacio-
nes que se hacen a los programas, no sean integrados a las
reglas de operación.

Para tal efecto, es fundamental reorganizar los criterios del
Sistema Nacional de Evaluación del Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, Coneval,
que mide la pobreza en México, determina en su evolución
realizada al número de población en pobreza, durante el
periodo 2012-2014 alcanzan los 53.3 millones y de ellos
se sitúan a 33.3 millones en la región del Sur-Sureste del
país. Por lo que es imprescindible evaluar los programas y
políticas sociales del Gobierno Federal, ya que resulta ne-
cesario que las instituciones homologuen los métodos de
evaluación de los programas, corrigiendo las debilidades
metodológicas de fondo.

Es verdaderamente inaceptable el grado de marginación,
de miseria y deterioro ambiental entre otras cosas, en el
sector rural, por lo tanto es urgente un cambio en la orien-
tación de políticas públicas en la materia.

El presupuesto asignado al campo ha aumentado, de 338
mil 669.9 mil millones para el ejercicio 2014, pasó a 353
mil 7.3 mil millones para el 2015, un aumento sustancial
de unos catorce mil millones, sin embargo, aunque en tér-
minos numéricos fue más, en términos reales no fue así, la
inflación modificó la realidad.

El propósito del PEC, de acuerdo con la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, es dirigir los recursos a zonas de alta y
muy alta marginación.

El problema para la evaluación y seguimiento de la aplica-
ción de los recursos del PEC, es que no hay una base de in-
formación, un padrón de beneficiarios, solo se tiene un
análisis aproximado.

De acuerdo con datos, la Comisión de Seguimiento a las
Evaluaciones Practicadas a los Programas que Integran el
Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural
Sustentable, es la encargada de coordinarse con las demás
comisiones relacionadas con el sector rural para orientar el
gasto a partir de los resultados de las evaluaciones.

Es importante que desde el texto del decreto del Presu-
puesto, se corrija el tema de las evaluaciones con la finali-
dad de que el Congreso de la Unión instruya al Ejecutivo
cuáles son los conceptos que desea evaluar.

En razón a ello, con fundamento en los artículos 34 y 42 la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y solicito la intervención que por ley corres-
ponde a la Junta de Coordinación Política de esta Cámara
de Diputados, es por ello que someto a consideración de
este pleno los siguientes 

Puntos de Acuerdo

Primero. Se crea la Comisión Especial de seguimiento a
las evaluaciones que integran el Programa Especial Concu-
rrente para el Desarrollo Rural Sustentable que deberá im-
pulsar y dar seguimiento a los asuntos programas y pro-
yectos del Programa Especial Concurrente para el
desarrollo rural de México, cuyo objeto será el que se deri-
va de su denominación. 

Segundo. La Comisión Especial de seguimiento a las eva-
luaciones que integran el Programa Especial Concurrente
para el Desarrollo Rural Sustentable, estará integrada por
el número de miembros que la Junta de Coordinación Polí-
tica determine los cuales serán propuestos por los grupos
parlamentarios en la misma proporción que estos últimos
tienen en la composición de su representación en el pleno
de Cámara de Diputados y contará con una mesa directiva
que se conformará por un presidente y tres secretarios.

Tercero. La Comisión Especial tendrá vigencia a partir de
la publicación del acuerdo en la Gaceta Parlamentaria y
hasta el 31 de agosto de 2018.

Palacio Legislativo, a 6 de octubre de 2015.— Diputada Natalia Kari-
na Barón Ortiz (rúbrica).»

Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE SEGUI-
MIENTO A LAS EVALUACIONES DE LOS PROGRA-
MAS QUE CONFORMAN EL PROGRAMA ESPECIAL
CONCURRENTE PARA EL CAMPO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la comisión especial de seguimiento a las eva-
luaciones de los programas que conforman el programa es-
pecial concurrente para el campo, a cargo del diputado Jor-
ge Álvarez López, del Grupo Parlamentario del PVEM
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Quien suscribe, Jorge Álvarez López, diputado federal del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo octa-
vo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta honorable asamblea, el pre-
sente punto de acuerdo al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Una de las principales tareas de la Cámara de Diputados es
la aprobación del presupuesto, cuya actividad implica el
análisis de la ley de ingresos y la ley de egresos para su de-
finición, así como el análisis de las proyecciones de las
principales variables del año siguiente a partir de los crite-
rios de política económica.

De acuerdo a las leyes que implican al desarrollo del cam-
po y sus habitantes, además del Programa Especial Concu-
rrente (PEC), estas hacen referencia a los grandes criterios
para la aplicación de los recursos que se destinan a este;
también reseñan lo relativo a sus reglas de operación y des-
de luego a las evaluaciones de sus programas.

Cada uno de esos aspectos requiere de la debida atención y
experta opinión, a fin de obtener un buen desenvolvimien-
to de sus grandes objetivos que vienen desde el Plan Na-
cional de Desarrollo, los planes sectoriales de las depen-
dencias asociadas al medio rural y sus problemáticas, los
cuales se concretan en el PEC y aterrizan en los programas.

A la gran tarea de la Cámara en la aprobación del presu-
puesto consecuentemente le debe seguir el establecer una
ruta crítica hasta ver cristalizados los objetivos de los pro-
gramas del PEC, por ello es necesario la creación de la Co-
misión Especial que de puntual seguimiento a las evalua-
ciones que se le practican a dichos programas, es decir, la
creación de la Comisión Especial de seguimiento a las eva-
luaciones de los programas que conforman el programa es-
pecial concurrente para el campo (CESEPEC).

La necesidad de la creación de esta Comisión implica que
aquello que la Cámara de Diputados aprueba, se le pueda
hacer un seguimiento puntual y objetivo, desde una pers-
pectiva plural a partir de las evaluaciones que se llevan a
cabo de los programas, y en los hechos trabajar para la me-
jora de los mismos, como de sus componentes y sobre to-

do para alcanzar los objetivos para los cuales estos fueron
creados.

El país exige de todos nosotros un arreglo institucional pa-
ra transitar esta etapa, donde el gobierno federal ha puesto
en marcha técnicas y metodologías apropiadas para la bús-
queda de un mejor uso de los recursos (entre otros el pre-
supuesto base cero). Ante ello, la búsqueda de soluciones
para un  mejor uso de los escasos recursos pasa por esta-
blecer, retomando experiencias exitosas  anteriores, por la
creación de esta Comisión. 

El Programa Especial Concurrente está plenamente identi-
ficado en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, el conte-
nido del PEC aparece en el artículo 15, donde se señala
que:

Artículo 15. El Programa Especial Concurrente al que
se refiere el artículo anterior, fomentará acciones en las
siguientes materias:

I. Actividades económicas de la sociedad rural; 

II. Educación para el desarrollo rural sustentable; 

III. La salud y la alimentación para el desarrollo rural
sustentable; 

IV. Planeación familiar; 

V. Vivienda para el desarrollo rural sustentable; 

VI. Infraestructura y el equipamiento comunitario y ur-
bano para el desarrollo rural sustentable; 

VII. Combate a la pobreza y la marginación en el medio
rural; 

VIII. Política de población para el desarrollo rural sus-
tentable; 

IX. Cuidado al medio ambiente rural, la sustentabili-
dad de las actividades socioeconómicas en el campo y
a la producción de servicios ambientales para la socie-
dad; 

X. Equidad de género, la protección de la familia, el im-
pulso a los programas de la mujer, los jóvenes, la pro-
tección de los grupos vulnerables, en especial niños,



discapacitados, personas con enfermedades terminales y
de la tercera edad en las comunidades rurales; 

XI. Impulso a la educación cívica, a la cultura de la le-
galidad y combate efectivo a la ilegalidad en el medio
rural; 

XII. Impulso a la cultura y al desarrollo de las formas
específicas de organización social y capacidad producti-
va de los pueblos indígenas, particularmente para su in-
tegración al desarrollo rural sustentable de la Nación; 

XIII. Seguridad en la tenencia y disposición de la tierra; 

XIV. Promoción del empleo productivo, incluyendo el
impulso a la seguridad social y a la capacitación para el
trabajo en las áreas agropecuaria, comercial, industrial y
de servicios; 

XV. Protección a los trabajadores rurales en general y a
los jornaleros agrícolas y migratorios en particular; 

XVI. Impulso a los programas de protección civil para
la prevención, auxilio, recuperación y apoyo a la pobla-
ción rural en situaciones de desastre; 

XVII. Impulso a los programas orientados a la paz so-
cial;

Fracción reformada DOF 27-01-2011 

XVIII. Difusión nacional sobre su contenido, y 

Fracción adicionada DOF 27-01-2011

XIX. Las demás que determine el Ejecutivo Federal.

Fracción recorrida DOF 27-01-2011

Para hacer posible la realización de las anteriores acciones,
como es sabido, el gobierno federal en cada periodo elabo-
ra el PEC sexenal, donde se establecen los grandes criterios
que al respecto se deberán alcanzar al terminar el mandato.

De igual manera, cada año envía a la Cámara de Diputados
el Proyecto de Egresos de la Federación del año siguiente,
en el cual se incluye al PEC.

Una vez aprobado el PEC y sus programas, consecutiva-
mente se dan a conocer sus reglas de operación y poste-

riormente se dan a conocer los beneficiarios de dicho pro-
grama, situación por de más relevante tanto para represen-
tantes de los intereses de la población, como a los mismos
beneficiarios.

En ese contexto, las evaluaciones de los programas del
PEC que llevan a cabo tanto instituciones nacionales como
internacionales, arrojan resultados que permiten seguir
puntualmente los objetivos de los programas, y permiten
asociar esos resultados con las metas de los planes secto-
riales de las dependencias.

Por lo cual, hacer un seguimiento de las evaluaciones de
esos programas; analizar esos resultados y traducirlos en
beneficio de las tareas legislativas, es un bien común.

Por lo expuesto, el Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México propone la creación de la Comisión
Especial de seguimiento a las evaluaciones de los progra-
mas que conforman el programa especial concurrente para
el campo (CESEPEC). Asimismo, la citada Comisión Es-
pecial deberá promover la orientación del gasto público ha-
cia programas y proyectos dirigidos a fortalecer el desarro-
llo rural sustentable del país.

Punto de Acuerdo

Único.- Se exhorta respetuosamente a la Junta de Coordi-
nación Política de la Cámara de Diputados, en términos de
los artículos 32, inciso c), de la Ley Orgánica Del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, se discuta, y
en su caso, se apruebe y emita el acuerdo de creación de la
Comisión Especial de Seguimiento a las Evaluaciones de
los Programas que conforman el Programa Especial Con-
currente para el Campo.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre del año
2015.— Diputado Jorge Álvarez López (rúbrica p.a.).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.
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ACEPTE EN SUS TÉRMINOS LAS PETICIONES
PLANTEADAS POR LOS PADRES DE LOS NORMA-
LISTAS, EN SU REUNIÓN DEL DÍA 24 DE SEPTIEM-
BRE DE 2015

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al presidente de la República a aceptar en sus términos las
peticiones planteadas por los padres de los normalistas, en
la reunión del 24 de septiembre de 2015, suscrita por los
diputados Araceli Damián González y Roberto Guzmán Ja-
cobo, del Grupo Parlamentario de Morena

Araceli Damián González y Roberto Guzmán Jacobo, en
nuestra calidad de Diputados Federales de la LXIII Legis-
latura, integrantes del Grupo Parlamentario MORENA,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley
Orgánica del Congreso y la fracción I del numeral 1 del ar-
tículo 6, y numeral 1 fracción II del artículo 79, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, sometemos a conside-
ración del Pleno la presente proposición con punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución, bajo las siguientes

Consideraciones

Primera. El pasado 24 de septiembre de 2015 se realizó
una reunión entre el presidente Constitucional de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y los padres de familia y abogados
de los 43 estudiantes de la escuela normal rural Raúl Isidro
Burgos de Ayotzinapa, Guerrero, desaparecidos tras los
ataques del 26 de septiembre de 2014 en la ciudad de Igua-
la. Esta reunión formó parte de las acciones emprendidas
por el gobierno de la República para dar respuesta al infor-
me del Grupo Interdisciplinario de Expertos Independien-
tes designado por la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, CIDH.

Segunda. En esta reunión, los padres de familia y aboga-
dos de los 43 estudiantes, en presencia del Grupo de Ex-
pertos de la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos, exigieron al presidente de la República que sean
cumplidas las recomendaciones del Grupo Interdisciplina-
rio de Expertos Independientes. Particularmente buscan
que se replantee la investigación y que ésta se lleve a cabo
por una unidad especializada, así como que se mantenga la
búsqueda de los estudiantes. 

Estas demandas son justas, simples, sencillas, apegadas a
la ley, y de fácil cumplimiento, basadas en el compromiso
presidencial de “estar del lado de la verdad” y de permitir

al Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes,
GIEI, de la CIDH “continuar con su labor hasta que haya
justicia y verdad”.

Tercera. En ese orden de ideas, los padres de familia y
abogados de los 43 estudiantes desparecidos le entregaron
al presidente de la República un documento que contiene
ocho puntos en los que exponen sus demandas, que a saber
son:

1. Reconocimiento de la legitimidad de nuestra búsque-
da de justicia y de que el caso se encuentra abierto.

2. Permanencia del GIEI, aceptación plena del informe
del GIEI y sus recomendaciones.

3. Replanteamiento de la investigación en una unidad
especializada de investigación, con supervisión interna-
cional, compuesta por dos instancias: una que indague a
profundidad dónde están nuestros hijos y otra que in-
vestigue el montaje con que se nos pretendió engañar.

4. Relanzamiento y concentración de la búsqueda a par-
tir del uso inmediato de tecnología.

5. Atención digna e inmediata a los heridos y familiares
de nuestros compañeros ejecutados extrajudicialmente.
Trato digno a las víctimas.

6. Respeto a la normal rural Raúl Isidro Burgos y cese a
los intentos de criminalización de los normalistas.

7. Mecanismos de comunicación permanente, digna y
con respeto a nuestros derechos.

8. Reconocimiento y acciones de fondo frente a la crisis
de impunidad, corrupción y violaciones a derechos hu-
manos que vive México.

Cuarta. Es necesario resaltar que ninguna de las demandas
planteada por los padres de familia y abogados de los 43
estudiantes desparecidos es contraria al derecho o de im-
posible realización. Particularmente el punto sobre el “re-
planteamiento de la investigación en una unidad especiali-
zada de investigación, con supervisión internacional,
compuesta por dos instancias: una que indague a profundi-
dad dónde están nuestros hijos y otra que investigue el
montaje con que se nos pretendió engañar”, es jurídica y
políticamente posible.



Jurídicamente es posible la creación de una unidad espe-
cializada basada en lo que establece el artículo 14 de la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República:

Artículo 14. El reglamento de esta ley establecerá las uni-
dades y órganos técnicos y administrativos, centrales y
desconcentrados, de la Procuraduría General de la Repú-
blica, así como sus atribuciones. El procurador general de
la República, de conformidad con las disposiciones pre-
supuestales, podrá crear unidades administrativas espe-
cializadas distintas a las previstas en el reglamento de
esta ley, para la investigación y persecución de géneros
de delitos y para el ejercicio de la función ministerial,
policial y pericial, atendiendo a las necesidades del ser-
vicio, así como fiscalías especiales para el conocimien-
to, atención y persecución de delitos específicos que por
su trascendencia, interés y características así lo ameri-
ten.

Quinta. Que el 24 de septiembre de 2015, al término de la
reunión mencionada, la misma Presidencia de la República
señaló que tiene como objetivo la búsqueda de la verdad y
que para ello se giraron instrucciones, entre otras cosas pa-
ra:

1. Investigar todos los hallazgos y posibles responsables
producto de las indagatorias, reiterando que ésta no se
ha cerrado y llegará hasta donde tenga que llegar.

2. Incorporar las recomendaciones y líneas de investiga-
ción que ha propuesto el Grupo Interdisciplinario de Ex-
pertos Independientes.

3. Se deben continuar los trabajos para saber qué fue lo
que pasó, de manera individual, con cada uno de los
desparecidos.

4. La subsecretaría de Derechos Humanos, en coordina-
ción con la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas,
deberá asegurarse que todos los afectados tengan acce-
so a los mecanismos de atención a víctimas y se garan-
tice la atención médica.

5. La PGR integre un equipo de peritos, del más alto ni-
vel, para analizar los posibles hechos ocurridos en el ba-
surero de Cocula.

6. Ordenó la creación dentro de la PGR, de una Fiscalía
Especializada para la Búsqueda de Personas Despareci-
das.

7. Que el Grupo Interdisciplinario de Expertos Indepen-
dientes ha sido invitado por el gobierno de la República
durante los próximos seis meses, para concluir las tare-
as de asistencia técnica que les han sido encomendadas.

8. Instruyó a la Secretarías de Gobernación y de Rela-
ciones Exteriores, así como la Procuraduría General de
la República, para que analicen la viabilidad de cada
uno de los ocho puntos planteados por los padres de fa-
milia.

Sexta. Que el 24 de septiembre de 2015, el Senado de la
República, durante su sesión ordinaria, al enterarse de la
entrega de un documento por parte de los padres de fami-
lia de los estudiantes normalistas desaparecidos al presi-
dente de la República, durante el encuentro que sostenían
en el Museo Tecnológico de la Ciudad de México, y una
vez que conoció el contenido del documento, acordó apro-
bar un pronunciamiento que reza: 

El Senado de la República respalda las peticiones plantea-
das por los padres de los normalistas al presidente de la Re-
pública en su reunión de este día y que se refiere a lo si-
guiente:

1. Reconocimiento de la legitimidad de la búsqueda de
justicia y de que el caso iguala está abierto.

2. Permanencia del grupo interdisciplinario de expertos
independientes. Aceptación plena de su informe y sus
recomendaciones

3. Reencauzar la investigación de una unidad especiali-
zada.

4. Relanzamiento y concentración de la búsqueda a par-
tir del uso inmediato de tecnología

5. Atención digna e inmediata a los heridos y familiares
de ejecutados, trato digno ala víctimas.

6. Respeto a la normal Raúl Isidro Burgos y la no cri-
minalización de normalistas.

7. Mecanismo de comunicación permanente digna y con
respeto a sus derechos.

8. Acciones para proteger y hacer  valer los derechos hu-
manos y combatir cualquier forma de impunidad.
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El senado de la república seguirá con interés las acciones
que el gobierno dela república realice para la atención a lo
expuesto por los padres delos normalistas.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores a 24 de sep-
tiembre de 2015.

Séptima. El viernes 25 de septiembre, es decir un día des-
pués de realizada la reunión entre el presidente de la Repú-
blica y los padres de familia y abogados de los 43 estu-
diantes desaparecidos de la normal rural Raúl Isidro
Burgos de Ayotzinapa, el Sistema de Naciones Unidas Mé-
xico expresó, entre otras cosas, “su profunda solidaridad a
las más de 180 víctimas directas de diferentes violaciones
a los derechos humanos y su familias, en los ataques que
resultaron en la desaparición de los 43 normalistas”.

Agregó que “como parte del derecho a la verdad y la justi-
cia de las víctimas, la ONU se une al llamado de los ex-
pertos en derechos humanos a replantear la investigación
de los hechos y esclarecer las irregularidades surgidas du-
rante las pesquisas, que incluyen reportes de tortura para
obtener confesiones y alteración de evidencias, entre
otras”.

Asimismo, indicó que “es fundamental establecer las res-
ponsabilidades de las autoridades municipales, estatales y
federales, que participaron directamente en los hechos o
que no cumplieron con el deber de garantía, prevención y
protección”.

Octava. En suma, lo que hace falta para apoyar en sus tér-
minos y sin restricciones las demandas planteadas por los
padres de familia de los normalistas desaparecidos es sim-
plemente voluntad política.

En este sentido la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, como expresión de la representación política y po-
pular de la nación, debe respaldar la peticiones planteadas
por los padres de los normalistas al presidente de la Repú-
blica, en su reunión del día 24 de septiembre de 2015. 

Por tanto y con fundamento en lo expresado, así como en
las disposiciones invocadas en el proemio, se propone co-
mo de urgente u obvia resolución el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al presidente de la República para que
acepte en sus términos las peticiones planteadas por los pa-

dres de los normalistas, en su reunión del 24 de septiembre
de 2015.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Araceli Damián González, Roberto Guzmán Jacobo (rúbricas).»

Se remite a la Comisión Especial para continuar las in-
vestigaciones y dar seguimiento a los resultados del
GIEI, designado por la CIDH, relacionadas con los he-
chos ocurridos en Iguala, Guerrero, a alumnos de la es-
cuela normal rural de Ayotzinapa “Raúl Isidro Bur-
gos”, para su atención.

DISMINUIR Y ERRADICAR LOS FOCOS DE CONTA-
MINACIÓN EN LOS RÍOS SAN PEDRO Y SAN FELI-
PE, DEL ESTADO DE TAMAULIPAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la Semarnat y la Profepa a llevar a cabo ac-
ciones para disminuir y erradicar los focos de contamina-
ción en los ríos San Pedro y San Felipe, en Tamaulipas, a
cargo del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El que suscribe, Gustavo Cárdenas Gutiérrez, diputado fe-
deral de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Movimiento Ciudadano, con fundamento
en lo establecido en el artículo 6, numeral 1, fracción I; ar-
tículo 79, fracción II, y numeral 2, fracciones I y II, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de honorable asamblea, la siguiente proposición  con
punto de acuerdo de urgente u obvia resolución, con base
en las siguientes

Consideraciones

El mundo ha sido objeto de un grave cambio climático que
a su vez ocasiona desastres naturales, los cuales han azota-
do con gran fuerza toda la extensión del reino terrestre del
conjunto de todas las cosas creadas por la naturaleza.

El medio ambiente al estar conformado por interacciones
físicas, químicas, biológicas y humanas crean diversos
ecosistemas constituidos por elementos tales como; agua,
tierra, vegetación y fauna.



La sociedad no sería la misma sin contar con las materias
primas que se extraen de la naturaleza, por lo tanto, el me-
dio ambiente al ser parte importante para la vida es impe-
rante que los gobiernos salvaguarden su estado para evitar
a toda costa su destrucción con el objeto de mantener el
equilibrio ambiental y así mantener a todos sus habitantes
con la tranquilidad de que mantendrán la vida.

Por desgracia hoy en México y en particular, sin ser la úni-
ca situación que se vive, en el Estado de Tamaulipas hemos
observado nula atención respecto al cuidado ambiental por
parte de la Secretaria del Medio Ambiente y Recursos Na-
turales y de la Procuraduría Federal de Protección al Me-
dio Ambiente, ambas, entidades públicas obligadas a vigi-
lar la salvaguarda del medio ambiente y parte del Ejecutivo
Federal, ya que hace unos días amanecimos con la noticia,
que se ha decidido cerrar a principios del año que entra,
tres oficinas en el Estado, y gravemente en tres de los Mu-
nicipios más importantes del Estado como son; Reynosa,
Matamoros y Nuevo Laredo, bajo el pretexto de la grave
situación económica que pasa esta dependencia.

Al respecto, nos llama la atención, que los ajustes a los que
se debe referir cualquier entidad del gobierno no deben
versar sobre sus obligaciones y actividades, quien lo hace,
desconoce por completo la gran distancia que corren entre
las diversas ciudades del Estado, la dificultad con la que
muchos de sus habitantes pasan para trasladarse de un lado
a otro. Por tal motivo, bajo una total carencia de interés por
atender las necesidades ambientales, hoy encontramos que,
en lugar de reducir el gasto corriente, es decir, viajes, viá-
ticos, alimentos de su personal, en realidad, de sus funcio-
narios, deciden cerrar estas oficinas, en tan importantes
ciudades fronterizas, alegando que tan sólo se presentan
uno o dos trámites al mes. 

Todo lo anterior sucede bajo la denuncia hecha hoy en día
por medios de comunicación estatales que mencionan la
falta de atención por parte de los delegados ubicados en la
jurisdicción de los ríos San Felipe y San Pedro, es decir, de
los Municipios de Güémez y Nuevo Padilla; los cuales, tal
como lo señalan los habitantes, cuentan con fuertes descar-
gas residuales hechas por empresas que trabajan en las cer-
canías y por la falta de plantas tratadoras de aguas residua-
les en los municipios.

Por lo expuesto, y ante el peligro inminente que esto signi-
fica para la vida humana y animal de las inmediaciones a
estos ríos, someto a consideración de esta soberanía la si-
guiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales (Semarnat) y a la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente (Profepa), a fin de que haga público un
informe sobre la contaminación de los ríos San Pedro y San
Felipe del estado de Tamaulipas y se lleven a cabo todas las
acciones necesarias para disminuir y en su momento erra-
dicar los focos de contaminación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de octubre de 2015.— Dipu-
tado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE EMPO-
DERAMIENTO DE LA FAMILIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la comisión especial de empoderamiento de la
familia, a cargo de la diputada Norma Edith Martínez
Guzmán, del Grupo Parlamentario del PES

La que suscribe, diputada federal Norma Edith Martínez
Guzmán, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social de la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, y 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de este pleno, la proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita crear la Comisión Especial de
empoderamiento de la familia, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Es bien sabido por todos nosotros que la familia es el pilar
fundamental sobre el que se sustenta el tejido social. El de-
sarrollo de las naciones y la felicidad humana pasan por
ella necesariamente; sin embargo, esta verdad del más alto
interés nacional, paradójicamente no suele tener eco en las
decisiones públicas, quedando la familia en numerosas
ocasiones relegada a discursos aislados de algunas depen-
dencias asistenciales, pero quedando en el olvido la mayo-
ría de las veces. 
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En tiempos de congratulación por la progresiva implemen-
tación de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, he asistido a foros, homologaciones loca-
les, sesiones de trabajo, y en ellas, la institución más igno-
rada y rarísima vez mencionada es la que en este acuerdo
nos ocupa: la familia. Pensar en niñas, niños y adolescen-
tes, sin familia, es hablar de desarrollo sin raíces, regode-
arse en los frutos rebosantes y abundantes, del México
próximo, mientras pisamos y contaminamos el surco de
donde provienen. 

La importancia de la familia estriba principalmente en dos
pilares fundamentales para la existencia del ser humano:
por un lado el cuidado, protección y cariño de nuestros pe-
queños, desde que se asoman a la existencia en el vientre
de su madre, y por otro lado el aprendizaje de normas de
comportamiento que le permiten conocer los límites y las
reglas esenciales de la convivencia humana. Además de lo
anterior, la familia tiene una función social toral en su di-
mensión económica, biológica y educativa-cultural. 

De la vitalidad y salud de sus estructuras y subestructuras
internas, se sigue el desarrollo de un sistema que permite la
inclusión a la sociedad de ciudadanos, que acordes con in-
dicadores y estudios comprobados, tendrán un profundo
sedimento de responsabilidad, solidaridad, justicia, con-
ciencia de su papel en las relaciones interpersonales y el
bien común. De la vitalidad y la salud de las estructuras fa-
miliares, y por tanto, del vigor de la protección que el Es-
tado y la sociedad den a la familia, depende en gran medi-
da la economía, sustentabilidad y cohesión de nuestra
nación.

El presente y el futuro de la humanidad y de nuestro queri-
do México pasan necesariamente por la familia, porque en
esta institución el ser humano aprende el oficio de ser per-
sona. La familia es una comunidad de orden natural ante-
rior incluso a la existencia del Estado, por lo que su diseño
y dinámica están inscritos en la naturaleza misma del ser
humano; sin embargo, el Estado, como realidad connatural
también al ser humano, derivada de su necesidad de segu-
ridad, está obligado a protegerla.

En nuestro estado de derecho, la protección de la familia es
un mandato constitucional, de orden público, que se en-
cuentra consagrado en el artículo 4o. del mismo ordena-
miento supremo; además el derecho internacional ordena
su protección, por parte de la sociedad y del Estado, en el
artículo 16 numeral 3 de la Declaración Universal de De-

rechos Humanos, 17 numeral 1 de la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos y artículo 23 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Muy recientemente, la Resolución L.25, del Consejo de
Derechos Humanos de la ONU, aprobada en Julio del pre-
sente año, y que es un compromiso internacional adquirido
por México, insta a los países a adoptar leyes y políticas
con perspectiva de familia, a la vez que reconoce que la fa-
milia natural enfrenta “cada vez más vulnerabilidades” y
exhorta a las organizaciones internacionales a dar la “debi-
da consideración” a la familia en el establecimiento de la
agenda de desarrollo mundial post 2015.

En el Código Civil Federal, a partir de su artículo 146, se
describen y regulan diversos aspectos estructurales de sus
relaciones, sin desconocer por supuesto otras disposiciones
del mismo Código que desde otros capítulos abordan as-
pectos fundamentales de la familia. El mismo artículo 168
del ordenamiento que nos ocupa describe parte de la natu-
raleza de esta institución; sin embargo, basta leer tal Códi-
go para darse cuenta de forma evidente, que el tema está le-
gislativamente abandonado.

La Ley Federal del Trabajo contempla múltiples disposi-
ciones de protección a la familia, como la protección a la
maternidad, en diversos aspectos, la consideración familiar
de múltiples prestaciones sociales, hasta incluso la protec-
ción de las industrias familiares, como excepciones privi-
legiadas de la ley. Aun así, hace falta muchísimo por hacer
en temas de conciliación familia-trabajo, eliminación de
prácticas industriales y laborales de discriminación de la
maternidad, entre otros. 

La Ley General de Población en su artículo tercero, frac-
ción II, establece que las políticas en la materia deberán
preservar la dignidad de la familia, pero a la vez han des-
cuidado estas mismas políticas el coeficiente de reemplazo
poblacional, debido precisamente al incumplimiento de su
mismo principio familiar, comprometiéndose en esta pro-
blemática el futuro y la sustentabilidad del sistema social,
económico y demográfico del país. 

La abundancia de tesis y jurisprudencias de la novena y dé-
cima época es impresionante, acerca de la protección a la
familia, como el Amparo Directo en Revisión 1905/2012,
del 22 de agosto de 2012, que define el contenido y alcan-
ce de dicha protección, como derecho humano.



Tenemos que reconocer que la familia se encuentra en se-
rias dificultades, que las graves crisis económicas y socia-
les la han golpeado severamente, que cada año aumenta el
número de divorcios y la consecuente desintegración fami-
liar; tenemos que reconocer que ha aumentado el número
de hogares a cargo de mujeres solas, incrementando la so-
brecarga de roles en esas madres heroínas de la cotidianei-
dad de nuestro olvido; es urgente ser conscientes de la evi-
dente contradicción entre una creciente urbanización y la
aguda marginación de los más pobres que provoca grietas
importantes en el sistema de valores; la violencia suple la
función esencial de la familia; no nos extrañe pues una so-
ciedad violenta; nuestra omisión en las decisiones políticas
sigue, hasta que lo decidamos hoy, comprometiendo nues-
tro futuro. 

Sin embargo, a pesar de todo lo anterior, ante nuestra sor-
presa, al llegar todos nosotros a la LXIII Legislatura, en lu-
gar de una solución ante una crisis tan amenazante, ¡nos
encontramos con que en esta honorable Cámara ¡no hay
Comisión de Familia!

Es decir, ninguna de las múltiples actividades legislativas
realizadas por las 56 comisiones ordinarias y las especiales
están orientadas a la familia; ninguno de los esfuerzos ad-
ministrativos de esta Legislatura están destinados a fami-
lia; ni uno solo de los más de 7 mil 500 millones de pesos
que gasta esta legislatura se van a la promoción y al empo-
deramiento de la familia. Es decir, esta Cámara, no cuenta
con una Comisión que vea por la institución natural más
importante de nuestro orden jurídico nacional. 

Es por lo expuesto, que someto a la consideración de ésta
honorable Cámara de Diputados, para su urgente y obvia
resolución, el presente

Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Junta de Coordinación política
para que se cree la Comisión Especial para el Empodera-
miento de la Familia, cuyo objetivo será la protección, pro-
moción y fortalecimiento de la Institución Familiar.

Segundo. La Comisión estará vigente hasta el término de
la presente legislatura y el acuerdo entrará en vigor al día
siguiente de su publicación, determinando la Junta de Co-
ordinación Política el número de integrantes de la presente
comisión especial.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de octubre de 2015.— Dipu-
tada Norma Edith Martínez Guzmán (rúbrica).»

Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

IMPLEMENTEN CENTROS DE ATENCIÓN Y PUN-
TOS DE APOYO HUMANITARIOS QUE OTORGUEN
AYUDA A LOS INMIGRANTES ILEGALES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular del INM a implantar en las franjas fronterizas del
país centros de atención y puntos de apoyo humanitarios
para los inmigrantes ilegales, a cargo de la diputada Adria-
na Terrazas Porras, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Adriana Terrazas Porras, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXIII Legislatura por el distrito IV,
con cabecera en Ciudad Juárez, Chihuahua, con fundamen-
to en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 62, numeral 3,
79, numerales 1, fracción II, y 2, fracciones I, IV y VI, y
demás relativos del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea proposi-
ción con punto de acuerdo por el cual se exhorta al titular
del Instituto Nacional de Migración para que en el ámbito
de sus facultades y atribuciones se implementen en las
franjas fronterizas del país centros de atención y puntos de
apoyo humanitarios que otorguen ayuda a los inmigrantes
ilegales, instaurando acciones y orientando para inhibir el
tránsito o tráfico ilegal de personas hacia Estados Unidos
de América, con la siguiente

Exposición de Motivos

Estados Unidos de América es un país de destino para mi-
les de hombres, mujeres y niños que son víctimas del tráfi-
co de personas, actividad que se entiende como la facilita-
ción, ayuda o cooperación de un cruce de fronteras, para la
entrada de personas a un país o estado en el que el indivi-
duo no es habitante nacionalizado o residente habitual, sin
cumplir con los requisitos legales o administrativos con la
finalidad de obtener directa o indirectamente un beneficio
económico. Cabe mencionar que las personas suelen valer-
se del tráfico ilegal creyendo que su realidad cambiará y
que posteriormente podrán rehacer su vida y las de sus fa-
milias.
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El tráfico ilícito de migrantes es una preocupación global,
pues afecta a un gran número de países que son puntos de
origen, tránsito o destino. Sin embargo, el gran número de
migrantes ilegales dispuestos a correr riesgos en busca de
una vida mejor, brinda una provechosa oportunidad a la de-
lincuencia organizada para explotar su vulnerabilidad. Así,
los delincuentes lucran con el tráfico ilícito de personas a
través de fronteras y entre continentes.

Es importante señalar que ha sido una tarea compleja eva-
luar la dimensión real de este delito debido a su naturaleza
clandestina. Por tanto, es necesario mencionar que los mi-
grantes objeto de tráfico ilícito son vulnerables a la explo-
tación y el abuso, poniendo en peligro sus vidas y seguri-
dad, ya que corren el riesgo de asfixiarse en el interior de
los contenedores, perecer en el desierto por deshidratación
o ahogarse en ríos o mares mientras son conducidos por
contrabandistas; por tanto, lamentablemente los migrantes
terminan convirtiéndose en mercancías a merced de las re-
des criminales, quedando expuestos a todo tipo de vejáme-
nes y maltratos.

Es menester puntualizar que la gran mayoría de los meno-
res migrantes que ingresan en Estados Unidos no provie-
nen de México, sino de Honduras, Guatemala y El Salva-
dor, huyendo de la violencia y pobreza de sus países. En
términos generales los migrantes, mujeres y hombres obje-
to de tráfico ilegal, viajan en condiciones inhumanas para
llegar a su destino, es decir, para alcanzar el sueño ameri-
cano.

Por tratarse de un delito, las cifras de valor en el plano
mundial son difíciles de determinar con precisión, pero
considerando la base de dos de las principales rutas del trá-
fico ilícito: de África oriental, septentrional y occidental
hacia Europa y de América del Sur hacia América del Nor-
te, se estima que este delito genera anualmente alrededor
de 6 mil 750 millones de dólares estadounidenses para los
delincuentes que operan en estas regiones. Sin embargo,
esa cifra presumiblemente es mucho mayor en el plano
mundial.

La Organización de las Naciones Unidas ha estimado que
el tráfico de migrantes de México a Estados Unidos gene-
ra alrededor de 6 billones de dólares anuales, lo que lo con-
vierte en uno de los delitos más rentables para el crimen or-
ganizado transnacional.

En definitiva, considerando la cantidad de personas mi-
grantes que transitan los países de Latinoamérica y la in-

numerable variedad de situaciones de violaciones a los de-
rechos humanos que encuentran en sus viajes, resulta de
suma importancia desarrollar programas para suprimir el
tráfico ilegal de personas, mediante más acciones de pre-
vención y asistencia, que de penalización e indemnización
para víctimas, enfatizando la vulnerabilidad de niños y mu-
jeres. Por tanto, es imperativo que el estado mexicano des-
arrolle programas e implemente acciones para combatir de
manera más eficaz este flagelo, sin soslayar que se debe
atacar la corrupción que coadyuva a que se den estas prác-
ticas ilegales.

Por tanto, entiéndase que el Estado mexicano debe apegar-
se al objetivo de impulsar políticas migratorias con un alto
sentido humanitario, acentuando la salvaguarda y protec-
ción de los migrantes nacionales y extranjeros, con pleno
respeto a sus derechos humanos.

En este orden de ideas, resulta obligado establecer una es-
trategia para conocer las redes criminales, así como las
causas que generan el fenómeno para poder contrarrestar-
lo. Por tanto, en la suma de acciones y esfuerzos, se pone a
consideración de esta asamblea la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Instituto Nacional de Mi-
gración para que en el ámbito de sus facultades y atribu-
ciones se implementen en las franjas fronterizas del país
centros de atención y puntos de apoyo humanitarios que
otorguen ayuda a los inmigrantes ilegales, instaurando ac-
ciones y orientando para inhibir el tránsito o tráfico ilegal
de personas hacia Estados Unidos de América.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputada
Adriana Terrazas Porras (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para
dictamen.



INSTALACIÓN DE BEBEDEROS EN LAS ESCUELAS
PÚBLICAS Y PRIVADAS DE LAS ENTIDADES FEDE-
RATIVAS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la instala-
ción de bebederos en las escuelas públicas y las privadas de
las entidades federativas, a cargo del diputado Edmundo
Javier Bolaños Aguilar, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Javier Bolaños Aguilar, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 6, fracción I, 79, nu-
meral 1, fracción II, y numeral 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo
por el cual se exhorta al Instituto Nacional de la Infraes-
tructura Física Educativa para que informe detalladamente
el grado de avance en la instalación de bebederos en las es-
cuelas públicas y privadas en cada entidad federativa y pa-
ra que en el ámbito de su competencia, tome las medidas
conducentes a fin de cumplir con los plazos establecidos en
los artículos tercero y sexto transitorios del decreto publi-
cado el 7 de mayo del 2014 en el DOF que reforma los ar-
tículos 7, 11 y 19 de la Ley General de la Infraestructura
Física Educativa. 

Consideraciones

El 20 de marzo del 2014 se aprobó en esta soberanía la re-
forma a los artículos 7, 11 y 19 de la Ley General de la In-
fraestructura Física Educativa, para establecer como atri-
bución del Instituto Nacional de la Infraestructura Física
Educativa, el construir, equipar, dar mantenimiento a la in-
fraestructura requerida para que exista una oferta suficien-
te de agua potable a través de garantizar la instalación de
bebederos en cada una de las escuelas de nuestro país.

La reforma tiene un gran mérito ya que la ausencia de bebe-
deros en las escuelas de nuestro país es un factor que influ-
ye en el consumo de bebidas azucaradas, toda vez que al no
tener agua potable gratuita en los planteles educativos las ni-
ñas, niños y adolescentes optan por ingerir bebidas que no
tienen ningún aporte nutrimental e incluso resultan nocivas
y son determinantes en la prevalencia del sobrepeso, obesi-
dad y diabetes que aqueja a la infancia de nuestro país. 

Las cifras con concluyentes y alarmantes, la Organización
Mundial de la Salud (OMS), señala México ocupa actual-
mente el segundo lugar mundial en obesidad con 32.1 por

ciento de la población, después de los Estados Unidos, y el
primero en mujeres (aproximadamente de 37.5 por cien-
to).1 Por otro lado, la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económicos (OCDE) indica que nuestro país
se encuentra entre los primeros lugares en obesidad infan-
til a nivel mundial con 14.6 por ciento, ocupamos el octa-
vo lugar en obesidad infantil en niños y el cuarto en obesi-
dad infantil de niñas, colocándonos muy por encima de la
media de los países miembros de la OCDE, esto es, 5.6 mi-
llones de niños entre los 5 y 11 años, y 6.3 millones de ado-
lescentes entre 12 y 19 años sufren obesidad, lo que signi-
fica que el 30 por ciento de nuestros niños sufre de estos
padecimientos.2

Asimismo, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud
en Escolares, únicamente el 55 por ciento de las primarias
y 60 por ciento de las secundarias en nuestro país cuen-
tan con agua para beber de manera gratuita por lo que es
imperativo que efectivamente se cumpla con lo plasmado
en la reforma del 20 de marzo del 2014 a efectos de au-
mentar la disponibilidad y acceso al agua potable en es-
cuelas y espacios públicos, y así disminuir el consumo de
bebidas azucaradas.3

Lamentablemente a año y medio de la reforma a la Ley Ge-
neral de la Infraestructura Física Educativa se registra un
avance muy lento en el equipamiento de los centros educa-
tivos con bebederos. La misma SEP ha reportado que de la
meta sexenal de 40 mil bebederos para escuelas públicas,
se registra 6.68 por ciento de avance, es decir, sólo se han
instalado 2 mil 675 bebederos, mil 174 durante 2014, y en
lo que va del año solo mil 500.4 En México, informa el In-
egi, hay un total de 207 mil 682 planteles de educación bá-
sica por lo que el rezago en esta materia es enorme. 

Lo anterior a pesar de que el artículo Tercero transitorio del
decreto aprobado establece que las escuelas particulares
tendrá un plazo máximo de 18 meses y los planteles públi-
cos de 3 años para la instalación de bebederos en cantidad
suficiente:

Tercero. Los planteles educativos particulares instalarán
bebederos en cantidad suficiente a su matrícula inscrita
en un plazo máximo de 18 meses a partir del día si-
guiente a la publicación del presente decreto. El cum-
plimiento de lo anterior estará supervisado por la auto-
ridad competente.

…
…
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Sexto. El Instituto Nacional de la Infraestructura Física
Educativa procurará que las instalaciones del Sistema
Educativo Nacional cuenten con la infraestructura de
bebederos de agua potable prevista en los artículos 7 y
11 de la Ley General de la Infraestructura Física Educa-
tiva, en un plazo máximo de 3 años a partir de la publi-
cación del presente decreto

La falta de recursos no debe ser impedimento para el cum-
plimiento de lo plasmado en los artículos 7, 11 y 19 de la
ley en virtud de que reforma hacendaria que envió en el
2013 el Ejecutivo federal,5 justificó la imposición de un
nuevo gravamen a los refrescos y bebidas azucaradas a la
necesidad de combatir el sobrepeso, la obesidad y la dia-
betes, ya que éstas representan un grave problema de salud
pública, nuestro país es el principal consumidor de estas
bebidas en el mundo. 

No obstante que se tienen los recursos suficientes el Ejecu-
tivo se ha quedado muy corto en cumplir el mandato legal,
en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal del 2015, el presupuesto asignado a la Secreta-
ría de Educación Pública para el Programa de la Reforma
Educativa,6 fue de tan sólo 1,360 millones de pesos para la
instalación de bebederos, cifra que representa tan sólo 30
por ciento de lo requerido de manera anual para ir cu-

briendo las necesidades de agua en los planteles educativos
de acuerdo con estudio del Centro de Estudios de las Fi-
nanzas Públicas, por lo cual es necesario que la partida pre-
supuestal para bebederos en escuelas sea de por lo menos
3 veces mayor a ese monto. El artículo cuarto transitorio es
claro al mencionar de manera explícita que se deberán con-
templar en el Presupuesto de Egresos de la Federación los
recursos necesarios y suficientes para la infraestructura en
bebederos. 

En este contexto y a pesar que en las disposiciones transi-
torias que establecen claramente los tiempos para la imple-
mentación de la infraestructura física en las escuelas, se
aprecia un avance muy lento en la instalación de los bebe-
deros en las escuelas considerando que ya transcurrió prác-
ticamente la mitad del plazo de 3 años en el caso de las es-
cuelas públicas y el próximo mes de noviembre se cumple
el plazo de 18 meses para las escuelas privadas. 

Debido a lo anterior, se requiere conocer por parte del Ins-
tituto Nacional de Infraestructura Física Educativa un in-
forme pormenorizado por entidad federativa sobre la insta-
lación y mantenimiento de bebedores de agua potable en
los planteles educativos públicos y privados, que explique

el retraso en su instalación y el presupuesto ejercido. Lo
anterior en razón que no se conoce el grado de avance en
las escuelas particulares a un mes que se venza el plazo es-
tablecido en la ley y de lo poco que se sabe con la infor-
mación disponible es que existe un retraso enorme en la
instalación de bebederos en las escuelas públicas. Por
ejemplo, en el DF de 3 mil escuelas públicas de nivel bási-
co, medio y medio superior que deben contar con bebede-
ros de agua potable, hasta el momento sólo en el 30 por
ciento están instalados, pero la gran mayoría de éstos no
funciona porque la calidad del agua no es la adecuada para
el consumo. En el estado de Morelos únicamente el 40 por
ciento de los planteles escolares de educación básica tienen
bebederos instalados. 

Así, resulta alarmante que con los elevados niveles de so-
brepeso y obesidad que prevalecen a nivel nacional exista
un rezago evidente en los alcances del Programa de la Re-
forma Educativa y no se esté cumpliendo con lo mandata-
do por la Ley General de la Infraestructura Física Educati-
va. Si queremos un país con una niñez sana, es necesario
asegurar que los estudiantes tengan acceso al agua potable
segura y gratuita en los planteles escolares. 

Por todo lo expuesto, se somete a consideración del pleno
de esta soberanía el siguiente 

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al titular del Institu-
to Nacional de Infraestructura Física Educativa para que
informe detalladamente a la opinión pública, en el marco
del Programa de la Reforma Educativa, el grado de avance
en la instalación de bebederos en las escuelas públicas y
privadas en cada entidad federativa (cuántos bebederos se
han instalado, cuántos necesitan mantenimiento, cuántos se
requieren instalar) y asimismo informe cuál es el presu-
puesto requerido para que se contemplen los recursos ne-
cesarios en el Presupuesto de Egresos de la Federación del
2016 con el propósito de proveer bebederos de agua pota-
ble en todos los planteles escolares públicos del país. 

Segundo. Se exhorta respetuosamente al titular del Institu-
to Nacional de Infraestructura Física Educativa a que en el
ámbito de su competencia, tome las medidas conducentes
a fin de cumplir con los plazos establecidos en los artícu-
los Tercero y Sexto Transitorios del decreto publicado el 7
de mayo del 2014 en el DOF que reforma los artículos 7,
11 y 19 de la Ley General de la Infraestructura Física Edu-
cativa. 



Notas:

1 Instituto Nacional de Salud Pública (2012). Encuesta Nacional de Sa-
lud y Nutrición 2012, INSP, México, DF.

2 Íbid.

3 Instituto Nacional de Salud Pública (2008). Encuesta Nacional de Sa-
lud en Escolares 2008, México, DF.

4 http://www.siete24.mx/piden-informe-sobre-bebederos-escolares-
14396

5 De acuerdo con datos de la SHCP se estima que ingresan 5,000 mi-
llones de pesos trimestrales por concepto del impuesto Especial sobre
producción y servicios a las bebidas azucaradas. 

6 El Programa de la Reforma Educativa tiene como objetivo general
contribuir a la disminución del rezago en las condiciones físicas de las
escuelas públicas de educación básica y al fortalecimiento de su auto-
nomía de gestión escolar para mejorar la prestación del servicio edu-
cativo con calidad y equidad. Asimismo, entre sus objetivos específi-
cos, se encuentra instalar y dar mantenimiento a bebederos escolares
suficientes que provean suministro continuo de agua potable para con-
sumo humano en dichas escuelas, definiendo para tal efecto un com-
ponente específico de apoyo en esta materia así como su mecanismo de
operación, siendo el Instituto Nacional de la Infraestructura Física
Educativa, en el marco de sus atribuciones, la autoridad educativa con
la competencia legal y técnica para conducir su operación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de octubre de 2015.— Dipu-
tado Javier Bolaños Aguilar (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen.

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE SEGUI-
MIENTO A LAS EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL
ESTADO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la Comisión Especial de seguimiento a las em-
presas productivas del Estado, a cargo del diputado Carlos
Hernández Mirón, del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, diputado Carlos Hernández Mirón, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática en la LXIII Legislatura de la Cámara de

Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en el artículo 6, numeral 1, fracción I, y 79, nume-
ral 1, fracción II, y numeral 2, fracciones III, IV y VI, del
Reglamento de la Cámara de Diputados; somete a conside-
ración de este órgano legislativo la proposición con punto
de acuerdo por el que se crea la Comisión Especial de se-
guimiento a las empresas productivas del Estado, al tenor
de las siguientes

Consideraciones

El 11 de diciembre de 2013 la LXII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
aprobó por 354 votos a favor y 131 votos en contra la re-
forma constitucional en materia energética, cuyo decreto
respectivo fue publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción de fecha 20 de diciembre de 2013.

Parte importante de la reforma constitucional en materia
energética consistió en prever la transformación de Petró-
leos Mexicanos y Comisión Federal de Electricidad de or-
ganismos descentralizados a empresas productivas del Es-
tado.

A dicho respecto el artículo tercero transitorio del decreto
en comento otorgó un plazo máximo de dos años para que
Petróleos Mexicanos y Comisión Federal de Electricidad
se conviertan de organismos descentralizados en empresas
productivas del Estado; mientras que, el artículo transitorio
vigésimo estableció las directrices que debía seguir la le-
gislación secundaria en materia de empresas productivas y
que son las siguientes: 

a) Su objeto es la creación de valor económico y el in-
cremento de los ingresos de la Nación; 

b) Tienen autonomía presupuestal y régimen propio de
remuneraciones; 

c) Su administración, organización y estructura corpora-
tiva serán conforme a las mejores prácticas internacio-
nales; 

d) Contarán con regímenes especiales de adquisiciones,
arrendamientos, servicios y obras públicas, presupuesta-
rio, deuda pública, responsabilidad administrativa y de-
más que requieran; y

e) Las disposiciones antes referidas les serán aplicables
hasta que estén en funciones sus consejos de adminis-
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tración y operen los mecanismos de fiscalización, trans-
parencia y rendición de cuentas.

En esta tesitura, el 14 de agosto de 2014 se publicaron en
el Diario Oficial de la Federación las leyes secundarias en
materia energética que consistieron en 9 leyes de nueva
creación y 12 leyes reformadas. Encontrándose entre las
nuevas leyes las de Petróleos Mexicanos y de Comisión
Federal de Electricidad en su carácter de empresas produc-
tivas del Estado. 

La nueva Ley de Petróleos Mexicanos establece que el ré-
gimen especial de esa empresa productiva del Estado abar-
cará los siguientes rubros: 

1. Empresas productivas subsidiarias y empresas filia-
les;

2. Remuneraciones;

3. Adquisiciones, arrendamientos, servicios y obras;

4. Bienes;

5. Responsabilidades;

6. Dividendo Estatal;

7. Presupuesto, y

8. Deuda.

Señalándose a su vez en el artículo primero transitorio de
dicha ley que la misma entrará en vigor al día siguiente de
que sea designado el nuevo consejo de administración de
Petróleos Mexicanos, transformándose por tal hecho en
empresa productiva del Estado (artículo tercero transito-
rio). Mientras que el artículo décimo transitorio prevé que
en el caso de los regímenes especiales antes referidos, en-
trarán en vigor cuando esté en funciones el referido conse-
jo de administración y operen los mecanismos de fiscaliza-
ción, transparencia y rendición de cuentas conforme a la
declaratoria que haga la Secretaría de Energía. Cuestión es-
ta última que aconteció el 2 de diciembre de 2014 con la
publicación por la Secretaría de Energía de la declaratoria
respectiva en el Diario Oficial de la Federación.

Situación similar a la antes descrita ocurre con la empresa
productiva del Estado Comisión Federal de Electricidad, la

que conforme al artículo 5 de su nueva ley tiene por obje-
to prestar el servicio público de transmisión y distribución
de energía eléctrica, por cuenta y orden del Estado Mexi-
cano. Para lo cual el artículo 2 de la ley apuntada estable-
ce que contará, al igual que Petróleos Mexicanos, con un
régimen especial en las siguientes materias:

1. Empresas productivas subsidiarias y empresas filia-
les;

2. Remuneraciones;

3. Adquisiciones, arrendamientos, servicios y obras;

4. Bienes;

5. Responsabilidades;

6. Dividendo Estatal;

7. Presupuesto, y

8. Deuda.

Señalándose en el artículo décimo cuarto transitorio de la
Ley de Comisión Federal de Electricidad, que dichos regí-
menes especiales entrarán en vigor cuando esté instalado el
consejo de administración de la empresa y se encuentren en
operación los mecanismos de fiscalización, transparencia y
rendición de cuentas. Lo que se materializó con la declara-
toria que sobre la materia expidió la Secretaría de Energía
en el Diario Oficial de la Federación el lunes 16 de febre-
ro de 2015.

Se tiene entonces que desde el 2 de diciembre del 2014, pa-
ra el caso de Petróleos Mexicanos, y a partir del 16 de fe-
brero de 2015, para la Comisión Federal de Electricidad,
operan en ambas empresas productivas del Estado sendos
regímenes especiales en las más diversas y fundamentales
materias. Respecto de los cuales es indispensable que esta
soberanía conozca de manera detallada y oportuna. De ahí
la necesidad de crear una comisión especial que se encar-
gue precisamente de dar seguimiento al proceso de transi-
ción y al funcionamiento de las empresas productivas del
Estado Petróleos Mexicanos y Comisión Federal de Elec-
tricidad. Cuestión que es precisamente el objeto de la pre-
sente proposición con punto de acuerdo.



Por lo expuesto y fundado, se proponen los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se crea la Comisión Especial de seguimiento a
las empresas productivas del Estado.

Segundo. El objetivo de la Comisión Especial de segui-
miento a las empresas productivas del Estado es, como su
nombre lo indica, dar seguimiento al proceso de transición
y al funcionamiento de Petróleos Mexicanos y de la Comi-
sión Federal de Electricidad.

Tercero. La Comisión Especial de seguimiento a las em-
presas productivas del Estado funcionará en la totalidad del
periodo de la LXIII Legislatura.

Cuarto. La Comisión Especial de seguimiento a las em-
presas productivas del Estado estará integrada en términos
de la propuesta que haga la Junta de Coordinación Política
al pleno de la Cámara de Diputados.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputado
Carlos Hernández Mirón (rúbrica).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

DÍA MUNDIAL DEL HÁBITAT

«Proposición con punto de acuerdo, relativo al Día Mun-
dial del Hábitat, a cargo del diputado Enrique Álvarez An-
gli, del Grupo Parlamentario del PVEM

El que suscribe, Arturo Álvarez Angli, diputado federal del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, nu-
meral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea, la presente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las Naciones Unidas han designado el primer lunes de oc-
tubre de cada año, como el Día Mundial del Hábitat. La

idea es reflexionar sobre la situación de nuestros pueblos y
ciudades, y el derecho básico de todos a la vivienda ade-
cuada. También tiene el propósito de recordar al mundo su
responsabilidad colectiva para el futuro del hábitat huma-
no.

El Día Mundial del Hábitat se celebró por primera vez en
1986, con el tema “La vivienda es mi derecho”, siendo
Nairobi la ciudad anfitriona para la celebración de ese año.
A partir de ese momento, la conmemoración incluyó temas
relevantes como: “Vivienda para las Personas sin Hogar”
(1987, Nueva York); “Vivienda y Urbanización” (1990,
Londres); “Future Cities” (1997, Bonn); “Ciudades más
Seguras” (1998, Dubai); “La mujer en la gobernanza urba-
na” (2000, Jamaica); “Ciudades sin tugurios” (2001, Fu-
kuoka); “Agua y Saneamiento para las Ciudades” (2003,
Río de Janeiro); “Los objetivos de la Declaración del Mi-
lenio y la Ciudad” (2005); “Las ciudades, imanes de espe-
ranza” (2006); “Ciudades armoniosas” (2008), y “Planifi-
cando nuestro futuro urbano” (2009, Washington, DC).

Dentro de las acciones a realizar se encuentra la adjudica-
ción del premio Pergamino de Honor de ONU-Hábitat, el
cual fue lanzado por el Programa de las Naciones Unidas
para los Asentamientos Humanos en 1989. Actualmente, es
el premio más prestigioso de los asentamientos humanos
en el mundo, cuyo objetivo es reconocer las iniciativas que
han hecho contribuciones sobresalientes en distintos cam-
pos, tales como la provisión de viviendas que desarrollen y
mejoren los asentamientos humanos y la calidad de vida
urbana. 

Hasta el año pasado, una de las preocupaciones primordia-
les de las Naciones Unidas, era la problemática de la vi-
vienda que impera en muchos países, especialmente en
aquellos con elevado grado de desventaja económica. 

Para ello, se diseñaron programas con el objetivo primor-
dial de generar conciencia respecto de las condiciones de
vida en los barrios pobres, así como el desarrollo de proce-
sos y herramientas en defensa de dichos sectores poblacio-
nales, lo cual podrá lograrse a través del trabajo coordina-
do entre gobiernos, instituciones y sociedad en general.

Muestra del trabajo de las instituciones internacionales, es
la integración de la ONU-Hábitat, misma que tiene su ori-
gen en la década de los setentas en la Fundación Hábitat,
como un órgano que estaba vinculado al Programa de las
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA). 
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Dentro de las acciones ejecutadas por dicha Organización,
se encuentran la Conferencia de las Naciones Unidas sobre
Asentamientos Humanos (Hábitat I), la cual tuvo lugar en
Vancouver, Canadá, en 1976; y en donde la Fundación Há-
bitat cambió de nombre y se transformó en el Centro de las
Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos
(CNUAH), con sede en Nairobi, Kenia.

Veinte años después, se realizó la segunda Conferencia de
las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos
(Hábitat II), en Estambul, Turquía; y en 2002, por decisión
de la Asamblea General, el CNUAH pasó a ser el Progra-
ma de las Naciones Unidas para los Asentamientos Huma-
nos, ONU-Habitat. A partir de ese año en adelante, la Ofi-
cina Regional abrió representaciones nacionales en
México, Colombia, Ecuador, Cuba y Costa Rica. Reciente-
mente el trabajo de la Agencia ha llegado a Bolivia, Gua-
temala y El Salvador.

Como se ha referido, la problemática de vivienda es un te-
ma prioritario para la administración de los diferentes paí-
ses, sin embargo, se debe poner especial interés en las na-
ciones que como la nuestra, se pueden calificar de
vulnerables, pues el grado de desventaja económica hace
que las personas que no cuentan con los recursos suficien-
tes para acceder a los servicios de vivienda busquen alter-
nativas que en su mayoría derivan en actos ilícitos que po-
nen en riesgo su vida e integridad física.

Actualmente, el crecimiento poblacional en México es de
112 millones 336 mil 538 habitantes, según el último Cen-
so de Población y Vivienda realizado por el Inegi en 2010,
lo que nos ubica como el undécimo país más poblado del
mundo; sin embargo el crecimiento demográfico no ha si-
do proporcional al desarrollo económico del país.

La pobreza ha jugado un papel determinante para propiciar
la instalación de asentamientos humanos irregulares, as-
cendiendo a 80 mil el número de viviendas instaladas al
año, lo que sin duda pone en riesgo la seguridad de las per-
sonas y la preservación de nuestro medio ambiente.

En este orden de ideas, podemos manifestar que existen
grupos que desafortunadamente han utilizado las necesida-
des de las personas como instrumento para obtener benefi-
cios políticos; un claro ejemplo de esta situación han sido
los gobiernos delegaciones emanados del PRD en la Ciu-
dad, que aprovechando una situación de vulnerabilidad y
extrema necesidad de la gente, han permitido asentamien-
tos irregulares incluso en zonas de alto riesgo.

Es por ello que consideramos, que las acciones que se han
implementado por las diversas autoridades para abatir di-
cha situación aún son insuficientes, sin embargo, no se
puede denostar los avances que se tienen en la materia, co-
mo parte del plan de desarrollo social de la presente admi-
nistración federal.

Este gobierno se ha preocupado por garantizar mejores
condiciones de vida, mediante la promoción de un entorno
adecuado para el desarrollo de una vida digna por medio de
un nuevo modelo urbano para asegurar la conformación de
ciudades sustentables, como parte de la estrategia para el
desarrollo de la vivienda que garantice el aprovechamiento
inteligente tanto de los espacios como de los recursos exis-
tentes.

Como legisladores nos corresponde trabajar en la creación
y adecuación de la normativa en la materia, para que con
ello se respalden las acciones ejecutadas hasta el momen-
to, y se abone a la implementación de nuevos mecanismos
de protección de los derechos de la sociedad en el marco de
la legalidad.

Al respecto, el Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México, en días pasados presentó una iniciativa
que reforma la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, así como el Código Penal Federal,
cuyo objeto es fijar directrices en materia de asentamientos
humanos irregulares.

Sin duda, dichas acciones refrendan el compromiso de es-
te Instituto Político para impulsar acciones en beneficio de
nuestro medio natural, pero sobre todo, en beneficio de la
protección de los derechos más elementales de las y los
mexicanos.

Es por ello, que en el marco de la celebración del Día
Mundial del Hábitat, pongo a consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al titular de la Subsecreta-
ría de Desarrollo Urbano y Vivienda de la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, a efecto de que
diseñe e implemente una campaña informativa respecto del
peligro que representa la instalación de asentamientos hu-
manos irregulares, haciendo énfasis en las consecuencias
negativas ocasionadas al medio ambiente y especialmente



en contra de la propia integridad física y patrimonial de la
sociedad que se encuentra en dichas condiciones; asimis-
mo, a que se informe las consecuencias legales que puede
representar incurrir en dichas actividades, lo anterior, como
parte de un programa preventivo que le permita a la socie-
dad estar informada y buscar otras alternativas lícitas de
acceso a la vivienda.

Segundo. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Titular de la Secretaria
de Vivienda y Desarrollo Urbano de la Ciudad de México,
a fin de que implemente las medidas necesarias para evitar
los asentamientos humanos irregulares en zonas de alto
riesgo dentro de las 16 Delegaciones Políticas que confor-
man la integración de esta capital.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 6 días del mes de
octubre de 2015.— Diputado Arturo Álvarez Angli (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

GARANTIZAR LA FUENTE DE TRABAJO Y EL RES-
PETO A LOS DERECHOS LABORALES ADQUIRIDOS
DE LOS TRABAJADORES DEL SISTEMA DE AGUA Y
SANEAMIENTO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
autoridades de Veracruz a garantizar la fuente de trabajo y
el respeto de los derechos laborales adquiridos del personal
del sistema de agua y saneamiento, suscrita por los dipu-
tados Norma Rocío Nahle García, Cuitláhuac García Jimé-
nez y Jesús Serrano Lora, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena

Norma Rocío Nahle García, Cuitláhuac García Jiménez y
Jesús Serrano Lora, diputada y diputados integrantes de la
LXIII Legislatura, miembros del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, 79, numeral 2, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a conside-
ración de este pleno la siguiente proposición con punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

En vista de la reforma anunciada sobre la Ley General de
Aguas en junio de 2014, se celebraron varios foros conjun-
tos de organizaciones civiles, la academia, especialistas en
la materia y el Congreso. La conclusión, traducida en una
propuesta ciudadana de Ley de Aguas1 fue que la Comi-
sión Nacional del Agua, autoridad única sin contrapesos,
responsable por el manejo sustentable de las aguas nacio-
nales desde 1989, ha sido extremadamente vulnerable a
presiones por parte de intereses: agroexportadores, empre-
sas mineras, inmobiliarias, embotelladoras, industrias con-
taminantes, empresas mineras e inversionistas en megao-
bras hidráulicas. A nivel estatal y municipal se promueve la
urbanización de zonas de recarga y planicies de inundación
y se construyen plantas de tratamiento inoperables; se dis-
tribuye agua según criterios políticos o económicos, sin
eficacia ni transparencia en el uso de recursos públicos, y
se concesionan los sistemas a empresas extranjeras que han
sido descalificadas en sus propias países2.

La ciudad de Veracruz ha mostrado un crecimiento cons-
tante en los últimos años. Los residentes aumentaron de
150 mil a 750 mil (Inegi). Ante este hecho el alcalde Ra-
món Poo Gil, declaró que se requieren garantías para el
abasto del agua, la demanda del servicio para nuevas colo-
nias, o sea, un sistema que permita resolver los problemas
financieros y operativos. El sistema de abastecimiento y
potabilización del agua en la ciudad está rebasado.

Un estudio realizado por el Sistema de Agua y Saneamien-
to, SAS, Metropolitano, Veracruz explica que el actual
abarca 70 por ciento de las necesidades de la población. Se
corroboraron deficiencias en la medición del consumo do-
miciliario y comercial y se identificó una sobreexplotación
del acuífero3. Respecto del líquido residual, sólo se da tra-
tamiento a 59 por ciento de dichas aguas y las plantas tra-
tadoras tienen una eficiencia de 40 por ciento. En el terre-
no operativo, la ineficiencia comercial genera altos costos
para los usuarios y altos pasivos para el sistema actual. Fi-
namente, se calculan pérdidas de 60 por ciento relaciona-
das con fugas en la red, tomas clandestinas y agua no con-
tabilizada.

El SAS acumuló una deuda de 33 millones de pesos, y la
solución fue iniciar una licitación para dejar en manos de
empresas privadas las deudas ya generadas y la distribu-
ción del agua que manejaba SAS.
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El Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano, el 18 de
febrero de 2015 emitió la convocatoria pública4, para el
proceso de licitación internacional (LPI-SAS-DAF-
001/15) para la selección de un socio inversionista-opera-
dor, con experiencia y recursos económicos suficientes que
le permitan formar parte de la empresa mixta de participa-
ción público-privada que constituirá este organismo públi-
co descentralizado bajo la modalidad de Sociedad Anóni-
ma Promotora de Inversión, SAPI.

Derivado de la licitación y de la evaluación realizada por el
Comité, el 9 de junio de 2015, el órgano de gobierno del
SAS, emitió la resolución correspondiente, en la que mani-
festó que la propuesta presentada por el consorcio integra-
do por Odebrecht Ambiental, SA, y Aguas de Barcelona
Interagbar de México, SA de CV.

En el caso de Odebrecht5 se le acusa de tener una red de
blanqueo en Panamá a través de entidades financieras, en
septiembre de 2015, fue condenada judicialmente por so-
meter a trabajadores a condiciones de esclavitud en una
planta de azúcar y etanol que construye en Angola; y su
presidente, Marcelo Odebrecht, se encuentra bajo arresto
preventivo acusado de pagar millones de dólares en sobor-
nos a funcionarios de alto nivel en la empresa petrolera es-
tatal Petrobras, para obtener lucrativos contratos de cons-
trucción. Por otro lado, la española que opera actualmente
en la Cd. De Saltillo, ha sido acusada por organizaciones
sociales de alzas ilegales en sus tarifas por al menos siete
veces, por encima del precio del consumidor, así como co-
bros ilegales de reconexión y violaciones a leyes ambien-
tales por sobreexplotación de mantos acuíferos.

El director del Sistema de Aguas y Saneamiento, SAS, de
Veracruz presentó el 10 de junio al grupo Metropolitano de
Agua y Saneamiento (MAS) quien se iba a encargar de la
operación y servicio de agua.

La empresa mixta MAS, funciona como una sociedad pú-
blico/privada para que el órgano de gobierno siga contro-
lando las tarifas y la infraestructura, suplirá a SAS gracias
a una concesión de 30 años y tendrán una inversión de
arranque de 10 mil millones de pesos.

Tello Allende, director de SAS Veracruz, refirió que se
constituye un fideicomiso con trabajadores de SAS y re-
presentantes de MAS para garantizar la transparencia de
los recursos. Asimismo, indicó que se mantendrán las tari-
fas del agua y se mejorará el servicio.

El 31 de agosto MAS debe de iniciar las operaciones en
Veracruz y Medellín, con la promesa de que se agregará
drenaje para 32 mil familias, se realizará el tratamiento de
aguas residuales en un 100 por ciento y habrá una recupe-
ración de 30 millones de metros cúbicos de agua por año.

Actualmente el panorama de este cambio es muy desalen-
tador y en agravio a los trabajadores. El Grupo MAS pa-
trón sustituto en este caso, declara que no asumirá la res-
ponsabilidad de los trabajadores, no quiere reconocer al
Sindicato de Trabajadores “José Azueta” ni su contrato co-
lectivo, ya que esto les generaría gastos de 130 por ciento.
MAS declara que este sindicato es de la empresa SAS y
que ellos contratarán a otros trabajadores con salario y
prestaciones menores. Declara también que ya tienen un
nuevo sindicato integrado por 29 personas con reconoci-
miento de la Secretaría del Trabajo. Todo esto totalmente
ilegal porque no se puede desconocer la relación laboral
existente.

Por su lado, los más de mil trescientos trabajadores sindi-
calizados y 400 de confianza, declaran que existe temor
por la probable pérdida de su fuente de trabajo que afecta-
ría a más de mil 700 familias veracruzanas al negarles su
derecho a un trabajo digno y a la libertad de asociación,
violando nuestra ley federal de trabajo y todos los acuerdos
y convenios internacionales vigentes.

De acuerdo al artículo 41 de la Ley Federal del Trabajo, la
empresa Grupo MAS “patrón sustituto”; como nuevo em-
pleador, está obligado a respetar las condiciones de trabajo
vigentes con el empleador anterior, el cual a su vez opera
como responsable solidario por seis meses.

Artículo 41. La sustitución de patrón no afectará las rela-
ciones de trabajo de la empresa o establecimiento. El pa-
trón sustituido será solidariamente responsable con el nue-
vo por las obligaciones derivadas de las relaciones de
trabajo y de la Ley, nacidas antes de la fecha de la substi-
tución, hasta por el término de seis meses; concluido éste,
subsistirá únicamente la responsabilidad del nuevo patrón.-
El término de seis meses a que se refiere el párrafo anterior,
se contará a partir de la fecha en que se hubiese dado avi-
so de la substitución al sindicato o a los trabajadores.

Con base en lo anterior, se somete a la consideración del
pleno la siguiente proposición con



Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta al Congreso del
estado de Veracruz, para que en el ámbito de sus funciones,
revoque la concesión otorgada a Grupo Metropolitano de
Agua y Saneamiento, SAPI, de CV, y que el estado retome
el uso, administración y comercialización del agua de los
municipios de Veracruz y Medellín del Bravo.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente, al gobernador del estado de Veracruz, Javier Duar-
te de Ochoa y a los presidentes municipales de Medellín de
Bravo, Luis Gerardo Pérez Pérez y al de Veracruz, Ramón
Poo Gil, a garantizar la fuente de trabajo, el respeto a los
derechos laborales adquiridos y el reconocimiento del sin-
dicato representante de los trabajadores del Sistema de
Agua y Saneamiento de estos municipios.

Notas:

1 Propuesta Ciudadana Ley General de Aguas, 22 junio 2015.

2 En este caso son dos trasnacionales.

3 La Jornada 10 de junio 2015

4 Gaceta Legislativa Congreso de Veracruz 20 de agosto 2015, página
2.

5 http://www-imagendelgolfo.com.mc/resumen.php?id=41070821.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 6 de octubre de
2015.— Diputados: Norma Rocío Nahle García, Cuitláhuac García Ji-
ménez y Jesús Serrano Lora (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Agua Potable y Saneamiento
con opinión de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men.

IMPLEMENTAR UN PROGRAMA DE VIGILANCIA Y
VERIFICACIÓN EN EL TRANSPORTE PÚBLICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador del estado de México a implantar un progra-
ma de vigilancia y verificación en el transporte público de
la entidad, suscrita por las diputadas Claudia Sofía Corichi
García y Angie Dennisse Hauffen Torres, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Las que suscriben, diputadas Claudia S. Corichi García y
Angie Dennisse Hauffen Torres, diputadas federales, inte-
grantes del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en esta LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 6, fracción I, 62, y
79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracciones I y II,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta soberanía, la siguiente proposición
con punto de acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

I. El crecimiento del estado de México está vinculado con
el desarrollo intensivo y expansivo del Distrito Federal
desde las décadas de 1930 y 1940, sin embargo fue en los
años setenta del siglo pasado, cuando la creación de los su-
burbios asentados en el estado de México establecieron la-
zos concretos de vida con la Ciudad de México. Los habi-
tantes de estas periferias, establecieron dinámicas de
trabajo y desarrollo que involucraban traslados diarios, en
varias ocasiones constantes entre las demarcaciones del
Distrito Federal y los municipios mexiquenses aledaños a
la capital del país. A esta ampliación de las dinámicas so-
cio urbanas se le conoce geopolíticamente como la zona
metropolitana de la Ciudad de México.

En la década 1980, las crisis económicas, el establecimien-
to de zonas industriales en la periferia de la capital nacio-
nal y el terremoto de 1985, originaron una migración inter-
na, hacia los municipios del estado de México situados en
las cercanías del perímetro del Distrito Federal. Estos años
son conocidos como el “periodo expansivo” de la zona me-
tropolitana, y en él, el crecimiento de los municipios mexi-
quenses se dio a ritmos más acelerados que el Distrito Fe-
deral. Esto conllevo a conformar, junto con la Ciudad de
México, la zona metropolitana más grande del país y del
continente. 1

II. El transporte público es considerado como un servicio
estratégico para las sociedades modernas. Debido a la gran
afluencia de personas que se trasladan diariamente por es-
tos medios, el transporte público es una variable determi-
nante en la calidad de vida de una comunidad, por lo que
éste debe estar circunscrito en términos de un servicio que
ofrezca bienestar en términos de seguridad, eficiencia y ca-
lidad.

III. Son diversas las características del transporte público
de pasajeros que destacan del servicio que se ofrece en el
estado de México:
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a) El parque vehicular integrado2 excede la demanda,
existen en circulación poco más de 161 mil 980 unida-
des del servicio público de pasajeros, de las cuales la
edad promedio es excesivamente alta, con un 21 por-
ciento con más de 18 años de edad, y la mitad con más
de 10 años por lo que de acuerdo con los lineamientos
están fuera de norma, lo que debería obligar a los pro-
pietarios a renovar los vehículos, y a las autoridades a
exigir la modernización de las unidades, pues la garan-
tía de ello no es sólo cuestión de comodidad para las y
los usuarios, sino que de ella depende su seguridad. 

Las empresas que ofrecen el servicio, son concesionarias o
permisionarias, y acceden sin controles de la Comisión Es-
tatal de Mejora Regulatoria, a nuevas licencias. No existe
un control centralizado sobre la oferta del servicio, esto ha
generado que por ejemplo, un solo concesionario pueda
acceder a un sin número de placas para un sin número de
unidades, sin restricciones, siempre y cuando esté adscrito
a una ruta.

La dinámica refleja el funcionamiento de un negocio, más
que de un servicio estratégico, por lo que no se logra satis-
facer las necesidades de movilidad de los usuarios, ya que
no es administrado por el gobierno del estado, ni ofrece
subsidios –solo tabulados con rangos de precios– y, por lo
tanto, tampoco existe seguridad social para los trabajadores
del transporte, ni prestaciones para los mismos.

b) Los costos de las tarifas responden como se ha seña-
lado, a tabulados de los que no existe certeza sobre la
metodología empleada para el cálculo de los precios que
pagan los usuarios finales. 

La tarifa mínima es de 8 pesos por los primeros cinco kiló-
metros, y se dice se adicionan 20 centavos por cada kiló-
metro adicional excedente de la tarifa inicial. Sine embar-
go, testimonios recabados por diversas investigaciones,
relatan que en la práctica, el aumento del cobro se da en
función de la distancia, pero en razón de 50 centavos por
tramos arbitrarios, y a consideración de los choferes de las
unidades. Esto ha sido ampliamente cuestionado por los
usuarios toda vez que los precios de los combustibles son
los mismos en el estado de México y el Distrito Federal.

c) No existe conectividad entre rutas, ni planeación, lo
que se traduce en graves problemas de movilidad para la
población. Datos de un estudio elaborado por el Centro
de Transporte Sustentable (CTS) Embarq, titulado  Es-
tado de México: Movilidad 2025, señala que el 63 por

ciento de los mexiquenses ocupa de 2 a 4 transportes en
sus recorridos, mientras que 31 por ciento, emplea 5 o
más. 

Esto, de acuerdo a dicho informe, deja de generar cada día
30 millones de pesos, debido a 1.5 millones horas-hombre
desperdiciadas en traslados al Distrito Federal. Un usuario
con un recorrido normal: casa-trabajo-casa, puede tardar en
el tráfico aproximadamente 4 hrs de su día. 

En razón de lo expuesto, un simple cálculo puede eviden-
ciar que un trabajador del municipio de Zumpango, que se
traslada al Distrito Federal para ejercer sus labores, gasta
entre 70 y 80 pesos diarios para movilizarse. Si considera-
mos que ese trabajador tiene un ingreso promedio de tres
salarios mínimos, estaría empleando la mitad de su sueldo
para cubrir el traslado a su trabajo, agravando su situación
económica. En el caso de un estudiante, el gasto promedio
es de 30 a 40 pesos diarios, sólo para trasladarse entre mu-
nicipios de la misma entidad.

d) En la zona metropolitana de la Ciudad de México, el
Distrito Federal es responsable del 58 por ciento de las
emisiones de gases de efecto invernadero, mientras que
el estado de México es responsable del restante 42 por
ciento. 

e) De los más de 15 millones de viajes en unidades del
transporte público que se realizan diariamente a través
de unidades que circulan entre los municipios de la en-
tidad mexiquense y el Distrito Federal,  destaca –como
un hecho reconocido por la propia Secretaría de Trans-
porte estatal-que al menos 20 mil unidades no están re-
gularizadas, ya sea porqué prestan servicios sin conce-
sión o sin placas. En el caso de las conocidas “combis”
que operan en la entidad, se ha reconocido que 1 de ca-
da 4 carecen de placas o permisos.

IV. La zona urbana del estado de México se ha caracteriza-
do en los últimos años por ser una de las regiones donde
confluyen diversos problemas sociales, que van desde la
inseguridad, la violencia, los feminicidios, la contamina-
ción, los problemas de desarrollo humano y social, hasta la
nula garantía de las autoridades estatales para garantizar la
movilidad de las personas.

Estas problemáticas, resultado de una planeación deficien-
te sobre desarrollo regional y municipal, confluyen en es-
pacios público tan importantes como lo son el transporte de
pasajeros del estado de México.



V. Datos estadísticos de Inegi señalan que una de las prin-
cipales problemáticas de México es la inseguridad.3 Para el
caso del estado de México la proporción supera la media
nacional, pues de cada 10 personas, 7 consideran que es la
principal problemática en la entidad.

VI. De las problemáticas más graves que se presentan en el
transporte público del estado de México, destacan: 

a) Los accidentes o imprudencias cometidos por los
choferes, pues generan daños inconmensurables, y han
puesto a la entidad como una de las primeras en este ru-
bro. Tan sólo en los últimos cinco años cifras de Inegi,
señalan que en la entidad se han presentado 72 mil 790
accidentes, en los cuales en 17 mil 938 casos han esta-
do involucrados como causantes de los mismos, unida-
des del transporte público. Dichos siniestros han dejado
28 mil 391 heridos y 3 mil 904 personas muertas a lo
largo de los últimos cinco años.

Cabe señalar como dato de contraste que en lugares co-
mo Washington, DC, en Estados Unidos, hay cerca de
0.2 muertes por accidentes de cada 100 mil vehículos-
kilometro, mientras que en la zona metropolitana del
Valle de México este índice aumenta las probabilidades
de 1.9 a casi 4 veces más.4

A esta situación se suma el maltrato de los conductores
hacia los pasajeros, no solo verbal y de actitudes, sino
también a la hora de conducir y por supuesto el maltra-
to en general a los demás automovilistas, lo que se ha
traducido en que tan solo en  los últimos dos años, se ha-
yan recibido 300 denuncias ciudadanas contra el trans-
porte público a través de la línea telefónica de atención
de la Secretaría del Transporte del estado de México.

b) La inseguridad que viven los usuarios del transporte
público en el estado de México se ha vuelto intolerable.
Aunque las autoridades de la entidad señalan un baja en
la incidencia de delitos en el transporte público de pasa-
jeros en la entidad, cifras del Inegi señalan que la cifra
negra de delitos no denunciados representó el 93.8 por
ciento de los delitos cometidos en 2014, de los que en-
cabezan la lista aquellos cometidos en las unidades del
transporte público.

Asaltos a mano armada que han ocasionado muertes, aco-
so sexual hacia mujeres, violaciones y el maltrato constan-
te de los conductores hacia los pasajeros, son formas de

violencia cotidiana que enfrentan los usuarios de transpor-
te mexiquense. En repetidas ocasiones, las notas periodís-
ticas de usuarios que armados han tomado defensa propia,
hiriendo o incluso asesinando a los delincuentes que abor-
dan las unidades del transporte público mexiquense, dan
cuenta del hartazgo de los y las mexiquenses ante la inac-
ción de las autoridades.  

Los programas de atención del delito como la instalación
de cámaras de vigilancia, o de botones de pánico, cubren
hasta la fecha apenas el 1 por ciento del total de unidades
del transporte público que circula diariamente en la enti-
dad.

Datos de la propia Secretaría de Seguridad Ciudadana me-
xiquense y de la agrupación MOVA que concentra a poco
más del 50 por ciento de las empresas y representantes del
transporte en la Ciudad de México, señalan que las rutas
más peligrosas del estado de México, se ubican en vialida-
des como: Periférico Norte, Gustavo Baz, Texcoco, Vía
López Portillo, Avenida Central, Luis Donaldo Colosio,
Primero de Mayo, Adolfo López Mateos, Vía Morelos, en
los municipios de Ecatepec, Nezahualcóyotl, Tlalnepantla,
Atizapán y Naucalpan, además de los municipios, Cuauti-
tlán Izcalli, Cuautitlán México, Tultitlan y Coacalco.

Diversos testimonios vertidos por la ciudadanía, dan cuen-
ta que los asaltos a mano armada a bordo de las unidades,
representa el principal temor de los usuarios, ya que cada
vez es mayor su frecuencia y cada vez deja mayores pérdi-
das, materiales y humanas. Es menester señalar que el es-
tado de México ha sido señalado como la entidad con el
mayor índice de feminicidios y de acoso sexual hacia mu-
jeres en el transporte público de pasajeros, muestra de ello
fue el conocido caso del violador y asesino serial conocido
como el “coqueto” hace un par de años. Sin embargo, ante
tal escenario, ni el gobierno del ex gobernador y actual pre-
sidente de México, Enrique Peña Nieto, ni la administra-
ción actual del gobernador Eruviel Ávila Villegas han to-
mado medidas preventivas con perspectiva de género para
prevenir estas situaciones en el sistema de transporte esta-
tal.

VII. Los gobiernos de los últimos sexenios en el estado de
México han sido cercanos a las organizaciones de trans-
portistas de la entidad, hecho que ha sido destacado como
un impedimento para una verdadera transformación de un
servicio que es estratégico para el desarrollo y calidad de
vida de los mexiquenses. 
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VIII. Resulta urgente que las autoridades del estado de
México atiendan un problema que continúa agravándose
con el tiempo, y que demanda ser abordado de manera
transversal e integral, ante las diversas consecuencias que
genera. No sólo está en juego la movilidad y calidad de vi-
da de los y las usuarias de los servicios, sino su propia se-
guridad y vida. Es indispensable crear mecanismos  efi-
cientes que garanticen los derechos de los usuarios. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, presentamos a
esta soberanía la siguiente proposición con punto de acuer-
do, al tenor del siguiente

Resolutivo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al gobernador del
estado de México, Eruviel Ávila Villegas, a implementar
un Programa de Vigilancia y Verificación en el transporte
público de la entidad ante los altos índices de crímenes,
violencia e irregularidades que prevalecen.

Notas:

1 CTS México. ITDP, 2012, 10 Estrategias de movilidad para un esta-
do de México Competitivo, Seguro y Sustentable: Hacia una Red In-

tegrada de  transporte en la zona metropolitana del Valle de México,

México DF 2011.

2 Microbuses, Camiones de Pasajeros, y camionetas de transporte
(combis)

3 Datos de la tercera Encuesta Nacional de Victimización y Percepción
sobre Seguridad Pública 2014 señalan que para más del 65 por ciento
de los estados del país, el principal problema es la inseguridad. La en-
cuesta revela que seis de cada 10 personas a nivel nacional identifica-
ron a la inseguridad como su principal preocupación. http://www3.in-
egi.org.mx/sistemas/tabuladosbasicos/tabdirecto.aspx?c=33685&s=est 

4 CTS México. ITDP, 2012,  10 Estrategias de Movilidad para un es-
tado de México Competitivo, Seguro y Sustentable: Hacia una Red In-

tegrada de  transporte en la zona metropolitana del Valle de México,

México DF 2011.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputa-
das: Claudia S. Corichi García, Angie Dennisse Hauffen Torres (rúbri-
cas).»

Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen.

CONFORMAR UNA TERNA DE CANDIDATOS PARA
OCUPAR LA PRESIDENCIA DEL CONAPRED

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a iniciar por la Segob un proceso de
consulta pública entre las organizaciones de la sociedad ci-
vil para formar una terna de candidatos a presidir el Cona-
pred, a cargo del diputado Abdies Pineda Morín, del Gru-
po Parlamentario del PES

Quien suscribe, diputado Abdies Pineda Morín, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; 79, numeral 2, y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea proposición con punto de acuerdo al
tenor de las siguientes

Consideraciones

Encuentro Social apertura su Plataforma Electoral1 regis-
trada ante el Instituto Nacional Electoral con el tema de la
No Discriminación porque considera que la desigualdad
social se manifiesta con conductas que desestiman los de-
rechos humanos de las personas por el simple hecho de
presentar una diferencia.

En este documento guía de nuestro quehacer legislativo y
parlamentario afirmamos que “en México la discrimina-
ción es un hecho constante que ninguna autoridad a nivel
municipal, estatal o federal ha sido capaz de regular me-
diante una legislación seria e incluyente, que coadyuve al
respeto de las garantías individuales consagradas en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Es
por eso que desde nuestra plataforma electoral encamina-
mos nuestros esfuerzos para buscar que en las 32 entidades
federativas sean respetados los derechos fundamentales sin
importar el origen étnico, grupo social o condición física,
los cuales de forma recurrente han sido violados por auto-
ridades municipales, estatales, civiles y militares”.

Ofrecimos que “la principal propuesta en esta campaña po-
lítica de Encuentro Social estará enfocada a la lucha contra
la discriminación. Sabemos que existen más segmentos de
la población que son discriminados día con día a lo largo
del territorio nacional que los que aquí se mencionan”.

Efectivamente, en nuestro Grupo Parlamentario tenemos
como línea política derivada de nuestros documentos bási-



cos traer “la voz de los que no la tienen a la Cámara de
Diputados”, y con ellos ofrecer soluciones a las familias
mexicanas. 

Entrando en materia, la Secretaría de Gobernación el pasa-
do 10 de septiembre informó que Ricardo Bucio Mojica
había renunciado a la presidencia del Consejo Nacional pa-
ra Prevenir la Discriminación (Conapred) inmediatamente
después de que el secretario de Gobernación, Miguel Án-
gel Osorio Chong, lo designó como secretario ejecutivo del
Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y
Adolescentes, con base en la Ley General de Protección a
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

La importancia de este consejo deriva de los resultados de
la Encuesta Nacional sobre Discriminación 20102:

a) No tener dinero, la apariencia física, la edad y el se-
xo, son las condiciones más identificadas por la pobla-
ción que ha sentido que sus derechos no han sido respe-
tados por esas mismas causas.

b) Seis de cada diez personas opinan que los niños de-
ben tener los derechos que les da la ley, mientras que
tres de cada diez consideran que deben tener los dere-
chos que sus padres les quieran dar. Poco más de tres
por ciento considera que los niños no tienen derechos
porque son menores de edad.

c) Seis de cada diez personas en nuestro país consideran
que la riqueza es el factor que más divide a la sociedad,
seguido por los partidos políticos y la educación. En
contraste, la religión, la etnia y la gente que llega de
afuera son los factores que se piensa provocan menos
divisiones.

d) Una de cada cuatro personas considera que se justifi-
ca mucho o algo llamar a la policía cuando uno ve a mu-
chos jóvenes juntos en una esquina.

e) Cuatro de cada diez mexicanas y mexicanos no esta-
rían dispuestos a permitir que en su casa vivieran perso-
nas homosexuales, y tres de cada diez afirman lo mismo
en el caso de personas que viven con VIH/Sida.

f) La población mexicana considera que los derechos de
las personas y los grupos mencionados se respetan poco
o nada, principalmente en relación a las personas homo-
sexuales, migrantes e indígenas.

g) El principal problema percibido por cuatro de cada
diez personas adultas mayores es la dificultad para en-
contrar trabajo. Como siguientes problemas se mencio-
nan, en porcentajes menores, la falta de salud y la dis-
criminación e intolerancia.

h) Cuatro de cada diez personas opinan que a la gente se
le trata de forma distinta según su tono de piel.

i) Tres de cada diez personas que pertenecen a alguna
minoría religiosa consideran que su principal problema
es el rechazo, la falta de aceptación, la discriminación y
la desigualdad; mientras que una proporción similar
considera que su principal problema son las burlas, las
críticas y la falta de respeto; solamente siete por ciento
considera que no tiene problemas por su religión.

j) El principal problema que perciben las minorías étni-
cas es la discriminación; seguido de la pobreza y el apo-
yo del gobierno. Es importante destacar que este grupo
opina que la lengua representa uno de sus principales
problemas.

k) Poco más de tres de cada diez jóvenes consideró que
la preparación insuficiente, la apariencia o la inexpe-
riencia son los motivos por los no fueron aceptados en
un trabajo.

La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimina-
ción, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11
de junio de 2003 en su artículo 26 establece que el presi-
dente del consejo será designado por el presidente de la Re-
pública:

Artículo 26. La persona que ocupe la presidencia del
consejo, quien presidirá la junta, será designada por el
titular del Poder Ejecutivo federal.

Asimismo, el artículo 29 prevé las causas de su remoción:

Artículo 29. La persona que ocupe la presidencia del
consejo podrá ser removida de sus funciones y, en su ca-
so, sujeta a responsabilidad, sólo por las causas y me-
diante los procedimientos establecidos por el Título
Cuarto de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Encuentro Social propone que el presidente de la Repúbli-
ca administre su prerrogativa de ley de designar al titular
del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación me-
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diante la intervención del secretario de Gobernación para
que emita una convocatoria pública a fin de que los orga-
nismos de la sociedad civil le presenten candidatas y can-
didatos a ocupar la presidencia del consejo.

Le estamos proponiendo al presidente que le dé legitimidad
social al funcionario público encargado de procurar el res-
peto al derecho humano a la no discriminación.

A lo largo de la historia se han ocupado diversos métodos
para asignar a diferentes funcionarios:

a) La designación al que contaba con una condición eco-
nómica solvente. Ésta derivó en nepotismo y prepoten-
cia de los funcionarios que se encastaron en los cargos;

b) La elección popular, misma que concluyó en un des-
viacionismo político;

c) La parlamentaria, la cual no garantizó la independen-
cia de los designados por los congresos;

d) Con participación del gobierno y de los parlamentos.
El presidente nombra los candidatos y el parlamento
confirma los nombramientos; y

e) Nombramiento por el gobierno.

Encuentro Social está proponiendo que la intervención del
pueblo soberano en la conformación de una terna de candi-
datas y candidatos para que el presidente, de así conside-
rarlo, elija de ellos al presidente del Conapred.

La propuesta tiene su fundamento jurídico en la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 1976
y su última reforma publicada el 13 de mayo de 2015 que
le permitiría la puesta en marcha de la consulta propuesta
en la presente proposición.

Particularmente, el artículo 27 en sus fracciones V, X, XI y
XLI:

Artículo 27. A la Secretaría de Gobernación correspon-
de el despacho de los siguientes asuntos:

V. Intervenir en los nombramientos, aprobaciones, de-
signaciones, destituciones, renuncias y jubilaciones de
servidores públicos que no se atribuyan expresamente
por la ley a otras dependencias del Ejecutivo.

X. Conducir la política interior que competa al Ejecuti-
vo y no se atribuya expresamente a otra dependencia así
como fomentar el desarrollo político; contribuir al for-
talecimiento de las instituciones democráticas; promo-
ver la activa participación ciudadana, salvo en materia
electoral; favorecer las condiciones que permitan la
construcción de acuerdos políticos y consensos sociales
para que, en los términos de la Constitución y de las le-
yes, se mantengan las condiciones de unidad nacional,
cohesión social, fortalecimiento de las instituciones de
gobierno y gobernabilidad democrática;

XI. Vigilar el cumplimiento de los preceptos consti-
tucionales por parte de las autoridades del país; co-
ordinar en vinculación con las organizaciones de la
sociedad civil, trabajos y tareas de promoción y defen-
sa de los derechos humanos y dar seguimiento a la aten-
ción de las recomendaciones que emitan los organismos
competentes en dicha materia; así como dictar las medi-
das administrativas necesarias para tal efecto;

XLI. Impulsar las políticas públicas y dar seguimiento a
los programas que refuercen la inclusión social y la
igualdad, mediante estrategias y acciones que contribu-
yan a prevenir y eliminar la discriminación;

La fracción V, le faculta a intervenir en los nombramientos
de servidores públicos que no se atribuyan expresamente
por la ley a otras dependencias del Ejecutivo; en la fracción
X se le faculta para promover la activa participación ciu-
dadana; la fracción XI le da atribución para vigilar el cum-
plimiento de los preceptos constitucionales por parte de las
autoridades del país, en este caso estamos atendiendo al
cumplimiento del principio constitucional de la no discri-
minación; la coordinación en vinculación con las organi-
zaciones de la sociedad civil, trabajos y tareas de promo-
ción y defensa de los derechos humanos.

La competencia más importante, en función con la propo-
sición planteada, se encuentra establecida en la fracción
XLI que faculta al secretario de Gobernación a impulsar las
políticas públicas y dar seguimiento a los programas que
refuercen la inclusión social y la igualdad, mediante estra-
tegias y acciones que contribuyan a prevenir y eliminar la
discriminación.

Esta es una proposición de voluntad política, en la que se
propone un mecanismo de participación social en la toma
de decisiones del estado.



Por lo anteriormente expuesto y fundado, quien suscribe,
presenta a la consideración de esta honorable asamblea, la
siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al titular del Poder
Ejecutivo a que instruya al secretario de Gobernación a ini-
ciar un proceso consulta pública entre las organizaciones
de la sociedad civil con el objeto de conformar una terna de
candidatos y candidatas a ocupar la Presidencia del Conse-
jo Nacional para Prevenir la Discriminación.

Notas:

1. http://www.ine.mx/archivos3/portal/historico/recursos/IFE-
v2/DEPPP/DEPPP-PlataformasElectorales/2014-2015/ES.pdf

2. http://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Enadis-2010-RG-Accss-
002.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputado
Abdies Pineda Morín (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

IMPLEMENTEN PROGRAMAS PARA DISMINUIR EL
NÚMERO DE ACCIDENTES AUTOMOVILÍSTICOS
CAUSADOS POR EL CONSUMO DE ALCOHOL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de las entidades federativas y del DF a im-
plantar programas para disminuir los accidentes automovi-
lísticos causados por el consumo de alcohol, a cargo del
diputado Marco Antonio García Ayala, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El suscrito, diputado Marco Antonio García Ayala, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1 fracción I; 62
numeral 2, 65; 76, numeral 1 fracción II; 79, numeral 1
fracción II y numeral 2 y 113 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta soberanía,

la presente proposición con punto de acuerdo para exhortar
respetuosamente a los titulares de las 32 entidades federa-
tivas para que respectivamente en el ámbito de su compe-
tencia, implementen programas para disminuir el número
de accidentes automovilísticos causados por el consumo de
alcohol, al tenor de los siguientes

Antecedentes

1. La Organización Mundial de la Salud (OMS), estima
que 1.3 millones de personas mueren cada año a causa de
siniestros de tránsito en el mundo. Entre 20 y 50 millones
resultan lesionadas y algunas de ellas quedan con discapa-
cidad, por esta situación la OMS declaró que los siniestros
de tránsito constituyen un importante problema de salud
pública. De no realizarse ninguna acción, se prevé que en-
tre el año 2000 y 2020 se incrementarán las muertes en 65
por ciento en todo el mundo y éstas podrían llegar a 80 por
ciento en países con ingresos bajos y medios. En Iberoa-
mérica, cada año más de 120 mil personas fallecen en ca-
rreteras por esta causa, y muchas más quedan impedidas y
discapacitadas de por vida.

2. De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía (Inegi), en 2013 se registraron 623 mil 600
defunciones, de las cuales, 20 mil personas fallecieron en
algún tipo de accidente de tránsito; la proporción es de tres
hombres por cada mujer. Estos accidentes representan la
primera causa de muerte en niños, adolescentes y adultos
jóvenes, y ocupan el quinto lugar como causa de muerte
general en el país.

3. Dentro de los principales factores de riesgo que influyen
para que se presente un accidente de tránsito y que pueden
determinar la severidad de los daños, se encuentra la con-
ducción a exceso de velocidad, la presencia de alcohol y
otro tipo de drogas.

4. De las defunciones a que hace referencia el antecedente
2 de la presente proposición, 384 mil 472 derivan de coli-
siones de tránsito en zonas urbanas y suburbanas; de las
cuales, en 13.6 por ciento hubo algún lesionado y en el 19
por ciento de las colisiones hubo al menos un fallecido, to-
das ellas estuvieron relacionadas con el consumo de alco-
hol; sin contar que en 2 de cada 3 casos se registró esta va-
riable.

5. Una medición sobre la prevalencia de los factores de
riesgo referidos con anterioridad (en las entidades federati-
vas entre 2010 y 2013), arrojó los siguientes resultados:
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• 4.9 por ciento de los conductores observados lo hací-
an bajo los efectos de bebidas alcohólicas.

• En conductores jóvenes o inexpertos se incrementa no-
tablemente el riesgo de sufrir un accidente aún con ni-
veles bajos de alcohol.

• 5.9 por ciento de los jóvenes de entre 18 y 21 años
de edad conducían bajo los efectos del alcohol.

• 5.1 por ciento de los hombres y 3.1 por ciento de las
mujeres conducían bajo los efectos del alcohol.

6. En 28 de las 32 entidades del país las leyes de tránsito
establecen que conducir bajo los efectos del alcohol es cau-
sa de una infracción; y únicamente 16 legislaciones locales
aluden de forma directa o indirecta a la facultad de la auto-
ridad para implementar puntos de control de alcoholimetría
en sus respectivas jurisdicciones.

7. El gobierno federal ha puesto en marcha el Programa de
Acción Específico: Prevención de Accidentes en Grupos
Vulnerables 2013-2018, mismo que constituye la respues-
ta de la Secretaría de Salud, a través del Secretariado Téc-
nico del Consejo Nacional para la Prevención de Acciden-
tes, al compromiso del gobierno por contribuir a disminuir
las muertes y daños a la salud causados por los accidentes
de tránsito.

Los objetivos, estrategias y líneas de acción del programa
referido son compatibles con las metas del Plan Nacional
de Desarrollo 2013-2018 y al Programa Sectorial de Salud
2013-2018.

Considerandos

Primero. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en el artículo 4o. establece el derecho a la
salud, del cual debe gozar toda persona dentro del territo-
rio nacional sin excepción alguna; texto constitucional que
en su parte conducente es del tenor siguiente:

“Artículo 4o. …

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XI del artículo 73 de esta Constitución.”

Segundo. Que la misma Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos en su artículo octavo señala que:

“Los funcionarios y empleados públicos respetarán el
ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se
formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa;
pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese de-
recho los ciudadanos de la República.  

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la au-
toridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación
de hacerlo conocer en breve término al peticionario.”

Tercero. Que es facultad de las y los diputados de esta so-
beranía presentar proposiciones con punto de acuerdo, de
conformidad con lo establecido por el Reglamento de la
Cámara de Diputados en el artículo 6o. numeral 1 fracción
I; mismo que señala: 

“Artículo 6. 

1. Serán derechos de los diputados y diputadas:

I. Iniciar leyes, decretos y presentar proposiciones ante
la Cámara;

…”

Cuarto. Que el ordenamiento antes señalado precisa en el
artículo 79, numeral 1 fracción II, lo siguiente:

“Artículo 79.

1. El pleno podrá conocer proposiciones que busquen el
consenso de sus integrantes, a través de:

I. …

II. Puntos de acuerdo, que representan la posición de la
Cámara, en relación con algún asunto específico de in-
terés nacional o sus relaciones con los Poderes de la Fe-
deración, organismos públicos, entidades federativas y
municipios, y

2. a 3. …”

Quinto. Que la presente proposición con punto de acuerdo
da cumplimiento a lo señalado por la fracción I del nume-
ral 2 del artículo 79, y se sujetará a lo previsto por las frac-
ciones II y V del numeral 2 del mismo artículo:



“Artículo 79.

1. …

2. Las proposiciones con punto de acuerdo se sujetarán
a lo siguiente: 

I. Deberán presentarse a través de un escrito fundado,
con una propuesta clara de resolutivo y firmadas por sus
autores; 

II. Las proposiciones presentadas por las diputadas y los
diputados y las que se registren a nombre de grupo, pa-
sarán a comisión;

III. a IV. …

V. Las proposiciones que la Junta no considere proponer
ante el pleno con el carácter de urgente u obvia resolu-
ción, se tramitarán conforme al artículo 62, numeral 3
de este Reglamento;

VI. a VII. …

3. …”

Sexto. Que de conformidad con el artículo 3 de la Ley Ge-
neral de Salud es material de salubridad general:

“Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia de
salubridad general:

I. a XVIII. …

XIX. El programa para la prevención, reducción y trata-
miento del uso nocivo del alcohol, la atención del alco-
holismo y la prevención de enfermedades derivadas del
mismo, así como la protección de la salud de terceros y
de la sociedad frente al uso nocivo del alcohol;

XX. a XXVIII…”

Séptimo. Que el artículo 187 Bis de la ley antes mencio-
nada señala que son facultades de la Secretaría de Salud en
el marco de la protección de la salud de terceros y de la so-
ciedad frente al uso nocivo del alcohol las siguientes:

“Artículo 187 Bis. Son facultades de la Secretaría de
Salud en el marco de la protección de la salud de terce-
ros y de la sociedad frente al uso nocivo del alcohol:

I. Establecer los límites de alcohol en sangre y en aire
expirado para conducir vehículos automotores, los cua-
les deberán ser tomados en cuenta por las autoridades
federales y por las de las entidades federativas, en sus
respectivos ámbitos de competencia. Tratándose de ve-
hículos que presten un servicio público, personas que
hagan uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o
substancias peligrosas por sí mismos, por la velocidad
que desarrollen, por su naturaleza explosiva o inflama-
ble, por la energía de la corriente eléctrica que conduz-
can o por otras causas análogas, así como los profesio-
nales, técnicos y auxiliares de la salud que participen en
la atención médico-quirúrgica de un usuario, los límites
de alcohol en sangre y aire expirado serán cero;

II. Promover la participación de la sociedad civil en la
ejecución del programa para la prevención, reducción y
tratamiento del uso nocivo del alcohol, la atención del
alcoholismo y la prevención de enfermedades derivadas
del mismo, con base en las disposiciones que para tales
efectos establezca la Secretaría de Salud;

III. Proponer al Ejecutivo federal las políticas públicas
y fiscales para la prevención y disminución del uso no-
civo del alcohol; y

IV. Promover ante las autoridades competentes federa-
les y de las entidades federativas, la implementación de
medidas y acciones que favorezcan la disminución del
uso nocivo del alcohol y de los efectos de éste en terce-
ros, tales como:

a) Limitar los horarios para consumo del alcohol, y

b) Otras que sirvan o prevengan los fines a que se refie-
re este artículo.”

Octavo. Que de acuerdo con la estrategia “Hacer de las ac-
ciones de protección, promoción y prevención un eje prio-
ritario para el mejoramiento de la salud” del objetivo 2.3
incluido en el eje estratégico para un “México Incluyente”
del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, se establece
como línea de acción:

“2.3. Reducir la prevalencia en el consumo de alcohol,
tabaco y drogas ilícitas”

Noveno. Que las Estrategias Transversales para el Desa-
rrollo Nacional, establecidas en el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2013-2018 dentro de Gobierno Cercano y Moderno,
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señalan la necesidad de crear infraestructura adecuada a fin
de garantizar a la población el libre goce de los derechos
consagrados por la Constitución.

Décimo. Acorde con lo previsto en el antecedente 8 de la
presente proposición la Estrategia Nacional de Seguridad
Vial 2011-2020 tiene el propósito general de reducir 50 por
ciento las muertes, así como reducir al máximo posible las
lesiones y discapacidades relacionadas con el tránsito en el
territorio de los Estados Unidos Mexicanos, promoviendo
la participación de las autoridades de los tres niveles de
gobierno, atendiendo a su ámbito de competencia y facul-
tades, en la implementación de las diversas acciones.

Décimo primero. Que la Acción Estratégica de Alcoholi-
metría tiene como objetivo contribuir a la disminución,
mediante acciones preventivas de la ocurrencia y gravedad
de lesiones de tránsito, como consecuencia de la conduc-
ción bajo los efectos del alcohol.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía, el siguiente

Punto de Acuerdo 

Único. Se exhorta a los gobernadores de las 31 entidades
federativas y al jefe de gobierno del Distrito Federal para
que respectivamente en el ámbito de sus competencias, im-
plementen, creen, y/o refuercen programas para disminuir
el número de accidentes automovilísticos causados por el
consumo de alcohol.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputado
Marco Antonio García Ayala (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.

CREACIÓN DE COMISIONES ORDINARIAS DE
CAMBIO CLIMÁTICO Y LA EXPEDICIÓN DE LEGIS-
LACIÓN EN ESTA MATERIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las legislaturas de los estados y a la ALDF a promover la
creación de comisiones ordinarias de cambio climático y
expedir normativa en la materia, a cargo de la diputada El-
va Lidia Valles Olvera, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Elva Lidia Valles Olvera, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I, 79, numeral 2, y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta asamblea proposición con punto de acuerdo por el
cual la Cámara de Diputados del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos exhorta a los congresos de los
estados y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal a
promover la creación de comisiones ordinarias de cambio
climático y, de así considerarlo, discutir y analizar la expe-
dición de legislación para impulsar políticas públicas en
materia de cambio climático en México, en virtud de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El cambio climático es uno de los mayores desafíos de
nuestro tiempo. En todo el mundo está surgiendo un lla-
mado a la acción por gobiernos, sociedad civil y empresas
para restringir urgentemente las emisiones de gases de
efecto invernadero y adaptarse al cambio climático. En
México, durante muchos años los temas ambientales fue-
ron ignorados o considerados secundarios y supeditados al
crecimiento económico y al desarrollo social del país, muy
posiblemente debido a que aún no se valora en su justa di-
mensión la importancia de un ambiente sano, o bien, a que
se tenía la esperanza de que, una vez que se solucionaran
los problemas sociales y económicos los ecosistemas natu-
rales tendrían tiempo y capacidad para recuperarse.

La realidad nos enfrenta al hecho de que el deterioro am-
biental amenaza seriamente el desarrollo actual y futuro de
las naciones. La pérdida de ecosistemas y su biodiversidad,
la degradación de los suelos, la contaminación del aire y la
cada vez más acentuada disminución en la disponibilidad
de agua son sólo algunos de los problemas ambientales
más conocidos que enfrentamos. A éstos ahora debemos
sumar uno más: el cambio climático global que, por la
magnitud de su extensión y por todas las implicaciones, so-
ciales, económicas y ambientales que involucra, puede
comprometer seriamente el futuro de casi todos los países,
incluido México.

El cambio climático requiere una estrategia de Estado. Mé-
xico para ello debe tener una política pública proactiva pa-
ra enfrentarlo, con metas claras y planes coherentes, ade-
más de contar con fondos y presupuestos propios para



garantizar su cumplimiento. Es fundamental que exista una
coordinación efectiva de dependencias gubernamentales,
gobiernos locales, legislaturas estatales y municipios en la
planeación de un desarrollo sustentable. Debido a su gran
diversidad ecológica, la baja disponibilidad de agua y la al-
ta dependencia de la agricultura de temporal, así como por
la distribución tan desigual de la riqueza, México es suma-
mente vulnerable a los efectos del cambio climático.1

El nuestro ocupa el lugar 14 entre los países emisores de
gases de efecto invernadero, debido a que nuestra actividad
económica depende fuertemente del uso de los combusti-
bles fósiles y enfrentamos altas tasas de desforestación. És-
te es un problema estratégico, pues causa presiones cada
vez mayor sobre la base productiva y los recursos natura-
les, que son el patrimonio nacional.

Asimismo y de acuerdo con la tercera Comunicación Na-
cional sobre Cambio Climático, se espera que el clima de
México sea más cálido para 2020, 2050 y 2080, principal-
mente en los estados del norte del país, donde la tempera-
tura se estima puede aumentar entre 2 y 4 grados Celsius;
mientras tanto, la temperatura de la superficie del mar en el
Caribe, Golfo de México y Pacífico mexicanos podría au-
mentar entre 1 y 1.5 grados Celsius. En las distintas regio-
nes del país, el incremento de temperaturas causará mayor
humedad en la atmósfera y menor humedad en el suelo, con
lo cual se modificará el ciclo hidrológico: en el sur la eva-
poración aumentará, con lo que aumentará el número de tor-
mentas severas e inundaciones; por otro lado, en norte y nor-
oeste la humedad disminuirá, con lo que habrá más ondas de
calor y se intensificarán los periodos de sequía. En el norte,
noroeste y centro, habrá disminuciones importantes en dis-
tribución de la lluvia (menos 15 por ciento), así como reco-
rrimientos en su distribución temporal e intensidad.2

Del mismo modo y como resultado de un posible aumento
en el nivel del mar, destaca la vulnerabilidad por daños en
la infraestructura en la costa del Golfo de México, el área
geográfica donde se realizan la mayor parte de las opera-
ciones de producción de energéticos, generación eléctrica,
extracción de petróleo y gas, así como de refinación y otros
procesos petroquímicos. Las zonas costeras con mayor vul-
nerabilidad están en Tamaulipas (desembocadura del río
Bravo), Veracruz (Laguna de Alvarado, río Papaloapan),
Tabasco (complejo deltaico Grijalva-Mezcapala-Usuma-
cinta), Yucatán (los Petenes) y Quintana Roo (bahía de
Sian Kaán y Chetumal); en algunos lugares, el agua podría
introducirse hasta 40 kilómetros tierra adentro. Los riesgos
de inundación se extienden para todas las poblaciones si-

tuadas en cauces de ríos, planicies inundables y llanuras
costeras en estados como Chiapas, Nayarit u Oaxaca. En la
región centro del país, el sector energía e industria también
presenta índices altos de vulnerabilidad, la cual está aso-
ciada con los requerimientos de abasto de agua y la coe-
xistencia con las zonas urbanas y de agricultura de riego.3

El cambio climático es una arista muy visible de la crisis
ambiental y energética planetaria, y una manifestación de
los límites del modelo de desarrollo económico actual. Es
un proceso en curso, con distintos grados de complejidad,
en el que inciden factores económicos, tecnológicos, socia-
les y ambientales. Por tanto, debe ser abordado desde una
perspectiva interdisciplinaria e integral.

Consideraciones

Que el artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece el derecho de toda perso-
na a un ambiente sano para su desarrollo y bienestar.

Que el artículo 25 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos determina que corresponde al Esta-
do la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que
éste sea integral y sustentable, llevando a cabo la regula-
ción y el fomento de actividades que demande el interés
general.

Que la Ley General de Cambio Climático dispone que la
Estrategia Nacional de Cambio Climático, en tanto instru-
mento rector de la política nacional en el mediano y largo
plazos para enfrentar los efectos del cambio climático y
transitar hacia una economía competitiva, sustentable y de
bajas emisiones de carbono.

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 20 de mayo de
2013, incluye en el objetivo 4.4 la estrategia 4.4.3., sobre
fortalecimiento de la política nacional de cambio climático
y cuidado del ambiente para transitar hacia una economía
competitiva, sustentable, resiliente y de bajo carbono.

Dado lo anterior, y toda vez que el cambio climático es un
reto de carácter transversal ya que involucra diversos sec-
tores de la sociedad y órdenes de gobierno. Por tanto im-
plica la integración de múltiples y muy diversos actores. La
federación está dotada de instrumentos que requieren esca-
larse a las realidades regionales, estatales y locales. Sin
embargo, a la fecha sólo una cuarta parte de las entidades
federativas ha concluido el proceso de elaboración de su
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programa estatal de cambio climático y cinco estados cuen-
tan con leyes estatales en materia de cambio climático y a
nivel municipal se han comenzado a elaborarse programas
municipales en materia de cambio climático.4

En tal virtud, resulta impostergable que los congresos de
los estados se sumen al esfuerzo de garantizar el derecho a
un medio ambiente sano y establecer la concurrencia de fa-
cultades con la federación, las entidades federativas y los
municipios en la elaboración y aplicación de políticas pú-
blicas para la adaptación al cambio climático y la mitiga-
ción de emisiones de gases y compuestos de efecto inver-
nadero.

Por lo expuesto se somete a la consideración de esta sobe-
ranía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta con estricto respeto de su soberanía a los congre-
sos de los estados y a la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal a promover, en el caso de no existir, la creación de
comisiones ordinarias de cambio climático y la expedición
de legislación en esta materia, a fin de incidir de manera lo-
cal y regional en los efectos del cambio climático.

Referencias

1 Semarnat (2014). Cambio climático, 2014, de Semarnat. Sitio web:
http://www.semarnat.gob.mx/archivosanteriores/informacionambien-
tal/Documents/05_serie/cambio_climatico.pdf

2 y 3 Alberto Salazar y Omar Masera (2010). México ante el cambio

climático, 2015, de Unión de Científicos Asociados Comprometidos
con la Sociedad, AC. Sitio web: http://www.oikos.unam.mx/Bioener-
gia/images/PDF/CC/CC-General/DossierUCCS-CC10A.pdf

4 Michal Nachmany, Sam Frankhauser, Terry Townsheed, Jana Davi-
dova y varios autores más (2015). Estudio sobre legislación de cambio
climático 2015, 2015, de Climate Change and the Environment, the
Global Legislator Organisation, Interparlamentary Union. Sitio web:
ht tp: / /www.lse.ac.uk/GranthamInst i tute/wp-content /uplo-
ads/2015/05/Spanish_2015_for-web.pdf.

Otras fuentes consultadas

*Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (2015). Pala-
cio Legislativo de San Lázaro: Talleres Gráficos de la Cámara de Dipu-
tados.

*Juan José Guerra Abud (2014). Estrategia Nacional de Cambio Cli-
mático visión 10-20-40, 2015, de Gobierno de la República. Sitio web:
http://www.inmujeres.gob.mx/inmujeres/images/stories/medioam-
biente/2014/09_SEPTIEMBRE/estrategia_nacional_cambio_climati-
co.pdf

Dado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 6 de oc-
tubre de 2015.— Diputada Elva Lidia Valles Olvera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cambio Climático, para dic-
tamen.

MATERIA DE POLÍTICAS PÚBLICAS Y PROGRA-
MAS SOCIALES ENCAMINADOS A ATENDER A LOS
ADULTOS MAYORES

«Proposición con punto de acuerdo, para redoblar esfuer-
zos en materia de políticas públicas y programas sociales
encaminados a atender a los adultos mayores, a cargo del
diputado José Santiago López, del Grupo Parlamentario
del PRD

El suscrito, diputado integrante de la LXIII Legislatura del
Congreso de la Unión, de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 6, fracción I, y 79, fracción II, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta asamblea proposición con puntos de acuerdo, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 28 de agosto conmemoramos el Día Nacional del
Adulto Mayor. Como nunca antes, la población global vi-
ve una revolución demográfica. De acuerdo con la Organi-
zación de las Naciones Unidas, hay 600 millones de perso-
nas de 60 años y más, cifra que se duplicará en 2025 y para
2050 se situará en casi 2 mil millones.1

Datos del Consejo Nacional de Población (Conapo) del año
pasado señalan que en el país hay 11 millones 669 mil 432
adultos mayores, de los que 46 por ciento corresponde a
hombres y 54 por ciento a mujeres.2

El estudio Diagnóstico sociodemográfico del envejeci-
miento en México, elaborado por el propio Conapo, refiere
que la población de adultos mayores para 2050 en México
alcanzará más de 24 millones de personas, quienes repre-
sentarán más de 20 por ciento de la población.



Estamos frente a una experiencia inédita en el mundo y en
México. En el país se estima que entre 2000 y 2030, el seg-
mento de 65 años y más se incrementará en 334 por cien-
to, en contraste con el de 15 a 64 años, que crecerá en 45.5,
y el de cero a 14 años decrecerá en 20 por ciento.3

Mención especial merece el estado de México, la entidad
más poblada del país. El Instituto Nacional de Estadística
y Geografía refiere que tiene 1 millón 153 mil 365 perso-
nas mayores de 60 años y más.4

Esto debe ser motivo de alarma para las autoridades fede-
rales y del estado de México, producto de la vulnerabilidad
que surge con la caída del ingreso al final de la vida pro-
ductiva y con la dependencia que resulta de las enfermeda-
des crónicas, se agrava debido a que el sistema de seguri-
dad social del país y de la entidad, no protege a un número
considerable de adultos mayores, por lo tanto no tienen ac-
ceso a los beneficios que otorgan las instituciones de segu-
ridad social, ni a los servicios de las instituciones de salud.

Aunque no compartimos esta cruda realidad, lo cierto es
que en México ser anciano pareciera significar falta de
oportunidades, de acceso y disfrute al ejercicio pleno de los
derechos humanos y un futuro incierto, lleno de carencias.

A ello habría que agregar que el presupuesto destinado a
los programas sociales enfocados a atender las necesidades
de este sector poblacional, en muchas ocasiones se ejerce
de manera incorrecta, poco clara y con irregularidades.

Por ejemplo, la Auditoría Superior de la Federación, en la
revisión de la Cuenta Pública 2013 a través de la auditoría
13-0-20100-12-1421 referente al programa de pensión pa-
ra adultos mayores, señaló que la Secretaría de Desarrollo
Social (Sedesol) aplicó recursos en exceso por la cantidad
de 518 millones 595 mil 400 pesos a gastos de operación,
lo que ocasionó que se dejara de apoyar a 82 mil 316 adul-
tos mayores; realizó pagos en exceso y duplicados a bene-
ficiarios incorporados al programa por 51 millones 593 mil
300 pesos y 4 millones 253 mil 600 pesos, respectivamen-
te; no proporcionó la documentación comprobatoria y jus-
tificativa de la aplicación de los recursos por 46 millones
547 mil 800 pesos, por concepto de talleres, ferias y casas
de día transferidos a las delegaciones federales de la Sede-
sol; y no presentó el detalle de los pagos realizados a los
gestores voluntarios por 33 millones 495 mil 400 pesos, así
como la evidencia de la incorporación a la plataforma de
los informes presentados.

Es necesario que se transparente el uso y destino de los re-
cursos destinados a los programas sociales y a las políticas
públicas que atienden a los adulto mayores del país, pero
también es urgente construir una nueva visión de este sec-
tor poblacional, que permita desmitificar la imagen de ob-
solescencia y pérdida.

Hay que apostar a generar un nuevo rol de las personas
adultas mayores, que contribuya más al beneficio de la so-
ciedad y de ellas mismas. La falta de valoración social y la
no inclusión son los problemas que más aquejan a este sec-
tor de la población. La valoración, especialmente la inclu-
sión, deben darse desde las familias hasta en la definición
de las políticas públicas y de los programas sociales que,
como imperativo, deben protegerlos.

Millones de adultos mayores ya produjeron en su momen-
to. Es hora de retribuirles algo de lo mucho que aportaron
y nos siguen dando.

En virtud de lo anterior someto a consideración de esta
asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal
y al gobierno del estado de México para que, en el ámbito
de sus atribuciones legales, diseñen y pongan en marcha
más políticas públicas y más programas sociales encami-
nados a elevar la calidad de vida y hacer autosuficiente a la
población de 60 años y más, y para que los programas y po-
líticas públicas ya existentes amplíen su catálogo de bene-
ficiarios.

Segundo. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal
y al gobierno del estado de México para que el manejo de
los recursos destinados a programas sociales se haga de
manera imparcial y transparente.

Notas:

1 “Más de 600 millones de habitantes en la tercera edad”, boletín
UNAM-DGCS-492, 27 de agosto de 2015. Disponible en
http://www.dgcs.unam.mx/boletin/bdboletin/2015_492.html (Última
consulta: 30 de agosto de 2015.)

2 Ibídem.

3 Ibídem.
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4 México en Cifras, Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Dis-
ponible en http://www3.inegi.org.mx/sistemas/mexicocifras/default.
aspx (Última consulta: 30 de agosto de 2015.)

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de
2015.— Diputado José Santiago López (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

INVESTIGAR Y DIFUNDIR LAS CAUSAS DEL RE-
TRASO QUE PRESENTAN LOS PAGOS DEL PRO-
GRAMA “PENSIÓN PARA ADULTOS MAYORES”

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Sedesol a investigar y difundir las causas del
retraso de los pagos del programa Pensión para Adultos
Mayores y realizar acciones a fin de resolverlo, a cargo de
la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parla-
mentario de Morena

La que suscribe, diputada Araceli Damián González, inte-
grante de la LXIII Legislatura, miembro del Grupo Parla-
mentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, 79, nume-
ral 2, 89, numeral 2, fracción I, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de este pleno la
siguiente proposición con punto de acuerdo de urgente u
obvia resolución al tenor de las siguientes

Consideraciones

En México, de acuerdo con información del Consejo Na-
cional de Población, Conapo, la población de adultos ma-
yores de 65 años ascendía en 2014 a 7.9 millones, proyec-
tándose su aumento a 9.8 millones en los próximos 15
años.

Esta situación, aunada al incremento de la pobreza en el
país de acuerdo con cifras del Coneval, coloca en una si-
tuación de alta vulnerabilidad a la población mayor a 65
años. Un porcentaje importante de este grupo no cuenta
con ingreso alguno, ya sea por la falta de empleo formal o
informal debido a su edad, y a que se encuentran fuera de
los esquemas formales de seguridad social y pensiones, co-
mo el IMSS o ISSSTE. Aunado a esto, 25 por ciento de las

y los mayores de 65 años sufren alguna discapacidad, ca-
reciendo en la mayoría de estos casos, de acceso a servicios
de salud de calidad.

Como apoyo a este sector de la población, el gobierno fe-
deral estableció el Programa “Pensión para Adultos Mayo-
res”, para contribuir al cumplimiento del Objetivo 2.4 del
Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, en el cual se esta-
blece como prioridad, ampliar el acceso a la seguridad so-
cial y asegurar un ingreso “mínimo” para las personas de
65 años y más que no cuenten con una pensión o jubila-
ción, y bajo el supuesto de incrementar su bienestar econó-
mico y social.

Las personas de 65 años y más, mexicanas por nacimiento
o con un mínimo de 25 años de residencia en el país, que
no reciban una pensión de tipo contributivo mayor a 1 092
pesos mensuales, o por concepto de jubilación, son candi-
datas a obtener como parte de este programa, un ingreso de
580 pesos mensuales en entregas bimestrales. En la actua-
lidad, de acuerdo con cifras oficiales, cerca de cinco millo-
nes de personas son beneficiadas por este programa. 

Aunado a las limitantes del programa en cuanto al monto
de los recursos otorgados, en especial cuando se le compa-
ra con esquemas universales como el de “Pensión Alimen-
taria para Adultos Mayores” implementado en la capital de
la República desde 2001, en fechas recientes se ha obser-
vado un gran número de quejas por el constante retraso de
los pagos bimestrales a aquellas personas ya inscritas en el
programa.

A través de los medios de comunicación, se ha difundido
que las y los beneficiarios del Programa han reclamado,
durante los últimos meses, en diversas oficinas de la Sede-
sol, el pago oportuno de su pensión. Uno de estos casos fue
la protesta registrada en la oficina localizada en la colonia
CTM Culhuacán, en la Delegación Coyoacán del DF, en
donde los beneficiarios denunciaron que no han recibido el
depósito de su pensión. En este caso, el último pago que re-
cibieron fue en mayo de 2015, pues se les había indicado
que debido a la “veda electoral” los depósitos serían “dete-
nidos”, con el compromiso de reanudarlos durante el bi-
mestre junio y julio, situación que no ocurrió.

Decenas de beneficiarios protestaron también en la venta-
nilla de atención ubicada en la colonia Roma Sur de la De-
legación Cuauhtémoc, DF, al no haber recibido en los dos
últimos meses el pago de su pensión. En este caso se de-
nunció que los empleados en dicha oficina informaron que



el pago no se había efectuado debido a que se encontraban
depurando el padrón de beneficiarios, pues se había detec-
tado a adultos mayores duplicados en otros sistemas de
pensión.

En Veracruz, de acuerdo con información difundida en di-
ferentes medios locales y estatales el 18 de septiembre de
2015, la situación es igual de grave para los beneficiarios
del programa. En este caso, el delegado federal de la Se-
cretaría de Desarrollo Social, Marcelo Montiel Montiel,
afirmó que el retraso en el pago de las pensiones se debe a
“que no hay fecha para que termine el cruzamiento (sic) de
datos para formar un padrón único en Veracruz”, razón por
la cual las transferencias se encuentran suspendidas (e-con-
sulta Veracruz, 2015). Es importante destacar que en esta
entidad, una de las más pobladas del país, 34 mil adultos
mayores no han recibido los pagos correspondientes a su
pensión desde hace casi 11 meses.

En Tamaulipas, en otra queja en contra la Secretaría de De-
sarrollo Social, se ha denunciado la suspensión de los pa-
gos desde mayo de este año, al 60 por ciento de los 87 mil
960 adultos mayores beneficiarios de este programa. El
monto de las pensiones no recibidas, sólo en el caso de Ta-
maulipas, es de 102 millones 33 mil 600 pesos, dinero que
pagamos las mexicanas y los mexicanos.

Las quejas e inconformidad por el retraso en los pagos a la
población de 65 años y más beneficiaria de este programa,
se extiende a casi todo el territorio nacional. De forma re-
currente se registran críticas por la falta de capacitación de
los empleados federales encargados de la atención al pú-
blico en este programa, destacándose la mala coordinación,
falta de comunicación e ineficiencia por parte de los gesto-
res sociales de secretaría, quienes están encargados de
atender a beneficiarios que, en muchos casos viven solos,
y que por lo tanto dependen de los gestores para realizar los
diferentes trámites y poder acceder a los recursos.

Otra de las denuncias, se llevó a cabo en Progreso, Yuca-
tán, en donde los adultos mayores beneficiarios del progra-
ma se quejan de la falta de pago correspondiente al bimes-
tre mayo-junio. En este caso los beneficiarios explican que
los encargados del área de Operación y Pagos del Progra-
ma les informaron que se desconoce, hasta el momento, si
se les pagará o no este bimestre.

Para el grupo de adultos mayores de 65 años y más inscri-
to en el Programa, contar con este apoyo, por mínimo que

sea el monto, resulta fundamental para su sobrevivencia,
por lo cual es sumamente preocupante cualquier interrup-
ción o  suspensión de los pagos por parte del gobierno fe-
deral. Con base en lo anterior, se somete a la consideración
del pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al titular de la Secretaría de Desarrollo Social, doctor José
Antonio Meade Kuribreña, a investigar y difundir las cau-
sas del retraso que presentan los pagos del programa “Pen-
sión para adultos mayores”, y a realizar acciones para aten-
der la problemática que denuncian las y los beneficiarios
del mismo, con el objetivo de que se normalicen los pagos
a la brevedad. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 6 de octubre de
2015.— Diputada Araceli Damián González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen.

EMITA LINEAMIENTOS CON OBJETO DE REGULA-
RIZAR LOS AUTOMÓVILES INTRODUCIDOS AL
PAÍS HASTA EL 2015

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP a emitir lineamientos para regularizar los auto-
móviles introducidos en el país hasta 2015, a cargo de la
diputada Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Cynthia Gissel García Soberanes, dipu-
tada a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, fracción I, y
79, párrafos primero, fracción II, y segundo del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de esta soberanía la siguiente propuesta con punto de
acuerdo por el que se exhorta al titular de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público para que emita lineamientos
con el objeto de regularizar los automóviles introducidos
ilegalmente al país hasta el 2015, con base en las siguien-
tes

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 6 de octubre de 2015 / Apéndice53



Año I, Primer Periodo, 6 de octubre de 2015 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados54

Consideraciones

Existen varias teorías acerca de los orígenes del automóvil,
para nosotros todo inició con Nicolas-Joseph Cugnot, a
quien el gobierno francés atribuye la invención del primer
vehículo autopropulsado.

Desde sus comienzos, la industria automotriz junto con el
sector de auto partes, ha jugado un papel importante en la
economía internacional; a grado tal, que algunos econo-
mistas la refieren como la sexta economía de categoría
mundial.

Derivado de su importancia y trascendencia, varios países
(incluido México) han celebrado tratados internacionales
que han permitido y favorecido el desarrollo del comercio
y la industria automotriz.

Muestra de ello fue la celebración del Tratado de Libre Co-
mercio de América del Norte (TLCAN), dirigido a atender
el mercado interno para la industria automotriz de México,
Estados Unidos y Canadá; en esta norma de jerarquía su-
perior se establecieron reglas de carácter general para la
importación de vehículos originarios usados, canadienses o
estadounidenses.

Ante la legalización de la importación definitiva de los au-
tos usados provenientes de Estados Unidos y Canadá, se ha
causado un revuelo entre agrupaciones relevantes relacio-
nadas con la industria automotriz de México y la adminis-
tración pública federal, que ha generado diversas modifi-
caciones al marco normativo sobre esta materia a través de
la promulgación de varios decretos que no han hecho más
que generar una constante incertidumbre tanto para los in-
versionistas como para los consumidores.

Hoy en día, nos encontramos próximos al término de la vi-
gencia del Decreto por el que se Regula la Importación
Definitiva de Vehículos Usados, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 1 de julio de 2011, cuya última
reforma se emitió el 31 de diciembre de 2014.

En dicho decreto se estableció la regulación únicamente
para aquellos vehículos usados que hubieren sido fabrica-
dos o ensamblados en México, Estados Unidos de Nortea-
mérica o Canadá, cuyo año modelo sea de cinco a nueve
años anteriores al año en que sea realizada la importación.

De un análisis riguroso y serio podemos concluir que las
circunstancias económicas durante los últimos años no han

sido propicias y a que la frontera norte ha venido perdien-
do competitividad y el poder adquisitivo, al igual que el in-
greso per cápita ha disminuido; tal como lo dicen las esta-
dísticas publicadas por el Instituto Nacional de Estadística
y Geografía (Inegi).

Ello ha propiciado que las personas de escasos recursos,
cuyo ingreso no supera los tres salarios mínimos, se vean
obligadas a comprar vehículos en el extranjero con un pre-
cio más bajo que en los estados fronterizos e introducirlos
de forma indebida a nuestro país. Incluso, a que muchos de
ellos acudan a tramitar juicios de amparo, mediante los
cuales les permitan circular sin importar el tipo de automó-
vil ni sus condiciones, sin contar con seguro por daños a
terceros, sin cubrir impuestos, sin portar placas de circula-
ción y sin pasar por los centros de verificación y control de
emisiones al ambiente.

Es decir, hoy día transitan por la zona fronteriza infinidad
de vehículos de motor de procedencia ilegal, en pésimas
condiciones mecánicas, que emiten emisiones negativas a
la atmosfera, que ponen en peligro a todos los ciudadanos
y ocasionan problemas de seguridad pública y saneamien-
to, amén de que no han cubierto los derechos e impuestos
correspondientes.

En resumen, el decreto actual no protege a los más necesi-
tados, a los grupos vulnerables de la sociedad, que aparte
de obtener un ingreso exiguo, tienen que cubrir un trans-
porte caro y pésimo para trasladarse dentro de las ciudades
existentes en la frontera norte.

Resulta conveniente hacer notar que la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 1, cla-
ramente ordena que todas las personas gozarán de los de-
rechos humanos reconocidos en la misma y en los tratados
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

En consecuencia, un derecho humano reconocido e inalie-
nable al ser humano lo es el derecho a la propiedad; por lo
que no podemos limitar el derecho de importación definiti-
va a ese sector de la población.

Así las cosas, lo mínimo que como Estado mexicano pode-
mos hacer, es facilitar el acceso a bienes muebles que hoy
en día se han convertido en sumamente necesarios, como
lo es el tener un vehículo automotor.

Por otra parte, el TLCAN que entró en vigor el primero de
enero de 1994, prevé en los anexos 300-A, apéndice 300-



A.2, párrafo veinticuatro, que a partir del primero de enero
de 2009 y gradualmente hasta el año 2019, no se puede
prohibir ni restringir a la importación de vehículos origina-
rios usados, provenientes de Estados Unidos de Norteamé-
rica o Canadá, en función del año modelo de antigüedad de
los automóviles.

Así las cosas, el TLCAN permite la importación libre de
aranceles de vehículos usados entre los países parte del
mismo, siempre y cuando se certifique que tales automoto-
res son de “origen regional”.

Por lo tanto, la problemática se circunscribe a la acredita-
ción de tal circunstancia, que conforme al decreto en co-
mento sólo es posible mediante el “certificado de origen”;
lo cual se traduce en una traba contraria al propio tratado.

El numeral 501 del capítulo V del Instrumento Legal sig-
nado por México no establece ni por error, la hipótesis pre-
vista en el diverso 3 del decreto en mención, por lo que es
evidente que al excederse en requisitos, contraviene lo or-
denado por el artículo 133 de nuestra Carta Magna y en
consecuencia, al TLCAN.

En ese orden de ideas, debe considerarse que para tener co-
nocimiento respecto de si el bien califica como originario,
basta, con el número de identificación vehicular, compues-
to por diversos dígitos que se encuentran adheridos al ve-
hículo y que son únicos, de los que se desprende el lugar de
origen, año de fabricación, marca, modelo, entre otros, y
que la autoridad hacendaria siempre ha aceptado como vá-
lido y legal; ya que así lo estipula el capítulo 3.5 de las Re-
glas de Carácter General en Materia de Comercio Exterior
para 2014 y sus anexos 10 y 21, publicados el 29 de agos-
to de 2014 en el Diario Oficial de la Federación.

Ante tal situación, deriva inexcusablemente lo siguiente:

1. Emitir por un periodo de cinco años, nuevo decreto,
más amplio y que venga a favorecer a los que menos tie-
nen, en el que se permita que los años modelo factibles
de importar, sea de cinco a quince años con anterioridad
al año que se pretende importar, y no de cinco a nueve
años, como actualmente sucede;

2. Que los precios estimados para la importación sean
acordes al valor real del mercado automotriz de autos
usados y que se registra en la región frontera norte, ba-
sada en principios de transparencia y legalidad, la cual
debe ser actualizada cada año, debido a que los precios

de los vehículos se deprecian año con año. Siendo refe-
rente primordial, la factura que es emitida por el vende-
dor en el extranjero;

3. Que el cumplimiento de la normatividad ambiental de
todas y cada una de las unidades que se pretendan im-
portar, que hoy es mediante un certificado de origen
norteamericano, pueda también ser acreditado a través
de un documento expedido por autoridad competente
mexicana o canadiense;

4. Que se otorguen facilidades a las personas que acre-
diten obtener un ingreso menor a tres salarios mínimos,
mediante un programa de pagos en parcialidades a trein-
ta, sesenta y noventa días; y

5. Que resulte suficiente para garantizar que los vehícu-
los de motor califican como “originarios”, el número de
identificación vehicular, también conocido como VIN
por sus siglas en inglés.

Con estas acciones se pretende combatir el abandono de
vehículos automotores, aunado a una mayor recaudación
fiscal en la zona fronteriza.

Se insiste, tal incitación no lleva implícita una confronta-
ción con la industria nacional automotriz ni pretende des-
acelerar el impulso y desarrollo de la misma; por el contra-
rio, supone un apoyo a personas de bajos recursos que no
han sido considerados como clientes potenciales y que en
nada afectan a las armadoras nacionales.

En razón de lo anterior, someto a la consideración de este
pleno la siguiente propuesta con 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, para que emita lineamientos con el objeto
de regularizar los automóviles introducidos al país hasta el
2015, en los términos precisados con anterioridad.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputada
Cynthia Gissel García Soberanes (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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FONDO FRONTERIZO EN APOYO A LAS FRONTE-
RAS NORTE Y SUR-SURESTE DEL PAÍS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP a mantener el fondo fronterizo en apoyo a las
fronteras norte y sur-sureste del país, a cargo de integran-
tes del Grupo Parlamentario del PRI

Los que suscriben, diputados Edgardo Melhem Salinas,
Yaheel Abdala Carmona, Alicia Montserrat Arcos Veláz-
quez, María Esther Guadalupe Camargo Félix, Jesús Juan
de la Garza Díaz del Guante, Miguel González Salum,
Luis Alejandro Guevara Cobos, Mercedes del Carmen Gui-
llen Vicente, Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa y Esdras
Romero Vega, del estado de Tamaulipas, así como los dipu-
tados Marco Antonio García Ayala, Esthela de Jesús Ponce
Beltrán, Adriana del Pilar Ortiz Lanz, Armando Luna Ca-
nales, Hernán de Jesús Orantes López, César Alejandro
Domínguez Domínguez, José Luis Toledo Medina, Próspe-
ro Manuel Ibarra Otero, Álvaro Ibarra Hinojosa y Liliana
Ivette Madrigal Méndez, de los estados fronterizos del nor-
te y sur-sureste del país, Baja California, Baja California
Sur, Campeche, Coahuila, Chiapas, Chihuahua, Quintana
Roo, Nuevo León, Sonora y Tabasco, respectivamente, to-
dos integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional en la LXIII legislatura de la hono-
rable Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y 79, numeral 2, fracción III, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados y demás aplicables,
someten a consideración de esta asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, por el que se solicita a la
honorable Cámara de Diputados a través de la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública considerar en el
análisis, discusión y aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2016 la asignación de re-
cursos en el Fondo Fronterizo por la cantidad de 3 mil
130 millones de pesos.

Consideraciones

El 8 de noviembre de 2013, el Poder Ejecutivo Federal pre-
sentó, ante el H. Congreso de la Unión, la iniciativa de de-
creto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley del IVA donde se incluye modifi-
caciones del impuesto del 11 por ciento al 16 por ciento a
partir del 1ero de enero 2014.

A partir del 1 de enero de 2014, entró en vigor la homolo-
gación del IVA en las fronteras, por lo que estas zonas de-
jaron de pagar una tasa preferencial de 11 por ciento en es-
te gravamen y se realizó el ajuste al 16 por ciento, como el
resto del país.

El Gobierno Federal para compensar los efectos de esta
medida crearon el Fondo Fronterizo, en el Presupuesto de
2014, se consideró una asignación de 3 mil millones de pe-
sos para este fondo en el Anexo 19 del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2014, apli-
cados de la siguiente forma: 

• 2 mil 500.0 millones de pesos para acciones de desa-
rrollo social, y 

• 500.0 millones de pesos para acciones de desarrollo
económico.

El 26 de febrero de 2014, se publicaron los Lineamientos
para la operación del Fondo para Fronteras en el Diario
Oficial de la Federación, cuyo objetivo es impulsar el de-
sarrollo económico en estas zonas, considerando que éstas
contribuyen de manera importante al desarrollo nacional,
mediante la inversión y la creación de empleos.

Los recursos se distribuyeron proporcionalmente entre las
localidades que forman parte de las entidades federativas,
tomando en cuenta el número de habitantes de conformi-
dad con las estadísticas del INEGI, Censo de Población y
Vivienda 2010.

Entre los estados que más recursos recibieron, destacan
Baja California (986.1 millones de pesos), Tamaulipas
(496.5 millones de pesos), Chihuahua (424.8 millones de
pesos) y Quintana Roo (414.3 millones de pesos).

Los recursos asignados a Sedesol (2 mil 500.0 millones de
pesos), se transfirieron a los siguientes programas: 

• Programa Prospera (Tarjeta sin Hambre): Mil 500 qui-
nientos millones de pesos 

• Programa de Abasto Rural (Diconsa): 220 millones de
pesos

• Programa de Empleo Temporal: 280 millones 

• Programa de Comedores Comunitarios: 500 millones



Por su parte, los recursos asignados a la Secretaría de Eco-
nomía (500.0 millones de pesos), se han destinado a accio-
nes de desarrollo económico, a través del Instituto Nacio-
nal del Emprendedor (Inadem) y sus programas:
Fideicomiso México Responde (Programa de Garantías) y
al Fondo Nacional Emprendedor (Programa de Incubación
en Línea).

El monto del subsidio para nuevos emprendimientos en las
entidades federativas fronterizas tiene los siguientes fon-
dos de apoyo:

• Hasta 40 mil pesos para empresas de los sectores co-
mercio y servicios;

• Hasta 80 mil pesos para el caso de empresas del sector
industrial.

Para conocer los efectos de la homologación del IVA en la
economía, es importante observar, en primer lugar, el com-
portamiento de la inflación, pues es en el nivel general de
precios donde se observaría directamente algún efecto en la
economía derivado del incremento en este gravamen.

De acuerdo con cifras del Inegi, en el periodo a agosto de
2014, el Índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC)
tuvo un incremento del 4.15 por ciento a nivel nacional,
mientras que en la región fronteriza el aumento fue del
4.29 por ciento. La diferencia de apenas 0.14 por ciento se
concentra en el componente de mercancías distintas a los
alimentos, en virtud de que éstos continúan sin tener IVA.

El Fondo Fronterizo ha beneficiado, tan solo con la Tarje-
ta sin Hambre a: 48 mil 375 familias en Tamaulipas; 27
mil 604 en Chihuahua; 56 mil 531 en Baja California; 12
mil 967 en Baja California Sur; mil 43 en Campeche; 5 mil
181 en Coahuila; 18 mil 680 en Chiapas; 25 mil 514 en
Quintana Roo; 10 mil 256 en Sonora y 250 en Tabasco.

El Fondo Fronterizo fue creado para mitigar los efectos de
la decisión de homologar el IVA en las zonas fronterizas
del País, beneficiando con Tarjeta sin Hambre a 206 mil
401 familias en los 10 estados que comprenden las fronte-
ras norte y sur, que fue una de las tres acciones fundamen-
tales en lo que se invirtió el fondo.

Debido a los beneficios que trajo esta medida adoptada por
el Ejecutivo Federal, para miles de familias de la frontera
norte y sur-sureste del país, hemos propuesto que sean un
Programa permanente del gobierno federal.

Se plantea que se destinen recursos para acciones de desa-
rrollo social por la cantidad de 3,130 millones de pesos pa-
ra los siguientes programas:

• Programa Prospera (Tarjeta sin Hambre): 2 mil 200
millones de pesos; mil 500 millones que cuesta sostener
a las 206 mil 401 familias y que actualmente se están
ejerciendo del fondo general, más 700 millones para in-
corporar a 100 mil familias al beneficio del programa. 

• Programa de Empleo Temporal: 430 millones; 280 mi-
llones con los que originalmente contaba el Fondo, más
150 para el fortalecimiento de la economía familiar.

• Programa de Comedores Comunitarios: 500 millones,
monto igual al otorgado y que actualmente se están ejer-
ciendo.

Es necesario que la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica considere el análisis, discusión y aprobación del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación de 2016, la reasigna-
ción de recursos y asignación de nuevos, en el Fondo
Fronterizo por la cantidad de 3 mil 130 millones de pesos.

La Secretaria de Hacienda y Crédito Público debe estable-
cer que el Fondo Fronterizo sea un Programa permanente
del Ejecutivo federal y se considere sistemáticamente den-
tro de los Proyectos de Presupuesto de la Federación.

Por todo lo anterior, presentamos a esta soberanía la si-
guiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público a mantener el Fondo Fronteri-
zo, en apoyo a las fronteras norte y sur-sureste del país.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de
2015.— Diputados: Edgardo Melhem Salinas, Adriana del Pilar Ortiz
Lanz, Armando Luna Canales, Hernán de Jesús Orantes López, César
Alejandro Domínguez Domínguez, José Luis Toledo Medina, Próspe-
ro Manuel Ibarra Otero, Liliana Ivette Madrigal Méndez, Yaheel Ab-
dala Carmona, Montserrat Arcos Velázquez, María Esther Guadalupe
Camargo Félix, Jesús Juan de la Garza Díaz del Guante, Miguel Gon-
zález Salum, Luis Alejandro Guevara Cobos, Mercedes del Carmen
Guillen Vicente, Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa, Esdras Romero Ve-
ga, Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo, Miguel Ángel Sulub Caa-
mal, Javier Guerrero García, Francisco Saracho Navarro, Adriana Te-
rrazas Porras, Fernando Uriarte Zazueta, Ana Georgina Zapata Lucero,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 6 de octubre de 2015 / Apéndice57



Álex Le Barón González, Juan Antonio Meléndez Ortega, Arlet Mol-
gora Glover (rúbricas).» 

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

INSPECCIÓN Y VIGILANCIA EN EL GOLFO DE
ULLOA, MUNICIPIO DE COMONDÚ, ESTADO DE
BAJA CALIFORNIA SUR, A FIN DE EVITAR LA MOR-
TANDAD DE LA TORTUGA CAGUAMA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Semarnat a reforzar las actividades de ins-
pección y vigilancia en el Golfo de Ulloa, en Comondú,
Baja California Sur, para evitar la mortandad de la tortuga
caguama, a cargo del diputado Wenceslao Martínez Santos,
del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado federal Wenceslao Martínez Santos,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en al artículo 79,
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados so-
mete a la atención de esta soberanía, proposición con pun-
to de acuerdo para exhortar respetuosamente a la a la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales a
reforzar las actividades de inspección y vigilancia en el
golfo de Ulloa, municipio de Comondú, Baja California
Sur, con el objeto de evitar la mortandad de la tortuga ca-
guama, al tenor de las siguientes

Consideraciones

A través de los años y a causa del deterioro de diversas es-
pecies endémicas de México el gobierno ha lanzado distin-
tos programas para la conservación de éstas. Algunos pro-
gramas han tenido éxito, tal como lo es el implementado
para proteger a la ballena gris. Sin embargo, existen otros
que no han sido suficientes y que, por el contrario, han ace-
lerado la desaparición de las especies, tal como lo es el pro-
blema actual con la tortuga marina. Como se ha hecho
mención en diversos artículos, de las 7 especies que se pue-
den encontrar en las playas mexicanas y los mares circun-
dantes, 6 se encuentran en peligro extinción. En particular
se abordará un caso que amerita toda la atención y priori-
dad posible: la tortuga caguama (Ver cuadro de distribu-
ción1).

De acuerdo con estudios realizados, en los dos últimos
años el índice de mortandad de esta tortuga ha incrementa-
do en 600 por ciento. El problema que enfrenta la tortuga
caguama va más allá de su protección en playas; su extin-
ción está relacionada a la pesca incidental en el golfo de
Ulloa, debido principalmente a las artes de pesca que utili-
zan redes agalleras y que “barren” el fondo marino atra-
pando no sólo a los animales objetivo, sino a todos aque-
llos que se atraviesan por su trayectoria (Ver cuadro de
zona de pesca incidental2).

Es perentorio llevar a cabo acciones efectivas que frenen
de una vez por todas el crecimiento de este índice de mor-
tandad, con normas y regularización en la práctica de la
pesca en la región que incidan positivamente en tan grave
situación.

Entre los intentos que ha llevado a cabo el Ejecutivo Fede-
ral se encuentra el Acuerdo emitido por la Comisión Na-
cional de Acuacultura y Pesca (Conapesca) que establece
una Zona de Refugio Temporal por dos años, así como me-
didas que minimizan la captura incidental de tortugas ma-
rinas en las pesquerías del Golfo de Ulloa. No obstante que
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el acuerdo prohíbe utilizar redes de pesca en el área de dis-
tribución de tortuga caguama (Caretta caretta) del Pacífi-
co norte, y durante su temporada de mayor concentración
en las costas mexicanas a fin de disminuir su captura inci-
dental, éste retrasa la prohibición hasta mayo del 2016. Lo
anterior significa que en el año en curso no serán aplicadas
las prohibiciones antes mencionadas, lo que provocará que
se eleve el número de tortugas que mueran por ahogamien-
to tanto en redes como en palangres.

Año con año, muchas tortugas perecen a causa de estos
aparejos de pesca, ya que su zona de alimentación se mez-
cla con las zonas de pesca ribereña. Los decesos ocurren
principalmente durante el verano, y al problema le han da-
do seguimiento tanto científicos nacionales y extranjeros,
como autoridades de Semarnat y Conapesca.

Sin embargo y pese a los esfuerzos del Gobierno por deli-
mitar un polígono de protección para la tortuga caguama,
la Administración Nacional Oceánica y Atmosférica de Es-
tados Unidos otorgó a México por primera vez una certifi-
cación negativa por mortandad de tortugas caguama. Esto
es sumamente pernicioso para México, ya que de no cum-
plir con los requerimientos internacionales éste país podría
ser sujeto a un embargo pesquero con consecuencias fu-
nestas para muchos mexicanos que viven de dicha activi-
dad.

Por lo fundado, someto a consideración de esta soberanía
la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales a reforzar las activida-
des de inspección y vigilancia en el golfo de Ulloa, muni-
cipio de Comondú, Baja California Sur, con el objeto de
evitar la mortandad de la tortuga caguama.

Notas:

1 Programa de Acción para la conservación de la especie: Tortuga Ca-
guama, Caretta caretta: Comisión Nacional de Áreas Naturales Prote-
gidas.

2 Cepeda, M.F., D. Crespo y E. Sanjurjo (compiladores). 2012. Plane-
ación para la Conservación de la Tortuga Amarilla o Caguama (Caret-

ta caretta) en el Golfo de Ulloa, Baja California Sur. World Wildlife

Fund. México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de septiembre de 2015.—
Diputado Wenceslao Martínez Santos (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

INVESTIGAR LA MUERTE DE NIÑOS EN EL HOSPITAL
DEL NIÑO Y LA MADRE INDÍGENA, EN LA CIUDAD
DE TLAPA, DE ESA ENTIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador de Guerrero a investigar la muerte de meno-
res en el Hospital del Niño y la Madre Indígena, en Tlapa,
suscrita por los diputados Victoriano Wences Real y Lluvia
Flores Sonduck, del Grupo Parlamentario del PRD

Quienes suscriben, diputada Lluvia Flores Sonduk y dipu-
tado Victoriano Wences Real, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolución Democrática de la LXIII
del Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad otor-
gada por los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I; 62, numeral 3; 79, numerales 1, fracción II, y 2;
100, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a consideración de este pleno la presente
proposición con punto de acuerdo con las siguientes 

Consideraciones

En días pasados diversos medios locales del Estado de
Guerrero dieron a conocer que desde el mes de abril se te-
nía conocimiento de la muerte de niños recién nacidos en
el interior Hospital del Niño y la Madre Indígena de Tlapa
de Comonfort, Guerrero.

Este hecho resulta grave porque extraoficialmente se habla
de la muerte de 20 neonatos, mientras que el Secretario de
Salud confirmó el deceso de ocho de ellos y prefirió no dar
a conocer las causas de los decesos. 

Familiares de las víctimas han denunciado que en los últi-
mos tres meses, en lo que va del año, han muerto veinte
criaturas de manera extraña en el nosocomio y creen que al
interior del hospital está infectado de una bacteria por fal-
ta de adecuada limpieza pero particularmente por no seguir
los protocolos de salubridad correspondientes en estos lu-
gares que presumiblemente están al cuidado de las madres
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y niños de 18 municipios de la región de la Montaña cuya
población es mayoritariamente indígena y con muy bajos
ingresos económicos. 

El Hospital del Niño y la Madre Indígena tiene apenas ca-
pacidad para recibir apenas a diez madres por partos pre-
maturos. En él se atienden a mujeres embarazadas de alto
riesgo que reportan constantes problemas obstétricos y he-
morragias, pero su misión fundamental es dar cobertura a
los recién nacidos prematuros y complicados para evitar
que mueran. 

Esto por supuesto resulta contradictorio porque es el mis-
mo Hospital donde los recién nacidos murieron, y lo grave
de este caso reviste en el hecho que los galenos y el perso-
nal que está al cuidado de los niños y el mismo director ge-
neral del Hospital quisieron ocultar su torpeza y su incapa-
cidad para atender de manera oportuna un hecho de esta
naturaleza. 

El propio secretario de salud Edmundo Escobar Esbeica,
que tiene la conducción de la salud pública en el Estado,
puede suponerse que tiene responsabilidad no sólo por su
impericia sino también por la omisión temeraria en que ha
incurrido, toda vez que a más de cuatro meses en que ocu-
rrían los decesos apenas tuvo conocimiento de estos hechos
y declaró a los medios informativos que el pasado mes de
abril 16 niños ingresaron al hospital con algún tipo de pa-
decimiento y que de estos, ocho perdieron la vida al inte-
rior del hospital. 

Con seguridad podemos afirmar que el funcionario de sa-
lud actuó tardíamente, porque apenas reaccionó enviando
según su información a 25 especialistas en materia de epi-
demiología al Hospital General del Niño y la Mujer Indí-
gena del municipio de Tlapa, para iniciar con los protoco-
los de investigación y en lo sucesivo determinar las
responsabilidades en que incurrió el personal que ahí labo-
ra, por la muerte de los infantes. 

El mismo secretario ha reconocido que el problema puede
ser multifactorial por no haberse cumplido con los linea-
mientos de salubridad. 

Aunado a lo anterior, se agrega el grave problema de ha-
cinamiento. Personas que omitieron sus nombres revela-
ron a la Agencia de Noticias de Guerrero que en la sala de
cuidados adultos, que son diseñadas para recibir cuatro
pacientes, tuvieron que meter hasta doce niños prematu-
ros, mientras que en urgencias a otros cuatro y luego su-

bieron a seis, y en urgencias pediátricas se canalizaron
otros seis. 

Agrega la persona que uno de los factores de los decesos
fue el hacinamiento a los prematuritos de menos de 1.5 ki-
los y que además fueron afectados con las bacterias ecoli y
pseudomona. 

Un hecho de esta naturaleza donde se pone en grave riesgo
la salud de las madres y los niños, se debe actuar con pron-
titud y profesionalismo para deslindar responsabilidades.
El secretario de salud prometió rendir un informe de la in-
vestigación pero hasta el momento no se ha dado a conocer
públicamente como lo prometió. 

Podemos deducir en principio que pueden ser, entre otros
factores, los que ocasionaron la muerte de los menores son:
el hacinamiento, medidas de prevención contra la contami-
nación y la impericia del personal, y las autoridades sani-
tarias correspondientes; lo que pudo haber causado la mor-
tandad de los bebés, pero tal hipótesis se puede despejar
con una investigación pronta y expedita con los parámetros
de máxima transparencia y principios de absoluta impar-
cialidad, certeza y objetividad. 

La muerte de los niños representa una tragedia, no sólo por
el sufrimiento de sus familias, sino por el potencial huma-
no perdido. Las autoridades están obligadas a dar una aten-
ción sanitaria integrada y eficaz del niño hasta los 5 años
por lo menos, como lo recomienda la Organización Mun-
dial de la Salud.

Para lograr estos objetivos básicos, se requiere de inversión
en los sistemas de salud de forma urgente y decisiva, por-
que las comunidades indígenas también tienen derecho a
un servicio integrado y de gran calidad, que sin duda de-
penden de recursos y las capacidades que se tienen a la ma-
no, de forma previsible y sostenible con personal califica-
do y motivado. Quienes están al frente de la salud deben
asumir este desafío de forma frontal mediante esfuerzos
concertados y concentrarse con los grupos y personas más
vulnerables como son las mujeres indígenas y los niños
quienes viven alejados de los servicios de salud. Necesita-
mos progresos reales y perdurables. 

Se requiere de forma urgente ampliar la infraestructura del
Hospital para evitar el hacinamiento, al mismo tiempo que
respetar los protocolos sanitarios con personal calificado y
motivado. 
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Nuestros puntos de acuerdo están fundados en nuestra car-
ta magna, en los artículos 2º Constitucional, Apartado B,
fracción III, que garantiza el acceso efectivo a los servicios
de salud mediante la ampliación de la cobertura del siste-
ma nacional, aprovechando debidamente la medicina tradi-
cional, así como apoyar la nutrición de los indígenas me-
diante programas de alimentación, en especial para la
población infantil. 

Asimismo en el artículo 4o. constitucional que ordena que
toda persona tiene derecho a la salud y además que en to-
das las decisiones y actuaciones del Estado se velará y
cumplirá con el principio de interés superior de la niñez,
garantizando de manera plena sus derechos.

Por lo antes expuesto y fundado, solicitamos a esta sobera-
nía se apruebe con carácter de urgente resolución la si-
guiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados, exhorta de manera res-
petuosa al titular del Ejecutivo Federal, para que a través
de la Secretaría de Salud, investigue, revise, evalué inte-
gral, exhaustiva y transparentemente sobre el desempeño y
la responsabilidad en que incurrieron la dirección y el per-
sonal del hospital, así como a las autoridades sanitarias del
Estado sobre la muerte de niños en el Hospital del Niño y
la Madre Indígena con sede en la ciudad de Tlapa de Co-
monfort, y evitar en el futuro la omisión temeraria en que
pudo haber incurrido la Secretaría de Salud. 

Al mismo tiempo se le exhorta para dar una atención a ni-
ños y mujeres indígenas en contexto de salud culturalmen-
te pertinente y evitar la violación de sus derechos humanos. 

Segundo. La Cámara de Diputados, exhorta a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, para investigar al per-
sonal sanitario responsable de la posible comisión de actos
de responsabilidad sanitaria, administrativa y penal a los
servidores públicos por la desatención de salud en perjui-
cio de las víctimas y sus familias; asegurarnos si cumplie-
ron con su responsabilidad de acuerdo con los protocolos
sanitarios y en su momento hacer las recomendaciones
conducentes para asegurar la protección y el derecho hu-
mano a la salud de las personas más vulnerables como lo
son los niños y madres indígenas, y los resultados de la in-
vestigación coadyuven al resarcimiento de los daños físi-
cos, psíquicos y de dignidad humana cometidos en contra
los niños y sus familias. 

Referencias

Estrategia mundial de salud de las mujeres y niños. http://www.who.
int/pmnch/activities/jointactionplan/201009_gswch_sp.pdf?ua=1

Agencia de Noticias Guerrero. http://www.mpsguerreronoticias.com/
principales/mueren-seis-recien-nacidos-en-hospital-del-nino-y-la-ma-
dre-indigena-en-tlapa

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Lluvia Flores Sonduk, Victoriano Wences Real (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

FORMALIZAR LACREACIÓN DE LAPROCURADURÍA
FEDERAL DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al DIF a formalizar la creación de la Procuraduría Federal
de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo del
diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Morena

El que suscribe, Guillermo Rafael Santiago Rodríguez,
diputado a la LXIII Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados, integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en lo establecido en el artículo 6, numeral
1, fracción I; artículo 79, fracción II y numeral 2, fraccio-
nes I y II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

El pasado 4 de diciembre de 2014, fue publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes; en esta nueva ley se reco-
noce a las niñas, niños y adolescentes como titulares de de-
rechos conforme a los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad; esto significa
que para los destinatarios de esta norma se reconocen todos
los derechos de menores de edad, sea que deriven de fuen-
te nacional o de tratados internacionales suscritos por el
Estado mexicano.
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Así, nuestro país ya cuenta con un marco jurídico más só-
lido para avanzar hacia una efectiva protección de los de-
rechos de la infancia y adolescentes que viven en México;
así como de instituciones más fuertes y coordinadas para
responder a los enormes desafíos que representa el efecti-
vo y equitativo acceso a sus derechos.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi), en 2010, en México había un total de pobla-
ción de 112 millones 336 mil 538 mexicanos, de los cuales,
43 millones 541 mil 908 mexicanos eran niñas, niños y
adolescentes. 

Sin embargo, dado que la información se ofrece por grupos
de edad quinquenales, se tiene que 10 millones 624 mil 741
son niñas y 10 millones 951 mil 118 son niños los cuales se
ubican en un rango de edad de los 0 a los 9 años, y 10 mi-
llones 898 mil 315 son adolescentes mujeres y 11 millones
067 mil 734 son adolescentes hombres, ubicándose en el
rango de edad de los 10 a los 19 años. 

Por otra parte, y de acuerdo con la Unicef,1 entre los des-
afíos que aún enfrentan la infancia y adolescencia en el pa-
ís están:

• Poco más de la mitad de los niños, niñas y adolescen-
tes en México (21 millones) vivían en pobreza en 2012,
y de ellos casi 5 millones padecían pobreza extrema.

• Todavía hay 6.1 millones de niños entre 3 y 17 años
que no asisten a la escuela, a pesar de que la cobertura
en educación básica y el promedio de escolaridad han
aumentado. La tasa de mortalidad en menores de 5 años
(por cada mil nacidos vivos) sigue siendo alta en esta-
dos como Guerrero (19.4), Chiapas (19.5), Puebla
(19.7) y Oaxaca (20), a pesar de que la tasa nacional ha
disminuido considerablemente (de 41 en 1990 a 16 en
2012) por cada mil nacidos vivos.

• Seis de cada 10 niños, niñas y adolescentes, han vivi-
do directamente alguna forma de violencia en su casa o
en la escuela.

• En 2013 fueron repatriados de Estados Unidos a Mé-
xico, 15 mil 561 niños, niñas y adolescentes que migra-
ban solos, expuestos a toda clase de peligros y violacio-
nes a sus derechos.

• 2.5 millones de niños, niñas y adolescentes trabajan, a
pesar de los esfuerzos en los últimos años por reducir la
tasa de trabajo infantil.

Ante escenarios como estos, la nueva Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, constituye un
avance sin precedentes en México en términos normativos,
ya que esta ley ordena por primera vez en la historia la cre-
ación de un Sistema Nacional de Protección Integral de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Destacan en la recién promulgada Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes aspectos como:

– La creación de un Sistema Nacional de Protección In-
tegral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
que implica la coordinación de todas las instituciones de
los tres niveles de gobierno (federal, estatal y munici-
pal) para trabajar en conjunto, reaccionar y actuar sin di-
lación con el fin de garantizar los derechos de los niños
y niñas. A la vez, se crearán sistemas estatales y muni-
cipales de protección de derechos.

– El presidente de la República será quien presida dicho
Sistema, lo cual coloca a la protección de los derechos
de niños y niñas en México en el más alto nivel políti-
co.

– La creación de un Sistema de Información sobre in-
fancia, que permitirá contar con datos estadísticos para
monitorear el grado de cumplimiento de los derechos de
la infancia y la adolescencia en el país, identificar las
brechas de desigualdad existentes y mejorar las políticas
y programas.

– La ley también prevé que las políticas de infancia se-
an evaluadas por el Consejo de Evaluación Política de
Desarrollo Social (Coneval).

- En materia presupuestaria, la Ley establece que se des-
tinará el máximo de recursos posibles para la atención
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de la infancia. Actualmente, de los recursos que se iden-
tifican en el Presupuesto de Egresos de la Federación a
través del Anexo Transversal para la atención de la in-
fancia y la adolescencia, menos del 1 por ciento se rela-
ciona con el derecho a la protección, siendo éste uno de
los ejes centrales de la nueva legislación.

Para el tema en comento, destaca la creación de Procura-
durías de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, que
de acuerdo con el artículo 121, establece que: 

Para una efectiva protección y restitución de los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, la federación, den-
tro de la estructura del Sistema Nacional DIF, contará
con una Procuraduría de Protección… integral y restitu-
ción de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las
Procuradurías de Protección deberán establecer contac-
to y trabajar conjuntamente con las autoridades admi-
nistrativas de asistencia social, de servicios de salud, de
educación, de protección social, de cultura, deporte y
con todas aquellas con las que sea necesario para garan-
tizar los derechos de niñas, niños y adolescentes.”; asi-
mismo, “Las entidades federativas deberán contar con
Procuradurías de Protección…2

Por su parte, el artículo 122 señala que las Procuradurías de
Protección, en sus ámbitos de competencia, tendrán las
atribuciones siguientes:

I. Procurar la protección integral de niñas, niños y ado-
lescentes que prevé la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, los tratados internacionales, es-
ta ley y demás disposiciones aplicables. Dicha
protección integral deberá abarcar, por lo menos:

a) Atención médica y psicológica;

b) Seguimiento a las actividades académicas y entorno
social y cultural; y

c) La inclusión, en su caso, de quienes ejerzan la patria
potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y
adolescentes en las medidas de rehabilitación y asisten-
cia;

II. Prestar asesoría y representación en suplencia a ni-
ñas, niños y adolescentes involucrados en procedimien-
tos judiciales o administrativos, sin perjuicio de las atri-
buciones que le correspondan al Ministerio Público, así
como intervenir oficiosamente, con representación co-

adyuvante, en todos los procedimientos jurisdiccionales
y administrativos en que participen niñas, niños y ado-
lescentes, de conformidad con lo dispuesto en la pre-
sente ley y demás disposiciones aplicables;

III. Coordinar la ejecución y dar seguimiento a las me-
didas de protección para la restitución integral de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de que las
instituciones competentes actúen de manera oportuna y
articulada;

IV. Fungir como conciliador y mediador en casos de
conflicto familiar, cuando los derechos de niñas, niños y
adolescentes hayan sido restringidos o vulnerados, con-
forme a las disposiciones aplicables. La conciliación no
procederá en casos de violencia;

V. Denunciar ante el Ministerio Público aquellos hechos
que se presuman constitutivos de delito en contra de ni-
ñas, niños y adolescentes;

VI. Solicitar al Ministerio Público competente la impo-
sición de medidas urgentes de protección especial idó-
neas, cuando exista un riesgo inminente contra la vida,
integridad o libertad de niñas, niños y adolescentes,
quien deberá decretarlas a más tardar, durante las si-
guientes 3 horas a la recepción de la solicitud, dando
aviso de inmediato a la autoridad jurisdiccional compe-
tente. Son medidas urgentes de protección especial en
relación con niñas, niños y adolescentes, además de las
establecidas en el Código Nacional de Procedimientos
Penales, las siguientes:

a) El ingreso de una niña, niño o adolescente a un cen-
tro de asistencia social; y

b) La atención médica inmediata por parte de alguna
institución del Sistema Nacional de Salud.

Dentro de las 24 horas siguientes a la imposición de la
medida urgente de protección, el órgano jurisdiccional
competente deberá pronunciarse sobre la cancelación,
ratificación o modificación de la medida que se encuen-
tre vigente;

VII. Ordenar, fundada y motivadamente, bajo su más
estricta responsabilidad, la aplicación de medidas ur-
gentes de protección especial establecidas en la fracción
anterior, cuando exista riesgo inminente contra la vida,
integridad o libertad de niñas, niños o adolescentes,
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dando aviso de inmediato al ministerio público y a la au-
toridad jurisdiccional competente.

Dentro de las 24 horas siguientes a la imposición de la
medida urgente de protección el órgano jurisdiccional
competente deberá pronunciarse sobre la cancelación,
ratificación o modificación de la medida que se encuen-
tre vigente.

Para la imposición de las medidas urgentes de protec-
ción, el procurador de Protección podrá solicitar el au-
xilio de las instituciones policiales competentes.

En caso de incumplimiento de las medidas urgentes de
protección, el procurador de Protección podrá solicitar
la imposición de las medidas de apremio correspon-
dientes a la autoridad competente;

VIII. Promover la participación de los sectores públi-
co, social y privado en la planificación y ejecución
de acciones a favor de la atención, defensa y protección
de niñas, niños y adolescentes;

IX. Asesorar a las autoridades competentes y a los sec-
tores público, social y privado en el cumplimiento del
marco normativo relativo a la protección de niñas, niños
y adolescentes, conforme a las disposiciones aplicables;

X. Desarrollar los lineamentos y procedimientos a los
que se sujetarán para la restitución de los derechos de
niñas, niños y adolescentes;

XI. Coadyuvar con el Sistema Nacional DIF y los Sis-
temas de las Entidades en la elaboración de los linea-
mientos y procedimientos para registrar, capacitar, eva-
luar y certificar a las familias que resulten idóneas,
considerando los requisitos señalados para el acogi-
miento pre-adoptivo, así como para emitir los certifica-
dos de idoneidad;

XII. Proporcionar información para integrar y sistema-
tizar el Registro Nacional de Centros de Asistencia So-
cial;

XIII. Supervisar el debido funcionamiento de los cen-
tros de asistencia social y, en su caso, ejercer las accio-
nes legales que correspondan por el incumplimiento de
los requisitos que establece la presente Ley y demás dis-
posiciones aplicables;

XIV. Supervisar la ejecución de las medidas especiales
de protección de niñas, niños y adolescentes que hayan
sido separados de su familia de origen por resolución ju-
dicial;

XV. Realizar y promover estudios e investigaciones pa-
ra fortalecer las acciones a favor de la atención, defensa
y protección de niñas, niños y adolescentes, con el fin de
difundirlos entre las autoridades competentes y los sec-
tores público, social y privado para su incorporación en
los programas respectivos, y

XVI. Las demás que les confieran otras disposiciones
aplicables.3

Lo anterior, de acuerdo al artículo Sexto transitorio del De-
creto por el que se expide la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, y mandata que el “Siste-
ma Nacional DIF deberá reformar su Estatuto Orgánico, a
fin de que en un plazo no mayor a noventa días naturales,
a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, se for-
malice la creación de la Procuraduría Federal de Protección
de Niñas, Niños y Adolescentes, con sus respectivas unida-
des administrativas.”4

No obstante lo anterior, a la fecha, ya han transcurrido más
de los noventa días naturales y no se ha formalizado la cre-
ación de la mencionada Procuraduría; o sea, hasta esta fe-
cha, ya han pasado alrededor de 200 días naturales, y no se
ha reformado el Estatuto Orgánico del Sistema Nacional
para el Desarrollo Integral de la Familia.

De ahí pues el presente punto de acuerdo, cuya finalidad es
la de impulsar las acciones que ordena la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, poniendo el
interés superior del menor y de los adolescentes y dar cum-
plimiento a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación bajo los siguientes términos:

Interés Superior del Menor. Su concepto. “En términos de
los artículos 4o., párrafo octavo, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 3 de la Convención
sobre los Derechos del Niño, ratificada por México y pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de ene-
ro de 1991; y 3, 4, 6 y 7 de la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, los tribunales,
en todas las medidas que tomen relacionadas con los me-
nores, deben atender primordialmente al interés superior
del niño; concepto que interpretó la Corte Interamericana

Año I, Primer Periodo, 6 de octubre de 2015 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados64



de Derechos Humanos (cuya competencia contenciosa
aceptó el Estado Mexicano el 16 de diciembre de 1998) de
la siguiente manera: la expresión ‘interés superior del niño’
[...] implica que el desarrollo de éste y el ejercicio pleno de
sus derechos deben ser considerados como criterios recto-
res para la elaboración de normas y la aplicación de éstas
en todos los órdenes relativos a la vida del niño.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración de
esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados, exhorta al Sistema Na-
cional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), a
formalizar la creación de la Procuraduría Federal de Pro-
tección de Niñas, Niños y Adolescentes; como lo establece
el artículo Sexto transitorio del Decreto por el que se expi-
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes.

Notas:

1 http://www.unicef.org/mexico/spanish/noticias_28530.htm

2 DOF, 4-12-2014. Decreto por el que se expide la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y se reforman diversas dis-
posiciones de la Ley General de Prestación de Servicios para la Aten-
ción, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil.

3 Ibídem.

4 Ibídem.

Dado en el Palacio Legislativo, a 6 de octubre de 2015.—Diputado
Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

ALTOS ESTÁNDARES EN MATERIA DE DERECHOS
HUMANOS, SEÑALADOS EN LOS PRECEDENTES
DE LA SCJN

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las legislaturas locales a incluir en sus normativas civil y
familiar elevados estándares en materia de derechos huma-
nos, señalados en los precedentes de la SCJN, a cargo del
diputado Armando Luna Canales, del Grupo Parlamentario
del PRI

El que suscribe, Armando Luna Canales, diputado integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional de la LXIII Legislatura, con fundamento en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I, 79, numeral 1, fracción II, y
numeral 2, fracciones I, III, IV y VI, y demás relativos del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a conside-
ración de esta honorable asamblea proposición con punto
de acuerdo, para exhortar a las Legislaturas de las entida-
des federativas para que emprendan las medidas legislati-
vas necesarias para incorporar, en su legislación civil y fa-
miliar, los más altos estándares en materia de derechos
humanos señalados en los precedentes de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, con base en las siguientes

Consideraciones

I. La reforma constitucional de derechos humanos: un nue-
vo paradigma en la interpretación y la aplicación delos de-
rechos.

Han transcurrido poco más de cuatro años desde la entrada
en vigor de la reforma más trascendental en la vida institu-
cional de nuestro país: la reforma constitucional en materia
de derechos humanos. Con la misma, nuestra ley funda-
mental colocó al ser humano como el fundamento y senti-
do de todo proceder estatal.

Con la reforma en comento, fue inaugurada también una
nueva era en la manera de ver, entender e interpretar al de-
recho, tan es así, que la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción –SCJN– declaró el inicio de una nueva época en la
emisión de precedentes judiciales.

A la vez, con las enmiendas señaladas, fue adoptado un
nuevo paradigma a seguir, consistente en que el reconoci-
miento, la protección y la garantía de los derechos huma-
nos constituyen el eje fundamental de la acción del Estado,
además de constituir guías para la interpretación y la apli-
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cación de las normas secundarias y el parámetro para
orientar la producción legislativa.

Mención especial merece el hecho de que, con la reforma
citada, fueron elevados a rango constitucional los derechos
fundamentales establecidos en los tratados internacionales
de los que México es parte, con lo cual fueron sentadas las
bases para garantizar una mayor promoción y protección
de los derechos humanos reconocidos internacionalmente.
A la par de lo anterior, fue establecido el principio proper-
sona en la ley suprema, mediante el cual, todas las autori-
dades tienen el deber de interpretar las normas relativas a
derechos humanos en el sentido que favorezca la protec-
ción más amplia a las personas en todo momento.

Adicionalmente, fue establecido que todas las autoridades
del país, en su respectivo ámbito competencial, tienen la
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresi-
vidad.1

Ahora bien, en virtud de este cambio de paradigma y de la
equiparación constitucional de los derechos humanos esti-
pulados en los tratados internacionales, el Estado mexica-
no robusteció su compromiso de cumplir las obligaciones
suscritas por el mismo ante la comunidad internacional de
Estados, como lo son aquellas contraídas dentro del Siste-
ma Universal de Naciones Unidas y las pactadas ante el
Sistema Interamericano.

II. Acciones emprendidas en el plano federal y asignaturas
pendientes en el ámbito local.

Dentro de ese contexto, las autoridades de los Poderes
de la Unión emprendieron una serie de acciones para
acelerar, dentro de sus ámbitos competenciales, la con-
solidación del nuevo paradigma en materia de derechos
humanos. Así, el Poder Legislativo Federal realizó una
serie de medidas legislativas para incorporar en el mar-
co jurídico federal las normas que desarrollaran los con-
tenidos de la reforma constitucional aludida y aquellas
insertas en los instrumentos internacionales en la mate-
ria. Lo propio fue realizado por el Poder Ejecutivo Fe-
deral, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dentro de
sus respectivas atribuciones.2

Particularizando, en lo que atañe a los Poderes Legislativo
federal y el Judicial de la federación, una de las primeras

acciones emprendidas por el Congreso de la Unión –y aún
pendiente en algunos rubros– fue la consistente en armoni-
zar el orden jurídico federal con los tratados internaciona-
les suscritos por nuestro país, ya que la omisión de ello o,
en su caso, la emisión y aplicación de normas internas que
contravengan lo dispuesto por los instrumentos internacio-
nales, puede derivar en responsabilidad internacional para
el Estado Mexicano.  

En cuanto al Poder Judicial de la federación, como ya se ha
dicho, este inauguró la Décima Época en la interpretación
judicial, emitiendo magníficos fallos en los que se desarro-
lla y maximiza esa nueva manera de entender al derecho
conforme a los más altos estándares en materia de derechos
humanos, reconociendo, inclusive, que la jurisprudencia
emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos
es vinculante para los jueces nacionales, siempre y cuando
la misma sea más favorable a las personas.3

Como se puede apreciar, la reforma constitucional de dere-
chos humanos ha sido implementada en gran parte dentro
del ámbito federal, sin embargo, en lo referente al orden lo-
cal, aún hoy en día varias entidades federativas presentan
rezagos en la adecuación de sus normas jurídicas con los
nuevos contenidos de la reforma constitucional y los están-
dares internacionales en la materia.

Lo anterior se evidencia, ante el hecho de que son cada vez
más las personas que mediante el juicio de amparo buscan
el reconocimiento de sus derechos humanos argumentando
la falta de adecuación de las normas locales con la Consti-
tución y con los tratados internacionales de los que Méxi-
co es parte.

En esa tesitura, por lo que hace al caso específico de las
normas jurídicas locales en las materias civil y familiar, las
cuales regulan, entre otras instituciones, aquellos actos y
negocios jurídicos de mayor inmediatez en la vida cotidia-
na de las personas, el Supremo Tribunal del país ha emiti-
do diversos precedentes en los que ha declarado la contra-
vención de tales normas con los principios plasmados en la
Constitución y en los instrumentos internacionales suscri-
tos por nuestro país.

Cabe precisar que, si bien, las resoluciones emitidas por la
SCJN se refieren a la declaración de inconstitucionalidad
de determinadas normas locales, la construcción argumen-
tativa de tales fallos se basa en la estimación de inconstitu-
cionalidad realizada mediante un nivel de abstracción que
permite desprender reglas constitucionales de carácter ge-
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neral, esto es, válidas frente a todas las leyes que establez-
can los mismos supuestos normativos, por lo que, en con-
secuencia, aquellas normas locales en las que se verifique
la existencia delas mismas razones que motivaron pronun-
ciamientos previos de inconstitucionalidad por parte de la
SCJN, deberían ser reformadas por el legislador local.

En ese orden de ideas, es necesario que los congresos lo-
cales emprendan las medidas legislativas necesarias para
adecuar su legislación civil y familiar conforme a los crite-
rios emitidos por la SCJN, en su calidad de intérprete final
de la Constitución, y con los estándares internacionales en
materia de derechos humanos.

Para concretizar a plenitud la reforma constitucional de de-
rechos humanos, es menester que las entidades federativas
enmienden sus ordenamientos jurídicos en aquellas institu-
ciones que han sido detectadas como inconstitucionales en
otros precedentes, ya que de esta manera se reducirá la bre-
cha existente entre el derecho positivo local y el derecho
internacional de los derechos humanos suscrito por el Es-
tado Mexicano.

III. Algunas normas civiles y familiares de los estados, de-
claradas inconstitucionales.

A continuación, se hará una referencia ilustrativa de crite-
rios mediante los cuales la SCJN ha declarado la inconsti-
tucionalidad de normas locales en materias civil y familiar,
particularmente, en lo que atañe a instituciones como el di-
vorcio, la adopción, la patria potestad, el derecho al nom-
bre, la indemnización extra patrimonial y el matrimonio
entre personas del mismo sexo, por citar algunas.   

Por lo que hace a la institución del divorcio, esta ha sido es-
pecialmente desarrollada, particularmente en lo que aún se
regula en algunas entidades federativas como “causales” y
que constituían aquellas razones de índole legal que habili-
taban el acceso a un divorcio. Al respecto, y siguiendo los
más elevados parámetros en materia de derechos humanos,
la SCJN ha sentado una línea jurisprudencial de acuerdo
con la cual la sola existencia de una “causal” de divorcio
atenta contra el derecho fundamental a la libre personali-
dad del individuo.

En la “Contradicción de Tesis 73/2014” la SCJN determi-
nó que la legislación civil vulnera el derecho fundamental
a la dignidad humana cuando exige una causal de divorcio
para los cónyuges, aún y cuando existiera consentimiento

mutuo de ambas partes contratantes, mediante el siguiente
criterio jurisprudencial:

Divorcio necesario. El régimen de disolución del ma-
trimonio que exige la acreditación de causales, vul-
nera el derecho al libre desarrollo de la personalidad
(Códigos de Morelos, Veracruz y legislaciones análo-
gas). El libre desarrollo de la personalidad constituye la
expresión jurídica del principio liberal de “autonomía
de la persona”, de acuerdo con el cual al ser valiosa en
sí misma la libre elección individual de planes de vida,
el Estado tiene prohibido interferir en la elección de és-
tos, debiéndose limitar a diseñar instituciones que faci-
liten la persecución individual de esos planes de vida y
la satisfacción de los ideales de virtud que cada uno eli-
ja, así como a impedir la interferencia de otras personas
en su persecución. En el ordenamiento mexicano, el li-
bre desarrollo de la personalidad es un derecho funda-
mental que permite a los individuos elegir y materiali-
zar los planes de vida que estimen convenientes, cuyos
límites externos son exclusivamente el orden público y
los derechos de terceros. De acuerdo con lo anterior, el
régimen de disolución del matrimonio contemplado en
las legislaciones de Morelos y Veracruz (y ordenamien-
tos análogos), que exige la acreditación de causales
cuando no existe mutuo consentimiento de los contra-
yentes, incide en el contenido prima facie del derecho al
libre desarrollo de la personalidad. En este sentido, se
trata de una medida legislativa que restringe injustifica-
damente ese derecho fundamental, toda vez que no re-
sulta idónea para perseguir ninguno de los límites que
imponen los derechos de terceros y de orden público. En
consecuencia, los artículos 175 del Código Familiar pa-
ra el Estado de Morelos y 141 del Código Civil para el
estado de Veracruz, en los cuales se establecen las cau-
sales que hay que acreditar para que pueda decretarse la
disolución del matrimonio cuando no existe mutuo con-
sentimiento de los cónyuges, son inconstitucionales. De
acuerdo con lo anterior, los jueces de esas entidades fe-
derativas no pueden condicionar el otorgamiento del di-
vorcio a la prueba de alguna causal, de tal manera que
para decretar la disolución del vínculo matrimonial bas-
ta con que uno de los cónyuges lo solicite sin necesidad
de expresar motivo alguno. No obstante, el hecho de que
en esos casos se decrete el divorcio sin la existencia de
cónyuge culpable no implica desconocer la necesidad
de resolver las cuestiones familiares relacionadas con la
disolución del matrimonio, como pudieran ser la guarda
y custodia de los hijos, el régimen de convivencias con
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el padre no custodio, los alimentos o alguna otra cues-
tión semejante.4 (El remarcado es propio)

Mismo criterio fue sostenido por la SCJN al resolver el am-
paro directo 553/2014 en el que determinó la inconstitu-
cionalidad de exigir una causal de divorcio, aún y cuando
existiera mutuo consentimiento de las partes para disolver
el vínculo matrimonial. En la tesis III.2o.C.25 C (10a.) de
rubro “Divorcio. El artículo 404 del Código Civil del Esta-
do de Jalisco al exigir la acreditación de una causal para di-
solver el vínculo matrimonial vulnera el derecho de libre
desarrollo de la personalidad y, por tanto, de la dignidad
humana”, la Corte indicó que:

…si la libre voluntad de las partes es un elemento esen-
cial del matrimonio, es indudable que aquélla también
debe ser tomada en cuenta para decidir, legalmente, si
dicha unión conyugal seguirá existiendo o si se disolve-
rá, pues no puede ser reconocida sólo al momento de ce-
lebrarse el matrimonio, y soslayarse una vez tramitado
el divorcio. Así, el artículo 404 del Código Civil del Es-
tado de Jalisco vulnera el derecho al libre desarrollo de
la personalidad y, por tanto, la dignidad humana, al exi-
gir la acreditación de una causal de divorcio para disol-
ver el vínculo matrimonial, pues la libertad del cónyuge
para diseñar de manera autónoma su proyecto de vida,
no puede condicionarse a la demostración de las causa-
les que invocó en su escrito inicial de demanda, pues es-
ta imposición incidiría de manera perniciosa en el libre
desarrollo de su personalidad y dignidad humana; por
tanto, la única causa determinante que puede conside-
rarse como constitucionalmente válida, no es más que la
libre voluntad que expresó en su demanda, con inde-
pendencia de que dicha decisión haya sido motivada o
no, por alguna de las conductas que enumera el citado
precepto de la legislación civil de Jalisco.5

En el caso del estado que represento, Coahuila de Zarago-
za, también se han dado importantes precedentes de los
cuales ha tomado conocimiento la SCJN. En el amparo di-
recto en revisión 1819/2014, referente a la disolución or-
denada jurisdiccionalmente de un vínculo matrimonial en
el que una de las partes manifestó su inconformidad, se de-
terminó que la legislación civil del Estado era acorde a los
principios constitucionales al no exigir una “causal” de di-
vorcio que habilitará la procedencia de aquel por cualquie-
ra de los consortes. En este amparo, la corte indicó:

…Es verdad que antes de la legislación familiar que
ahora se combate, ya se contemplaban diversas formas

de disolución matrimonial (divorcio voluntario y divorcio
necesario), sin embargo, debe destacarse que el estableci-
miento del divorcio sin causales resulta congruente con la
obligación contenida en el tercer párrafo del artículo 1o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, pues con ello se atiende al derecho fundamental a
la dignidad humana …El divorcio sin causa, constituye
un camino, por llamarlo así, de fácil acceso para la diso-
lución del vínculo matrimonial, en el que es suficiente la
solicitud unilateral de la disolución del matrimonio para
que el juez la decrete aún sin causa para ello, donde in-
cluso no importa la posible oposición del diverso consor-
te, pues la voluntad del individuo de no seguir vinculado
con su cónyuge es preponderante, no está supeditada a
explicación alguna sino simplemente a su deseo de ya no
continuar casado, por lo que la sola manifestación de vo-
luntad de no querer continuar con el matrimonio es sufi-
ciente…6 (El remarcado es propio)

De este asunto se derivaron dos tesis de nuestro máximo
tribunal y en las que nuevamente puede advertirse su alto
estándar en materia de derechos humanos al indicar que el
divorcio incausado, manifestado por cualquiera de las dos
partes, constituye una manifestación del libre ejercicio de
la personalidad tutelado por nuestra Constitución. La Cor-
te sentó que:

Divorcio sin expresión de causa. Constituye una for-
ma de ejercer el derecho al libre desarrollo de la per-
sonalidad. En el divorcio sin expresión de causa, es su-
ficiente la solicitud unilateral de la disolución del
matrimonio para que el juez la decrete aun sin causa pa-
ra ello, donde incluso no importa la posible oposición
del diverso consorte, pues la voluntad del individuo de
no seguir vinculado con su cónyuge es preponderante, la
cual no está supeditada a explicación alguna, sino sim-
plemente a su deseo de ya no continuar casado, por lo
que la sola manifestación de voluntad de no querer con-
tinuar con el matrimonio es suficiente. Así, dicha mani-
festación constituye una forma de ejercer el derecho al
libre desarrollo de la personalidad, pues decidir no con-
tinuar casado y cambiar de estado civil, constituye la
forma en que el individuo desea proyectarse y vivir su
vida; es decir, el modo en que decide de manera libre y
autónoma su proyecto de vida.7

Asimismo:

Divorcio sin expresión de causa. Al establecerlo en la
ley, el legislador del estado de Coahuila atiende a la
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obligación que tienen todas las autoridades del Esta-
do mexicano, prevista en el tercer párrafo del artícu-
lo 1o. constitucional. Si bien es cierto que antes de que
se estableciera en la legislación familiar del Estado de
Coahuila de Zaragoza el divorcio sin expresión de cau-
sa, ya se contemplaban diversas formas de disolución
matrimonial (divorcio voluntario o divorcio necesario),
también lo es que el legislador de ese Estado, al incor-
porar tal figura en los artículos 362 y 365 del código ad-
jetivo, y 582 del sustantivo, de la entidad, atendió a la
obligación que tienen todas las autoridades del Estado
Mexicano de promover, respetar, proteger y garantizar
los derechos humanos, establecida en el artículo 1o., pá-
rrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, considerando que con la simple ma-
nifestación de voluntad de uno solo de los cónyuges de
no seguir casado, se ejerce el derecho al libre desarrollo
de la personalidad.8

Por lo que hace a la institución de la adopción, la misma ha
sido también otro de los grandes progresos en los que nues-
tra Suprema Corte se ha destacado. Ya desde el año 2011
nuestro máximo tribunal manifestaba su temprano parecer
en torno a la adopción por parte de personas del mismo se-
xo. En la Acción de inconstitucionalidad 2/2010, referente
a la reforma de la legislación civil en el Distrito Federal
que habilitó la unión civil entre personas del mismo sexo y,
consecuentemente, permitió también la adopción por parte
de aquellos, la SCJN determinó que no asistía la razón al
quejoso (Procuraduría General de la República) pues inde-
pendientemente de quienes integran el lazo del matrimonio
debía de estarse para el caso del menor al interés superior
de aquel y no establecer una suerte de prejuicio condicio-
nado al género de los adoptantes. La SCJN indicó que:

Interés superior del niño tratándose de la adopción
por matrimonios entre personas del mismo sexo. La
protección al interés superior de los niños y las niñas
consagrado en el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, es un principio que
exige su cumplimiento por parte del Estado en todos sus
niveles de gobierno y ámbitos competenciales y si bien
es cierto que tratándose de la institución civil de la
adopción, los derechos de los menores sujetos a adop-
ción se encuentran en posición prevalente frente al inte-
rés del adoptante o adoptantes, también lo es que ello no
se traduce en que la orientación sexual de una persona o
de una pareja lo degrade a considerarlo, por ese solo he-
cho, como nocivo para el desarrollo de un menor y, por
ello, no permitirle adoptar. Cualquier argumento en esa

dirección implicaría utilizar un razonamiento vedado
por el artículo 1o. constitucional que, específicamente,
prohíbe la discriminación de las personas por razón de
sus preferencias, lo que además sería contrario a la in-
terpretación que la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha desarrollado respecto del tipo de familia prote-
gido por el artículo 4o. constitucional y los derechos de
los menores. Así pues, en el caso de la adopción, lo que
exige el principio del interés superior del menor es que
la legislación aplicable permita delimitar el universo de
posibles adoptantes, sobre la base de que ofrezcan las
condiciones necesarias para el cuidado y desarrollo del
menor establecidas en la ley, para que la autoridad apli-
cadora evalúe y decida respecto de la que represente su
mejor opción de vida, pues sostener que las familias ho-
moparentales no satisfacen este esquema implicaría uti-
lizar un razonamiento constitucionalmente contrario a
los intereses de los menores que, en razón del derecho a
una familia, deben protegerse.9 (El remarcado es pro-
pio)

Esta posición de la SCJN fue reafirmada de manera con-
tundente en tiempo reciente, de este modo, en la acción de
inconstitucionalidad 8/2014 nuestro máximo tribunal de-
terminó la inconstitucionalidad del artículo 19 de la Ley
Regulatoria de Sociedades Civiles de Convivencia del Es-
tado de Campeche al vulnerar los principios de igualdad y
no discriminación, así el derecho a una familia por parte de
las personas que forman parte de una sociedad civil de con-
vivencia al no permitirles adoptar en forma conjunta o in-
dividual. 

En este caso, la SCJN señaló que las sociedades de convi-
vencia, ya sea entre personas del mismo sexo o heterose-
xuales, conforman un modelo de familia reconocido por la
Constitución y que, por tanto, les asiste el derecho a la
adopción de hijos. Además, la Corte indicó que es nulo de
pleno derecho cualquier pacto que contravenga este dere-
cho elemental a la constitución de una familia por vía de la
adopción.10

A la par de las instituciones enunciadas hasta el momento,
existen también otras que, de conformidad con los criterios
emitidos por la SCJN y con los instrumentos internaciona-
les en los que nuestro país es parte, es necesario reformar
en el ámbito local.

En materia de patria potestad, el máximo tribunal al resol-
ver el amparo directo en revisión 77/2012, declaró la in-
constitucionalidad de legislación civil estatal quecontrave-
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nía los principios pro persona y el del interés superior de la
niñez en la Tesis primera CXVIII/2012 (décima) de rubro
“Patria Potestad. El artículo 598, fracción III, del Código
Civil del Estado de Jalisco, en la parte que condiciona la
pérdida de aquélla a que se demuestre que quienes la ejer-
cen comprometieron la seguridad o moralidad del menor,
es inconstitucional”, recaída al amparo en mención se se-
ñaló: 

…el artículo 598, fracción III, del Código Civil del Es-
tado de Jalisco, en la parte que sanciona con la pérdida
de la patria potestad a condición de que el abandono de
los deberes alimenticios de quienes la ejercen compro-
meta la seguridad o la moralidad de aquellos sobre quie-
nes se ejerce, es inconstitucional al transgredir el interés
superior del menor, pues no se justifica que la aplicación
de dicha sanción se condicione a que con el abandono se
comprometa su seguridad o moralidad, porque la pro-
tección que se le da a través de esa sanción no es eficaz,
ya que cuando un padre incumple sus deberes, entre
ellos los alimentarios, frecuentemente alguien más se
hace cargo de ellos, lo que impediría sancionar al pro-
genitor que ha incumplido de forma contumaz con sus
obligaciones y deberes de protección. En este sentido,
basta con que el juez verifique en el caso concreto que
efectivamente el progenitor en cuestión ha incumplido
sus deberes alimenticios sin que exista una causa justi-
ficada para ello, para que el juzgador pueda decretar la
pérdida de la patria potestad del menor. Tampoco es
oportuna, porque en el supuesto de que nadie se haga
cargo de aquellos deberes, dicha disposición no sólo se
reduce a recomendaciones sino que implícitamente per-
mite a los ascendientes que incumplan con sus deberes
hasta el grado o medida en que el menor pueda estar en
riesgo o peligro, lo cual va en contra de los artículos 4o.,
de la Ley Fundamental, 5o., 18, apartado 1 y 27, aparta-
dos 2 y 4, de la Convención sobre los Derechos del Ni-
ño…11 (El remarcado es propio).

Adicionalmente, sobre esta misma institución, la Primera
Sala de la SCJN, al resolver el amparo directo en revisión
12/2010, mediante la Tesis: 1a. CCV/2011 (9a.) de rubro
“Pérdida de patria potestad. La porción normativa de la
fracción II del artículo 4.224 del Código Civil del Estado
de México que establece un requisito adicional al abando-
no de las obligaciones alimentarias por más de dos meses,
es inconstitucional”, declaró la inconstitucionalidad de la
fracción II del artículo 4.224 del Código Civil del Estado
de México, en virtud de que dicha norma condicionaba la
pérdida de la patria potestad al hecho de que con el incum-

plimiento de las obligaciones alimentarias por más de dos
meses se comprometiera la salud, la seguridad o la morali-
dad de los menores. Al respecto, la Corte señaló que con
ese requisito adicional al simple incumplimiento de las
obligaciones alimentarias por el tiempo estipulado en la le-
gislación, se contravenía el interés superior del menor y
los deberes constitucionales a cargo de los ascendientes,
tutores y custodios establecidos en el artículo 4o. constitu-
cional, ya que el interés superior del menor impone una tu-
tela reforzada de los derechos de la niñez, por lo que, den-
tro esa línea, si el legislador establece un requisito
adicional al abandono de los deberes alimentarios para
perder la patria potestad, con ello se contraviene la garan-
tía de tutela reforzada para los menores, ya que para estos
resulta una medida más protectora de sus intereses una cau-
sal de pérdida de patria potestad, que otra donde simple-
mente se exija el incumplimiento de los deberes alimenta-
rios por determinado tiempo, sin necesidad de que se
acrediten otras circunstancias.12

En relación también con la patria potestad, el pleno de la
SCJN, mediante la tesis jurisprudencial P./J. 61/2008, al re-
solver la contradicción de tesis 21/2006-PL, señaló:

Patria potestad. El supuesto normativo que impone
su pérdida por abandono injustificado del hogar
conyugal por más de 6 meses, es una sanción civil
que transgrede el artículo 22 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Del indicado
precepto se advierte que la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos proscribe cualquier tipo de
sanción excesiva (penal, civil, administrativa, etcétera),
lo que incluye, entre otras, las que afecten a terceras
personas vulnerables y no involucradas, así como las
que no contengan las reglas adecuadas para que las au-
toridades impositoras puedan fijar su monto o cuantía
según su gravedad. A partir de esta base, la pérdida de la
patria potestad como consecuencia de la declaración de
divorcio por abandono injustificado del hogar conyugal
por más de 6 meses es una sanción civil que transgrede
el artículo 22 constitucional, pues aunque no es inusita-
da, sí resulta excesiva, toda vez que tiene por efecto pri-
var absolutamente de la titularidad de derechos deriva-
dos de la patria potestad al cónyuge culpable, que
presenta, además, el riesgo de afectar el interés superior
del niño (ya que el abandono del hogar conyugal no im-
plica necesariamente el abandono del niño), de manera
que el carácter excesivo y desproporcional de dicha me-
dida deriva de la posibilidad de que produzca un impac-
to sobre terceros vulnerables e indefensos. Asimismo, es
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inconstitucional porque el legislador ha establecido -a
priori- la sanción de pérdida de la patria potestad para
todo abandono injustificado del hogar conyugal, sin de-
jar al juzgador la posibilidad de graduarla o de imponer
una medida alternativa (por ejemplo, una simple sus-
pensión de la patria potestad), lo que impide valorar la
pertinencia de aplicar o no dicha sanción según las par-
ticularidades del caso concreto, siendo que el legislador
no debe descartar, en abstracto, la posibilidad de que la
pérdida de la patria potestad lejos de beneficiar, afecte
los derechos del niño.13 (El remarcado es propio)

Por lo que hace al derecho humano al nombre, la primera
sala del máximo tribunal señaló, en la resolución del am-
paro directo en revisión 772/2012, lo siguiente:

Derecho humano al nombre. El artículo 3.38., frac-
ción II, del Código Civil del estado de México, al
prohibir implícitamente el cambio de apellidos de
una persona para rectificar o cambiar su acta de na-
cimiento, es inconstitucional. De la fracción II del ci-
tado precepto, se advierte que la modificación o rectifi-
cación del registro de nacimiento en aquellos casos en
que se demuestre que la persona ha usado invariable y
constantemente otro diverso en su vida social y jurídica,
sólo se encuentra prevista para modificar o cambiar el
nombre propio; lo cual lleva implícita la prohibición de
modificar los apellidos en el acta de nacimiento respec-
tiva. Ahora bien, si se toma en cuenta que el derecho
humano al nombre implica la prerrogativa de modi-
ficar tanto el nombre propio como los apellidos, as-
pecto que puede estar regulado en la ley para evitar que
conlleve un cambio en el estado civil o la filiación, im-
plique un actuar de mala fe, se contraríe la moral o se
busque defraudar a terceros, y que el supuesto previsto
en dicho numeral consiste en la posibilidad de que una
persona que haya utilizado en sus relaciones sociales,
familiares o con el Estado un nombre diverso al asenta-
do en su acta de nacimiento, pueda cambiarlo, es claro
que la razón que inspira a una solicitud de modificación
de nombre radica en adaptar la identificación jurídica
del solicitante a la realidad social; de donde se sigue que
con el cambio de apellido no existe una modificación a
su estado civil ni a su filiación, pues variarlo no implica
una mutación en la filiación cuando permanecen incólu-
mes el resto de los datos que permiten establecerla, co-
mo sería el nombre de la madre, el padre, hijo o cónyu-
ge; además, no puede considerarse que la solicitud
correspondiente cause perjuicios a terceros, ya que los
derechos y obligaciones generados con motivo de las re-

laciones jurídicas creadas entre dos o más personas no
se modifican ni extinguen sino por alguna de las causas
previstas en el propio ordenamiento civil, dentro de las
cuales no se encuentra el cambio en los asientos de las
actas del registro civil; de ahí que tales derechos y obli-
gaciones continúen vigentes con todos sus efectos. Por
tanto, el artículo 3.38., fracción II, del Código Civil
del estado de México, al prever la prohibición implí-
cita de modificar los apellidos de una persona, care-
ce de justificación constitucional, pues no constituye
una medida necesaria, razonable o proporcional y,
por ende, viola el derecho humano al nombre.14 (El
remarcado es propio)

En materia de indemnización extra patrimonial por daño
moral, la SCJN declaró inconstitucionalidad de una norma
al resolver el amparo directo 30/2013: 

Indemnización extra patrimonial por daño moral. El
artículo 1916, párrafo último, del Código Civil para
el Distrito Federal, en la porción normativa que se-
ñala “la situación económica de la víctima”, es in-
constitucional si se aplica para cuantificar aquélla.
El citado precepto dispone que para calcular el monto de
la indemnización por daño moral debe tomarse en cuen-
ta “la situación económica de la víctima”. Así, el daño
moral puede dar lugar a consecuencias de dos categorí-
as: extra patrimoniales o morales en sentido estricto, o
bien, de índole patrimonial. Ahora bien, dicha porción
normativa es contraria al principio de igualdad conteni-
do en el artículo 1o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, si se aplica para cuantificar
las consecuencias extra patrimoniales del daño, en vir-
tud de que si bien podría considerarse que el artículo
1916, párrafo último, del Código Civil para el Distrito
Federal, al establecer la ponderación de la situación eco-
nómica de las víctimas persigue una finalidad constitu-
cionalmente imperiosa, consistente en satisfacer el dere-
cho a una justa indemnización, la medida no es idónea
para lograr dicho fin, pues la situación económica de la
víctima no es útil para medir la calidad e intensidad del
daño extra patrimonial, por lo que no conduce a satisfa-
cer el derecho a una justa indemnización, ya que la con-
dición social de la víctima no incide, aumenta o dismi-
nuye, el dolor sufrido. Lo contrario llevaría a afirmar
que una persona con mayores recursos sufre más la
muerte de un hijo que una persona con menores recur-
sos, o que una persona con bajos ingresos merece una
mayor indemnización que una persona económicamen-
te privilegiada15 (El remarcado es propio)
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En adición a las instituciones enunciadas hasta el momen-
to, mención especial merece la figura del matrimonio entre
personas del mismo sexo, respecto a la cual nuestro país
fue la onceava nación en el mundo que aceptó este tipo de
matrimonio, conforme a lo señalado por Human Rights-
Watch.

En México, entidades federativas como Coahuila de Zara-
goza y el Distrito Federal fueron pioneras en la expedición
de legislaciones que, con base en el derecho a la igualdad,
reconocen y tutelan las uniones civiles16 y los matrimonios
entre personas del mismo sexo17. Sin embargo, en varios
estados de la República todavía se prevén figuras especia-
les para la unión de personas del mismo sexo (sin recono-
cimiento del matrimonio), lo cual, por sí mismo, resulta
discriminatorio en tanto que con ello se estípula una distin-
ción no justificable con base en el contenido esencial esti-
pulado por los derechos humanos y el principio de igual-
dad.

Al respecto, la SCJN ha señalado que una norma que en sí
misma resulta excluyente de un determinado componente
social o que determina cualidades no permisibles a un ejer-
cicio de convencionalidad en materia de derechos huma-
nos, resulta inaceptable en un Estado constitucional y de-
mocrático de derecho: 

Normas discriminatorias. No admiten interpretación
conforme y existe obligación de reparar. Cuando una
norma en sí misma discrimina a una persona o grupo de
personas que se ubican en una categoría sospechosa, no
es posible realizar una interpretación conforme, pues di-
cha norma continuaría existiendo en su redacción, aun
siendo discriminatoria y contraria al artículo 1o. consti-
tucional y a las obligaciones internacionales contraídas
por México en cuanto a no discriminar con base en ca-
tegorías sospechosas. Estas obligaciones no pueden
cumplirse mediante una interpretación que varíe la base
misma del concepto impugnado y que no modifique la
situación discriminatoria sufrida por dichas personas.
Un planteamiento como ese es incompatible con un Es-
tado constitucional de derecho que aspira a tratar con
igual consideración y respeto a todos sus ciudadanos y
ciudadanas. Si se considera que una norma es discrimi-
natoria, la interpretación conforme no repara dicha dis-
criminación porque lo que buscan las personas discri-
minadas es la cesación de la constante afectación y su
inclusión expresa en el régimen jurídico en cuestión; en
otras palabras, no sólo acceder a esa institución, sino su-
primir el estado de discriminación generada por el men-

saje transmitido por la norma. Así pues, el reconoci-
miento público del matrimonio entre personas del mis-
mo sexo, así como la inconstitucionalidad en la enun-
ciación en caso de no preverlo expresamente, sitúa a la
dignidad del ser humano más allá de los meros efectos
restitutivos y articula un entendimiento de dignidad que
es fundamentalmente transformativo y sustantivo.18

La jurisprudencia antes indicada parte del amparo en revi-
sión 735/2014. Los hechos muy sucintos del caso refieren
que  el artículo 147 de la Constitución del estado de Coli-
ma y los preceptos del Código Civil de esa entidad, refor-
mados mediante el Decreto Número 155, transgredieron el
principio de igualdad y no discriminación, la dignidad hu-
mana y el derecho al libre desarrollo de la personalidad, al
haber hecho una distinción entre parejas homosexuales y
parejas heterosexuales, generando con ello un régimen de
“separados pero iguales”19 Ello, en razón de que el legis-
lador local creó una figura similar al matrimonio para las
parejas homosexuales a la que denominó “enlace conyu-
gal”, distinción que además de no encontrar razón sufi-
ciente para justificar su existencia misma, además, excluyó
a las parejas homosexuales de los beneficios expresivos y
materiales derivados del matrimonio.

Asimismo, se determinó por parte de la SCJN que:

Las normas impugnadas establecen un juicio de valor ne-
gativo sobre las parejas homosexuales ya que si bien no es-
tablecen una obligación de hacer o no hacer a este grupo,
la norma sí obliga a las autoridades estatales a hacer una
distinción entre parejas del mismo sexo y aquellas de sexo
distinto.

Las normas al diferenciar el “matrimonio” del “enlace
conyugal” se basan en una de las “categorías sospechosas”
enunciadas en el artículo 1o. de la Constitución: las prefe-
rencias sexuales. Asimismo, las normas impugnadas exclu-
yen de la posibilidad de adoptar a aquellas parejas que for-
men un “enlace conyugal” y únicamente dan preferencia a
las uniones de personas de distinto sexo. A pesar de que no
sea requisito para adoptar que las personas manifiesten su
preferencia sexual, las normas hacen una distinción entre
aquellas parejas heterosexuales y las parejas homosexua-
les, al dar preferencias a los matrimonios y excluir al enla-
ce conyugal del régimen de adopción.

Adicionalmente, existen los siguientes criterios de nuestro
máximo tribunal:
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Matrimonio entre personas del mismo sexo. No exis-
te razón de índole constitucional para no reconocer-
lo. Las relaciones que entablan las parejas del mismo se-
xo pueden adecuarse perfectamente a los fundamentos
actuales de la institución matrimonial y más amplia-
mente a los de la familia. Para todos los efectos rele-
vantes, las parejas homosexuales se encuentran en una
situación equivalente a las parejas heterosexuales, de tal
manera que es totalmente injustificada su exclusión del
matrimonio. La razón por la cual las parejas del mismo
sexo no han gozado de la misma protección que las pa-
rejas heterosexuales, no es por descuido del órgano le-
gislativo, sino por el legado de severos prejuicios que
han existido tradicionalmente en su contra y por la dis-
criminación histórica. El derecho a casarse no sólo com-
porta el derecho a tener acceso a los beneficios expresi-
vos asociados al matrimonio, sino también el derecho a
los beneficios materiales que las leyes adscriben a la
institución. En el orden jurídico mexicano existen una
gran cantidad de beneficios económicos y no económi-
cos asociados al matrimonio. Entre éstos destacan los si-
guientes: (1) beneficios fiscales; (2) beneficios de soli-
daridad; (3) beneficios por causa de muerte de uno de
los cónyuges; (4) beneficios de propiedad; (5) benefi-
cios en la toma subrogada de decisiones médicas; y (6)
beneficios migratorios para los cónyuges extranjeros.
En este sentido, negar a las parejas homosexuales los
beneficios tangibles e intangibles que son accesibles a
las personas heterosexuales a través del matrimonio im-
plica tratar a los homosexuales como si fueran “ciuda-
danos de segunda clase”, lo cual esta Primera Sala no
comparte. No existe ninguna justificación racional para
reconocer a los homosexuales todos los derechos funda-
mentales que les corresponden como individuos y, al
mismo tiempo, reconocerles un conjunto incompleto de
derechos cuando se conducen siguiendo su orientación
sexual y se vinculan en relaciones estables de pareja.
Los modelos para el reconocimiento de las parejas del
mismo sexo, sin importar que su única diferencia con el
matrimonio sea la denominación que se da a ambos ti-
pos de instituciones, son inherentemente discriminato-
rios porque constituyen un régimen de “separados pero
iguales”. La exclusión de las parejas del mismo sexo de
la institución matrimonial perpetúa la noción de que las
parejas del mismo sexo son menos merecedoras de re-
conocimiento que las heterosexuales, ofendiendo con
ello su dignidad como personas y su integridad. (El re-
marcado es propio)

En el anterior criterio se encuentran razones de orden ju-
risprudencial con las que se justifica la inclusión dentro de
la figura del matrimonio de las personas del mismo sexo,
dejando claramente señalado que esta institución no se cir-
cunscribe únicamente a las parejas heterosexuales, sino
que incluye a las homosexuales y que constituye una con-
ducta discriminatoria, no tolerable en un estado constitu-
cional y democrático de derecho el no permitir a las perso-
nas del mismo sexo poder acceder al mismo. Incluso, aún
y cuando pudiese existir una figura con distinta denomina-
ción pero con exactamente las mismas prerrogativas con-
cedidas al matrimonio, la sola diferenciación que se hace
por motivos de preferencia sexual, incluye en sí mismo un
elemento discriminatorio que atenta contra la dignidad hu-
mana de la persona.

Continuando con la figura del matrimonio, se presenta la
siguiente tesis jurisprudencial emitida recientemente por el
máximo tribunal constitucional:

Matrimonio. La ley de cualquier entidad federativa
que, por un lado, considere que la finalidad de aquél
es la procreación y o que lo defina como el que se ce-
lebra entre un hombre y una mujer, es inconstitucio-
nal. Considerar que la finalidad del matrimonio es la
procreación constituye una medida no idónea para cum-
plir con la única finalidad constitucional a la que puede
obedecer la medida: la protección de la familia como
realidad social. Pretender vincular los requisitos del ma-
trimonio a las preferencias sexuales de quienes pueden
acceder a la institución matrimonial con la procreación
es discriminatorio, pues excluye injustificadamente del
acceso al matrimonio a las parejas homosexuales que
están situadas en condiciones similares a las parejas he-
terosexuales. La distinción es discriminatoria porque las
preferencias sexuales no constituyen un aspecto rele-
vante para hacer la distinción en relación con el fin
constitucionalmente imperioso. Como la finalidad del
matrimonio no es la procreación, no tiene razón justifi-
cada que la unión matrimonial sea heterosexual, ni que
se enuncie como “entre un solo hombre y una sola mu-
jer”. Dicha enunciación resulta discriminatoria en su
mera expresión. Al respecto cabe recordar que está pro-
hibida cualquier norma discriminatoria basada en la
orientación sexual de la persona. En consecuencia, nin-
guna norma, decisión o práctica de derecho interno, tan-
to por parte de autoridades estatales como de particula-
res, pueden disminuir o restringir los derechos de una
persona a partir de su orientación sexual. Así pues, bajo
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ninguna circunstancia se puede negar o restringir a na-
die un derecho con base en su orientación sexual. Por
tanto, no es factible hacer compatible o conforme un
enunciado que es claramente excluyente.20

Otro caso reciente y de gran avance en el tópico de los de-
rechos humanos fue alcanzado en el Amparo directo en re-
visión 5781/2014 en cuanto a la obligación de alimentos
cuando existen menores en el matrimonio. De acuerdo con
la Suprema Corte, esta obligación nace desde el momento
de la filiación y puede ser ejercida retroactivamente sin im-
portar la edad del beneficiado. De este modo, para la Cor-
te son irrelevantes los años que hayan transcurrido toda vez
que existe un derecho imprescriptible de los hijos a recibir
los alimentos (entendidos en sentido amplio, de acuerdo
con lo que la propia Corte ha indicado en diversos casos).
Este importante criterio lo había ya delineado la Corte con
antelación en el Amparo directo en revisión 2293/2013 y
en el que se aprobó la siguiente tesis:

Reconocimiento de paternidad. La obligación de
proporcionar alimentos nace a partir del vínculo pa-
terno-materno-filial. La obligación de los progenitores
de prestar alimentos a sus hijos queda integrada en la re-
lación de patria potestad, pero la fuente no es la patria
potestad sino la paternidad y/o maternidad en los casos
de los alimentos que derivan del reconocimiento de pa-
ternidad, de tal manera que esa situación comienza para
el menor desde el instante que marca el inicio de su vi-
da, es decir, el origen es el vínculo paterno-materno-fi-
lial. Así pues, tomando en cuenta que los alimentos tie-
nen su fundamento en razón de la generación, la única
condición para la existencia de la deuda alimenticia -en
los casos de los alimentos que derivan del reconoci-
miento de paternidad- reside en que exista el lazo o vín-
culo entre padres e hijos derivado de la procreación. Por
tanto, en dichos supuestos, la existencia del nexo bioló-
gico es el fundamento del derecho alimentario y no el
reclamo judicial. Sentado lo anterior, queda de mani-
fiesto que la sentencia que admite el estado de hijo es
declarativa de estado: sólo reconoce una situación jurí-
dica anteriormente existente y, por lo tanto, su efecto
propio es la retroactividad al momento en que quedó
constituida la relación o situación jurídica a la cual se
refiere; es decir, la adjudicación de la paternidad es un
requisito previo para el cumplimiento del deber alimen-
tario, pero no crea la obligación.21

IV. Consolidación del sistema jurídico mexicano

Como puede advertirse, son diversos los fallos en los que
nuestro máximo tribunal se ha pronunciado con relación a
las instituciones civiles y familiares contenidas en el dere-
cho local, argumentado aquellos principios contenidos en
la reforma constitucional de junio de 2011 y los enunciados
en las normas internacionales suscritas por el Estado mexi-
cano.

No hay que perder de vista también que si bien, la SCJN es
el último intérprete de la Ley Suprema, el legislador es
quien interpreta dicha norma en un primer momento ya que
mediante su actividad es quien modela y da contenido a las
normas jurídicas que habrán de regir y aplicarse en toda la
sociedad. Por ello, es de trascendental importancia que los
legisladores de las entidades federativas incorporen plena-
mente a su normatividad aquellos principios delineados en
la Constitución y en los tratados internacionales suscritos
por nuestro país.

Para los legisladores la labor jurisprudencial de la Suprema
Corte resulta de especial importancia, ya que mediante los
precedentes de esta nos es posible identificar, con mayor
facilidad, aquellas disposiciones jurídicas –que son simila-
res o idénticas a las de otros estados– que han sido decla-
radas inconstitucionales por dicho tribunal.

Si las legislaturas locales toman en cuenta dichos criterios,
además de cumplir con su responsabilidad de incorporar a
su orden jurídico los postulados contenidos en la Carta
Magna y en el derecho internacional, también estarán pre-
viniendo que, en el futuro, se emitan sentencias que decla-
ren inconstitucionales las normas que no hayan sido ade-
cuadas conforme a lo estipulado en nuestra ley suprema.

Por lo anterior, y dado que la estructura de nuestro sistema
federal permite la coexistencia de un orden jurídico federal
y los correlativos de cada entidad federativa en ciertas ma-
terias, como es el caso de la legislación civil y familiar, el
que suscribe, considero oportuno que esta Cámara de
Diputados gire un respetuoso exhorto a las legislaturas de
los estados, a fin de que las mismas emprendan las medi-
das legislativas necesarias para incorporar en sus ordena-
mientos jurídicos los precedentes emitidos por la SCJN, y
para que desarrollen en los mismos los más altos estánda-
res previstos en el derecho internacional de los derechos
humanos.
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Si los legisladores locales adoptan a cabalidad el paradig-
ma protector acogido ya en otras instancias y órdenes de
gobierno del Estado mexicano, nuestro país se aproximará
cada vez más a la consolidación del estado constitucional y
democrático de derecho que todos anhelamos, en el que se
garanticen y respeten los derechos de todas las personas
por cada ámbito de gobierno, como sucede en otras latitu-
des del mundo.

Por lo anterior, de aprobarse el exhorto propuesto y, en su
caso, sea atendido por los Congresos locales, se estará
avanzando hacia la adecuación de las normas estatales con
los criterios jurisprudenciales del máximo intérprete de
nuestra Constitución federal y, eventualmente, también se
darán pasos hacia la consolidación de la legislación local
conforme a lo establecido por el texto constitucional y los
instrumentos internacionales suscritos por el Estado mexi-
cano.

Si las entidades federativas se suman a esta labor, también
se estará dando seguimiento a las recomendaciones acepta-
das por México ante la comunidad internacional de Esta-
dos, particularmente las relativas a armonización y fortale-
cimiento del marco normativo e institucional,22 ya que
como es sabido las autoridades de los distintos poderes y
órdenes de gobierno conforman, todas en conjunto, al Es-
tado mexicano.

Por último, con tales acciones, se dará un paso de la mayor
importancia para que nuestra reforma constitucional de
2011 pase del plano de la abstracción al de la realidad con-
creta, beneficiando así a toda la población del país.

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a las Legislaturas de
las entidades federativas para que emprendan las medidas
legislativas necesarias para incorporar, en su legislación ci-
vil y familiar, los más altos estándares en materia de dere-
chos humanos señalados en los precedentes de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación.

Notas:

1 Para mayor abundamiento sobre el sentido y alcance de estos princi-
pios véase la Tesis: I.4º.A.9 k (10ª.), Materia Constitucional, 10ª Épo-
ca, Tesis Aislada.

2 Véase los documentos: “Diagnóstico sobre la implementación de la
reforma constitucional de derechos humanos de 2011, evaluación del
proceso a tres años de su entrada en vigor: una perspectiva integral del
Estado mexicano” y “Avances y retos en la implementación de la re-
forma constitucional de derechos humanos”, publicados en junio de
2014 y junio de 2015, respectivamente, en conjunto por los tres Pode-
res de la Unión.

3 Tesis: P./J. 21/2014 (10ª.), Materia Común, Jurisprudencia.

4 Tesis: 1a./J. 28/2015 (10a.). Jurisprudencial (constitucional).

5 Tesis: III.2o.C.25 C (10a.) Tesis aislada (constitucional)

6 Amparo directo en revisión 1819/2014, párrafo 70, 73-75.

7 Tesis: 1a. LIX/2015 (10a.) Aislada (constitucional).

8 Tesis: 1a. LVIII/2015 (10a.) Aislada (constitucional).

9 P./J. 13/2011. Jurisprudencia (constitucional).

10 Acción de inconstitucionalidad 8/2014.

11 Tesis: 1a. CXVIII/2012 (10a.), Materia constitucional. Décima épo-
ca. Tesis aislada.

12 Véase la Tesis: 1a. CCV/2011 (9a.), Materia constitucional. Décima
época. Tesis aislada.

13 Tesis P./J. 61/2008, Materia constitucional- civil, novena época, Ju-
risprudencia.

14 Tesis: 1a. CXCVIII/2012 (10a.), Materia constitucional. Décima
época. Tesis aislada.

15 Tesis: 1a. CCLXXIV/2014 (10a.), Materia constitucional. Décima
época. Tesis aislada.

16 Las Sociedades de Convivencia en el Distrito Federal fueron apro-
badas por la Asamblea Legislativa el 9 de noviembre de 2006. La fi-
gura del Pacto Civil de Solidaridad fue aprobada por el Congreso del
Estado de Coahuila de Zaragoza el 11 de enero de 2007.

17 El 21 de diciembre de 2009 la Asamblea Legislativa del DF aprobó
diversas reformas al Código Civil de esta entidad, mediante las cuales
se reconocieron los matrimonios entre personas del mismo sexo. Esas
reformas fueron publicadas el 29 de diciembre de ese año y entraron en
vigor el 4 de marzo de 2010. 
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El 1 de septiembre de 2014, el Congreso de Coahuila de Zaragoza
aprobó diversas reformas a los Códigos Civil y Procesal Civil, me-
diante las cuales se regula en esta entidad federativa las figuras del ma-
trimonio igualitario, el concubinato y la sociedad de convivencia entre
personas del mismo sexo. Dichas reformas fueron publicadas el 16 de
septiembre de ese mismo año y entraron en vigor al día siguiente de su
publicación.

18 Tesis: 1a./J. 47/2015 (10a.), Materia constitucional. 10ª época. Ju-
risprudencia. 

19 Para profundizar en este régimen, véase la clásica remisión al caso
Brown vs. Board of Education of Topeka

20 Tesis: 1a./J. 43/2015 (10a.) Materia Constitucional, civil. Jurispru-
dencia.

21 Tesis: 1a. LXXXVI/2015. 2015 (10a.) Materia civil. Tesis aislada.

22 Véase las recomendaciones 148.21, 148.35, 148.38 del Informe del
Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, Consejo de
Derechos Humanos de Naciones Unidas, vigésimo quinto período de
sesiones, documento A/HRC/25/7, pp. 16 y 17.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputado
Armando Luna Canales (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

REVISAR SUS MARCOS NORMATIVOS A FIN DE
ARMONIZARLOS CON LA LEY GENERAL DE CUL-
TURA FÍSICA Y DEPORTE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las legislaturas locales y a la ALDF a revisar sus marcos
normativos a fin de armonizarlos con la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo de la diputada Jacqueline
Nava Mouett, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Jaqueline Nava Mouett, diputada federal
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional ante
la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración de esta honorable asamblea el presente punto de
acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

El 7 de junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación una nueva Ley General de Cultura Física y De-
porte, acorde a las disposiciones de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, concretamente, el úl-
timo párrafo del artículo 4o. que a la letra dice: “Toda
persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del
deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomento y
estímulo conforme a las leyes en la materia.”, y estable-
ciéndose una ley de orden público e interés social, así co-
mo de observancia general en toda la República, por tanto,
corresponde su aplicación bajo el principio de concurren-
cia previsto en la fracción XXIX-J del artículo 73 Consti-
tucional (reformada el 12 de octubre de 2011); y en conse-
cuencia, implica establecer las bases generales para la
distribución de competencias, coordinación y colaboración
entre el Ejecutivo federal por conducto de la Comisión Na-
cional de Cultura Física y Deporte (Conade), las autorida-
des estatales, del Distrito Federal y las municipales, así co-
mo los sectores social y privado.

Luego entonces, las legislaturas de los estados y del Distri-
to Federal, tienen entre sus facultades expedir e iniciar le-
yes o decretos que establezcan las bases de coordinación
con la federación, entidades y sus municipios; leyes efi-
cientes que garanticen, en el ámbito de su aplicación, un
correcto desempeño, con homologación de criterios, que
armonicen y estén acorde al entramado del orden jurídico
nacional en la concurrencia entre los tres niveles de go-
bierno referida anteriormente, que precisen y distribuyan
con claridad las responsabilidades, competencias y meca-
nismos para una coordinación eficaz con pleno respeto a
las atribuciones que a cada quien corresponda; y en conse-
cuencia, ello implica la obligación primordial de los dipu-
tados para velar por el ejercicio pleno de los derechos de
los ciudadanos, así como la efectiva aplicación de la ley.

La “Carta Internacional de la Educación Física y el Depor-
te” adoptada el 21 de noviembre de 1978 por la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia
y la Cultura (UNESCO), en su vigésima reunión en París,
determina como finalidad la de “poner el desarrollo de la
educación física y el deporte al servicio del progreso hu-
mano, favorecer su desarrollo y exhortar a los gobiernos,
las organizaciones no gubernamentales competentes, los
educadores, las familias y los propios individuos a inspi-
rarse en ella, difundirla y ponerla en práctica.”; y en sus 10
artículos determina claramente que: “La práctica de la edu-
cación física y el deporte es un derecho fundamental para
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todos…”; “La educación física y el deporte constituyen un
elemento esencial de la educación permanente dentro del
sistema global de educación…”; “Los programas de edu-
cación física y deporte deben responder a las necesidades
individuales y sociales…”; “La enseñanza, el encuadra-
miento y la administración de la educación física y el de-
porte deben confiarse a un personal calificado…”; “Para la
educación física y el deporte son indispensables instalacio-
nes y materiales adecuados…”; “La investigación y la eva-
luación son elementos indispensables del desarrollo de la
educación física y el deporte…”; “La información y la do-
cumentación contribuyen a promover la educación física y
el deporte…”; “Los medios de comunicación de masas de-
berían ejercer una influencia positiva en la educación físi-
ca y el deporte…”; “Las instituciones nacionales desempe-
ñan un papel primordial en la educación física y el
deporte…”; y “La cooperación internacional es una de las
condiciones previas del desarrollo universal y equilibrado
de la educación física y el deporte…”.

Así entonces, la Carta de las Naciones Unidas proclama la
fe de los pueblos en los derechos fundamentales del hom-
bre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y por
tanto, afirma su resolución de promover el progreso social
y elevar el nivel de vida para las personas, con el énfasis en
que una de las condiciones esenciales del ejercicio efectivo
de los derechos humanos depende de la posibilidad brinda-
da a todos y a cada uno de desarrollar y preservar libre-
mente sus facultades físicas, intelectuales y morales y que
en consecuencia se debería dar y garantizar a todos la po-
sibilidad de acceder a la educación física y al deporte; au-
nado a que la preservación y el desarrollo de las aptitudes
físicas, intelectuales y morales del ser humano mejoran la
calidad de la vida en los planos nacional e internacional,
por ende la educación física y el deporte deben reforzar su
acción formativa y favorecer los valores humanos funda-
mentales que sirven de base al pleno desarrollo de los pue-
blos subrayando, por consiguiente, que la educación física
y el deporte han de tender a promover los acercamientos
entre los pueblos y las personas, así como la emulación
desinteresada, la solidaridad y la fraternidad, el respeto y la
comprensión mutuos, y el reconocimiento de la integridad
y de la dignidad humanas, y más aún, integrar la educación
física y el deporte en el medio natural equivale a su enri-
quecimiento, inspira el respeto hacia los recursos del pla-
neta y despierta el deseo de conservarlos y utilizarlos para
el mayor provecho de la humanidad entera.

Aunado a lo anterior, el “Informe Final de la V Conferen-
cia Internacional de Ministros y Altos Funcionarios Encar-

gados de la Educación Física y el Deporte” celebrada en
Berlín, Alemania el 29 y 30 de mayo de 2013, en la que se
manifiestan Llamamientos a todas las Partes Interesadas,
determina Compromisos y Recomendaciones para los Es-
tados, y señalando en concreto: “El acceso al deporte como
derecho fundamental para todos”; “La promoción de la in-
versión en programas de deporte y educación física”; y “La
preservación de la integridad del deporte”.  Por tanto, las
partes interesadas, habrían de realizar las adecuaciones ne-
cesarias en sus Marcos Normativos, así como de empren-
der las acciones pertinentes en sus estructuras de Gobierno,
además de lo referente al ámbito social y privado.

Por consiguiente, nuestra Ley General de Cultura Física y
Deporte ha estado avanzando en su configuración acorde a
los Compromisos Internacionales signados y ratificados;
sin embargo, aún no basta de perfil, existen aún sensibles
pendientes que hay que reforzar e incentivar, y que son pri-
mordiales de observancia general para encontrar los meca-
nismos de aplicación de manera eficaz dirigidos a las per-
sonas sin importar su edad o condición social o económica,
y en la medida correspondiente, a aquellos que deciden de-
dicar su vida a actividades deportivas.

En particular, el artículo 36 de la propia Ley General de
Cultura Física y Deporte determina que:

En el ejercicio de sus atribuciones, los estados, el Distrito
Federal y los municipios, observarán las disposiciones de
esta ley, su Reglamento y los demás ordenamientos aplica-
bles en la materia, nacional e internacionales.

Los Congresos de los estados, con apego a sus respectivas
Constituciones y la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, expedirán los ordenamientos legales que sean nece-
sarios para regular las materias de su competencia previs-
tas en esta ley, contemplando lo relacionado a estímulos
fiscales y deducciones de impuestos.

Los ayuntamientos, por su parte, dictarán las disposiciones
administrativas que correspondan, con apego a lo estable-
cido por la presente ley.

Desde la entrada en vigor de la nueva Ley General de Cul-
tura Física y Deporte (abrogando la anterior del 24 de fe-
brero de 2003), ha sido reformada y adicionada reciente-
mente en diversas Disposiciones, las cuales se publicaron
en el Diario Oficial de la Federación el 9 de mayo de 2014,
y en los términos de los Artículos Transitorios del Decreto,
establece los plazos para las adecuaciones a las Disposi-
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ciones legales y administrativas que implican a las Autori-
dades tanto Federales como de las Entidades Federativas, y
además, incluye en su Artículo Segundo Transitorio a las
Legislaturas de los Estados y la del Distrito Federal; sin
embargo, y a pesar de aquellos plazos señalados, diversas
Legislaturas y Titulares del Ejecutivo de las Entidades Fe-
derativas, así como las Autoridades correspondientes del
Distrito Federal, aún no han actualizado ni adecuado sus
Marcos Normativos acorde a las últimas reformas a la Ley
General de Cultura Física y Deporte; por otro lado, tam-
bién hay reformas ejemplares en algunas Legislaturas Lo-
cales, en las que se han realizado las Reformas pertinentes,
así como las gestiones señaladas para los Titulares del Eje-
cutivo Estatal, y lo concerniente a las Autoridades Munici-
pales; pero no basta de esfuerzos, lo que hace imperativo,
loable y oportuno considerar seriamente, que ésta Sobera-
nía emita un exhorto al respecto.

Por lo expuesto someto a consideración de ésta honorable
Cámara de Diputados los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente a las legislaturas de
los estados y del Distrito Federal a revisar sus marcos nor-
mativos con el propósito de realizar las reformas pertinen-
tes en sus legislaciones para actualizarlas y armonizarlas
con la Ley General de Cultura Física y Deporte.

Segundo. Se exhorta a los titulares del Ejecutivo estatal de
las entidades federativas y al jefe del gobierno del Distrito
Federal a incorporar a la mayor brevedad las actualizacio-
nes reglamentarias necesarias derivadas de la armoniza-
ción que las legislaturas locales y la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal realicen a sus disposiciones acorde al
contenido de los términos de la Ley General en la materia.

Tercero. Se exhorta respetuosamente a los titulares del
Ejecutivo estatal de las entidades federativas y al jefe del
gobierno del Distrito Federal, así como a las legislaturas
locales y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal pa-
ra que se implementen las previsiones presupuestales y ad-
ministrativas necesarias con el propósito de reforzar la eje-
cución de los términos de la normatividad relativa al
deporte mexicano.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputada
Jacqueline Nava Mouett (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Deporte, para dictamen.

REPARACIÓN DE LOS DAÑOS OCASIONADOS POR
LAS TORMENTAS “INGRID” Y “MANUEL”

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y el gobierno de Guerrero a investigar
la aplicación de los recursos destinados a la reparación de
los daños ocasionados por las tormentas Ingrid y Manuel
en la entidad; y se solicita la creación de una comisión es-
pecial que dé seguimiento a la aplicación de los recursos
destinados a dicho acontecimiento, suscrita por los dipu-
tados Lluvia Flores Sonduck y Victoriano Wences Real, del
Grupo Parlamentario del PRD

Quienes suscriben, diputados por la LXIII Legislatura, in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, Lluvia Flores Sonduk y Victoria-
no Wences Real, en ejercicio en ejercicio de la facultad
otorgada por los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, nu-
meral 1, fracción I; 62, numeral 3; 79, numerales 1, frac-
ción II, y 2; 100, numeral 1, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someten a consideración de este pleno la
presente proposición con punto de acuerdo con las si-
guientes 

Consideraciones

Hace dos años las tormentas tropicales Ingrid y Manuel, en
las costas del golfo y pacífico, respectivamente; provoca-
ron grandes daños de magnitud colosal generando una gran
crisis, tantos daños materiales y humanos, ocasionando
particularmente perjuicios a la población indígena y comu-
nidades afrodescendientes. 

Estas tormentas tropicales afectaron a la gente más pobre y
humilde de muy escasos recursos económicos, quienes su-
frieron por deslaves en los cerros y montañas, ríos desbor-
dados, caída de puentes, casas derribadas, hundimientos de
suelo, caminos rurales destrozados, pérdida de cosechas y,
lo peor de todo, pérdidas humanas, en la mayoría de los
municipios de Guerrero.

Desde septiembre del año pasado persisten los problemas
que causaron las tormentas tropicales que motivó presentar
sendos puntos de acuerdo en esta soberanía. Ahora aún
existen, al menos, 100 comunidades que sufrieron severa-
mente los embates de las fuertes lluvias desde hace dos
años. La vida de las comunidades indígenas y de sus fami-
lias aún no se ha normalizado, a pesar de la promesa de
destinar más de 41 mil millones de pesos para reactivar las
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pérdidas en el Estado, prometidas por el propio titular del
Ejecutivo Federal. 

Por eso es que las comunidades afectadas han venido re-
clamando el cumplimiento de los compromisos contraídos
por el gobierno federal a través de sus instituciones. Entre
estos acuerdos incumplidos está el abastecimiento de gra-
nos básicos, la reconstrucción de viviendas y carreteras,
puentes vehiculares y puentes colgantes.

Habría que recordar que públicamente se reconoció a 40
mil guerrerenses en albergues, en 157 refugios. Sin embar-
go en la Región de la Montaña no se conoció de refugios o
albergues para damnificados. Apenas se supo de algunas
brigadas médicas en Metlatónoc, pero se desconoció de ac-
tividades de grupos de rescate y en el envío de despensas
fue mínima. La gente perdió sus pocas pertenencias y su
cosecha de forma grave. La realidad que se vivió fue ate-
rradora. Muchas familias se protegieron de casas hechas de
plástico con horcones soportando las bajas temperaturas y
a esto se agregó la escases de alimentos. 

A estas afectaciones catastróficas en Guerrero generadas
por las tormentas tropicales debemos agregar responsabili-
dades, omisiones, errores, negligencias e indolencias de
funcionarios de los tres niveles de gobierno, antes, duran-
te, y después de la tormenta tropical Ingrid y Manuel al no
alertar a tiempo de los graves riesgos a la población y tam-
bién por permitir construir en zonas de riesgo y hasta des-
atender a las víctimas y damnificados en tiempo y forma. 

Este panorama de desolación se vivió en todas las regiones
de Guerrero. El presidente del Centro de Derechos Huma-
nos de la Montaña Tlachinollan, Abel Barrera ha denun-
ciado por diversos medios que la Montaña sigue en el olvi-
do, rezago y corrupción en la entrega de viviendas por
parte de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y
Urbano (Sedatu), así como en el reparto de granos básicos
que prometió la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol)
en virtud que más 90 comunidades siguen sin recibir lo
prometido.

Mientras que las casas que se quieren entregar en la Región
Centro tienen deficiencias estructurales y sufren de hume-
dad a tal grado que existen casas con hongos en su interior
poniendo en peligro la salud de sus habitantes y lo que ge-
nera que se carezca de una vivienda digna.

Asimismo, las casas que se construyeron en la cuenca del
río Papagayo no cumplen con los estándares estructurales,

al haberse cimentadas en pilares improvisados, lo que ha
creado una total desconfianza de las familias que pudieran
habitarlas, a tal grado que han sido rechazadas de forma ro-
tunda.

En el caso de la nueva comunidad La Pintada, en el muni-
cipio de Atoyac, el titular del Ejecutivo federal fue a entre-
gar 125 casas habitación pero sólo fueron pintadas con
nuevas fachadas sin haber cimentado conforme a la nor-
matividad de construcciones.

Por otra parte, en el puente de Lomas de Chapultepec está
en el olvido, toda vez que lleva más de dos años que no se
ha concluido, lo que significa que ha prevalecido la impro-
visación, la omisión y la irresponsabilidad de muchos fun-
cionarios que vieron en la desgracia de muchos guerreren-
ses como un negocio y la oportunidad de obtener
beneficios personales. 

Debemos agregar que el Consejo de Comunidades Damni-
ficadas de La Región de la Montaña, conformada por 185
comunidades de 13 municipios, ha emplazado a los tres ni-
veles de gobierno para realizar una nueva revisión de los
apoyos otorgados pues aún la gran mayoría de ellas care-
cen de escuelas, centros de salud, carreteras, caminos, red
de agua potable y la reubicación de 28 comunidades que si-
guen asentadas en zonas de alto riesgo.

Denuncian que el padrón de la Sedatu en la Montaña cen-
sa 4 mil 351 viviendas afectadas, pero el Consejo de Dam-
nificados afirma que existen 2 mil 988 que no fueron con-
templadas aún en los padrones oficiales y que incluso
comunidades de tres municipios siguen sin ser verificadas. 

En lo que refiere a las comunidades que se dedican a la
producción de café, más del 90 por ciento de los huertos
fueron dañados y registrados como pérdidas totales que no
han sido atendidos. En tanto que 85 pueblos resultaron
con daños en parcelas, en su mayoría de maíz, frijol y ca-
labaza.

En general demandan atención a dos años de los siniestros
provocadas por las tormentas tropicales, toda vez que ob-
servan que no se les ha atendido para mitigar sus necesida-
des básicas. 

Sigue en nuestra memoria el reclamo por la desatención
que han sufrido y que en sus propias palabras manifestaron
“para el gobierno no existimos, no les dolemos”. A esto
debemos agregar el abandono histórico que padecen las co-
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munidades indígenas en nuestro país, particularmente en
Guerrero. 

Las comunidades reclaman una atención pareja, y no un
trato discriminatorio como el que se les ha venido dando. 

Por estas consideraciones sometemos a esta soberanía la si-
guiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. El pleno de la Cámara de Diputados exhorta res-
petuosamente al titular del Poder Ejecutivo federal para
que en uso de sus facultades gire instrucciones la Secreta-
ría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano (Sedatu), a
la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), a la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes (SCT) y a la Secretaría
de Salud (SS); para que en uso de sus facultades den aten-
ción de forma pronta y expedita, con apoyo culturalmente
pertinente a todas las comunidades y municipios con po-
blación indígena del estado de Guerrero; y cumplir con los
acuerdos de abastecimiento de granos básicos, reconstruc-
ción y reubicación de viviendas y centros de salud, cons-
trucción de carreteras y caminos rurales, puentes vehicula-
res y puentes colgantes; afectados por las tormentas
tropicales Ingrid y Manuel de hace dos años. 

Segundo. El pleno de la Cámara de Diputados aprueba la
creación de una Comisión Especial de esta soberanía para
dar seguimiento, evaluar, revisar de forma integral y ex-
haustiva la aplicación transparente de los recursos públicos
destinados al Programa denominado “Nuevo Guerrero”
destinado a la reconstrucción de los daños provocados por
las tormentas tropicales en mención en el estado de Gue-
rrero, mediante Acuerdos de Declaratoria de desastre de
protección de civil de la Secretaría de Gobernación en as-
pectos de vivienda (SE.155.06 06-11-13); infraestructura
(SE.156.03 22-nov-13); carretera federal (SE.157.14 02-
Dic-13); carretera estatal (SE.156.04 22-nov-13) y carrete-
ra federal (SE.156.08 22-nov-13). 

Tercero. El pleno de la Cámara de Diputados exhorta al
gobierno del estado de Guerrero para que en el ámbito de
sus competencias cumpla las investigaciones correspon-
dientes prometidas para deslindar responsabilidades por las
omisiones, errores, negligencias e indolencias de funciona-
rios estatales, antes, durante y después de la tormenta tro-
pical “Manuel”.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Lluvia Flores Sonduk, Victoriano Wences Real (rúbricas).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

MERCADO AGROALIMENTARIO

«Proposición con punto de acuerdo, por la que se exhorta a
la Cofece a difundir un estudio sobre mercado agroalimen-
tario y sus recomendaciones, a cargo de la diputada Blan-
dina Ramos Ramírez, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Blandina Ramos Ramírez, diputada de la
LXIII Legislatura de la honorable Cámara de Diputados,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo establecido en el artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; artículo 79, fracción II, y numeral 2, fracciones I y
II, de Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El pasado 23 de julio, el Consejo Nacional de Evaluación
de la Política de Desarrollo Social, Coneval, presentó su
medición de la pobreza en la cual se determina que poco
mas de 28 millones de mexicanos se encuentran en pobre-
za alimentaria, al no contar con los ingresos suficientes, ni
los medios para hacerse de alimentos.

El Estado mexicano se ha comprometido con la competen-
cia económica. La asume como un imperativo para elevar
la productividad y el bienestar del consumidor. Por eso, ha
iniciado los trabajos de evaluación y de regulación para re-
ordenar el mercado agroalimentario. Es un mercado que
padece grandes distorsiones que están elevando los daños
en el ingreso del productor y en la capacidad de compra del
consumidor, reduciendo la capacidad de innovación y limi-
tando mayores niveles de producción y de productividad.

Es un mercado con altos niveles de concentración y de do-
minancia en muchos de los mercados relevantes. Se han ro-
to los índices de concentración internacionalmente acepta-
dos y en materia de insumos, particularmente en semillas y
en las importaciones y distribución de fertilizantes, pero
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también de manera pronunciada en el control del almace-
namiento, en el acopio, la comercialización y en las ventas
al menudeo se ha llegado a niveles insostenibles.

Los altos grados de concentración y de dominancia que
hoy existen también han originado que los márgenes de co-
mercialización y de ganancia se tornen realmente excesi-
vos e inaceptables en muchos de los casos. Es una inter-
mediación que provoca una mayor volatilidad de precios y
rompe con las metas inflacionarias establecidas por el Ban-
co de México, además de que anulan todos los esfuerzos y
recursos destinados a combatir el hambre y la pobreza.

El mercado agroalimentario tiene un valor superior a 1 bi-
llón de pesos. Es más de 8 por ciento del producto interno
bruto, PIB. Es un mercado integrado por casi 7 millones de
productores y más de 119 millones de consumidores. 

Pero todos ellos asisten diariamente al mercado en forma
dispersa y fragmentada y sin ninguna capacidad de nego-
ciación. Es un mercado con pocos competidores tanto en
alimentos procesados como en la comercialización de pro-
ductos agropecuarios. Las barreras a la entrada son verda-
deramente excesivas y anulan la verdadera competencia.

La urgencia de ordenar el mercado agroalimentario tiene
una plena justificación. La población padece de manera
sistemática de las prácticas de la especulación y el oculta-
miento de productos.

La colusión se ha convertido en regla de conducta de las
empresas dominantes para la fijación de precios que arrui-
na el valor de las cosechas, y junto al control de los alma-
cenes, se impide ordenar la oferta, se provoca las ventas de
desesperación y de urgencia por la presión de pagar los cré-
ditos y enfrentar los vencimientos y con ello se sacrifica el
ingreso de los productores, se distribuyen y se segmentan
mercados, se imponen condiciones de exclusividad y se ex-
tiende cada día los esquemas para establecer el sistema de
ventas atadas por parte de los grandes distribuidores y co-
mercializadores.

Hay que reconocer que, a lo largo de los 20 años de exis-
tencia de la Comisión Federal de Competencia, Cofece, el
estudio y la evaluación sobre los niveles de competencia en
el mercado agroalimentario, no ha sido puesto como prio-
ridad. Los mecanismos de regulación son muy laxos, in-
existentes en muchos casos. La nueva Cofece tiene mayo-
res facultades, y ha llegado el momento de que el mercado

agroalimentario se someta a investigación. La nueva insti-
tución encargada de garantizar la competencia y combatir
las prácticas monopólicas y las concentraciones anticom-
petitivas debe también crear una sección o una oficina es-
pecial dentro de su estructura y atribuciones para mantener
una evaluación permanente y sistemática de las distorsio-
nes que se presentan en dicho mercado dado que los efec-
tos de la dominancia son altamente sensibles para la pobla-
ción.

El pasado 23 de octubre de 2014, el pleno de la Cofece, con
fundamento en los artículos 28, párrafos primero, segundo,
décimo cuarto y vigésimo, fracción I, XXIII y XXX y 18,
párrafo séptimo, de la Ley Federal de Competencia Econó-
mica; 1, 4, fracción I, 5 fracción XVIII, del Estatuto Orgá-
nico de la Comisión Federal de Competencia Económica,
acordó la realización de un estudio del mercado agroali-
mentario.

Con ello se determinó la realización de un estudio y reco-
mendaciones correspondientes al mercado agroalimenta-
rio; cuya publicación debería estar disponible a partir del
mes de agosto del 2015. 

En vista de lo anterior, se propone el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados, exhorta a la
Comisión Federal de Competencia Económica, para que en
un plazo no mayor a 15 días hábiles, publique el estudio so-
bre el mercado agroalimentario, así como sus recomenda-
ciones.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputada
Blandina Ramos Ramírez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, para dictamen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 6 de octubre de 2015 / Apéndice81



ATENCIÓN MÉDICA DEL LICENCIADO SEBASTIÁN
LERDO DE TEJADA, EN EL HOSPITAL REGIONAL
“ADOLFO LÓPEZ MATEOS”

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la atención
médica del licenciado Sebastián Lerdo de Tejada, en el
hospital regional Adolfo López Mateos, a cargo del dipu-
tado Alberto Martínez Urincho, del Grupo Parlamentario
del PRD

El que suscribe, Alberto Martínez Urincho, diputado a la
LXIII Legislatura de la honorable Cámara de Diputados,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, con fundamento en lo establecido en
el artículo 6, numeral 1, fracción I; artículo 79, fracción II,
y numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente proposición con punto de acuerdo re-
lativo a la atención médica del licenciado Sebastián Lerdo
de Tejada en el hospital regional “Adolfo López Mateos”,
al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. La Declaración Universal de Derechos Humanos
de 1948 (artículo 25) establece a la salud como parte del
derecho a un nivel de vida adecuado. La salud fue recono-
cida nuevamente como derecho humano en 1966 en el Pac-
to Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales (artículo 11.1) que describe el derecho a la salud
como “el derecho de toda persona a un nivel de vida ade-
cuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y
vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condi-
ciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas
apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, re-
conociendo a este efecto la importancia esencial de la coo-
peración internacional fundada en el libre consentimiento.1

“En los últimos años, se ha prestado mucha atención al
derecho a la salud y se ha elaborado una amplia defini-
ción de este derecho humano: El derecho a la salud es un
derecho inclusivo que se extiende no sólo a una atención
médica oportuna y apropiada, sino que también a los de-
terminantes implícitos de la salud, como el acceso a agua
potable y segura y saneamiento adecuado, condiciones
ambientales y laborales saludables y acceso a la educa-
ción e información relativa a la salud, incluida la salud se-
xual y reproductiva”.2

Segunda. El derecho de la salud se trata de un derecho
prestacional, de segunda generación, cuyo cumplimiento
ha de ser progresivo, de acuerdo al nivel de desarrollo y de
los recursos disponibles para destinar la satisfacción del
mismo. Sin embargo, hoy la protección de la salud se ha
convertido en una materia recurrente en la violación de los
derechos humanos en México.

Cabe señalar que para la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, la violación al derecho a la salud presume:
a) el abandono de paciente; b) el aislamiento hospitalario o
penitenciario por tener la condición de seropositivo o en-
fermo de VIH; c) la deficiencia en los tramites médicos; d)
la falta de notificación de estado de salud de VIH; e) la in-
vestigación científica ilegal en seres humanos; f) la negati-
va de atención médica; g) la negativa de atención médica
por tener la condición de seropositivo o enfermo de VIH;
h) la negativa o inadecuada prestación de servicio público;
i) la negligencia médica y j) la violación del derecho a la
protección a la salud.3

Tercera. En estos últimos tiempos, la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos ha señalado que “las institucio-
nes encargadas de proteger el derecho a la salud en nuestro
país muestran profundos problemas para atender las de-
mandas de la población mexicana, lo cual se observa his-
tóricamente en las diversas quejas que al respecto recibe la
CNDH. Las violaciones más frecuentes se encuentran rela-
cionadas con la omisión de proporcionar atención médica,
principalmente. Sin embargo, también se registran casos
por negligencia médica, abandono del paciente, aislamien-
to hospitalario, integración irregular de expedientes clíni-
cos, deficientes trámites médicos, violencia obstétrica, así
como diversas omisiones relacionadas con el suministro de
medicamentos, servicios de hospitalización, información
sobre el estado de salud e implementación de infraestruc-
tura necesaria para una adecuada prestación de los servi-
cios de salud, entre otros”.4

Cuarta. Asimismo, de acuerdo al Informe de Actividades,
del 1 de enero al 31 de diciembre de 2014, de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, de las quejas presen-
tadas ante ese organismo, las principales autoridades pre-
suntamente responsables son Instituto Mexicano de Se-
guro Social (1,542); Organismo Administrativo
Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la
Secretaría de Gobernación (1,177); Secretaría de la Defen-
sa Nacional (642); Policía Federal (580); Instituto de Se-
guridad  y Servicios Sociales de los Trabajadores del
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Estado (538); Secretaría de Educación Pública (530); Pro-
curaduría General de la República (487); Instituto Nacio-
nal de Migración (450); Secretaría de Marina (374), así co-
mo el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda de los
Trabajadores (326).5 Es decir, las dos instituciones más im-
portantes de salud, son señaladas por los quejosos ante la
CNDH, como autoridades transgresoras de derechos hu-
manos. 

Quinta. Con boletín de prensa, fechado el 23 de mayo de
2015, el ISSSTE informó sobre el fallecimiento de su di-
rector general, el licenciado Sebastián Lerdo de Tejada. Es-
to del siguiente modo:

Fallece director del ISSSTE

México, DF, a 23 de mayo de 2015.

El Director del Hospital Adolfo López Mateos del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado (ISSSTE), Roberto Baños Tapia, infor-
mó que el día de ayer viernes 22 de mayo a las 22:20
ingresó a este nosocomio el C. Sebastián Lerdo de Teja-
da Covarrubias, Director General del ISSSTE, traído
por ambulancia de emergencias, asistido por médicos y
paramédicos.

Informó que se realizaron maniobras de reanimación
por 30 minutos y se declaró la defunción a las 22:56 ho-
ras, por infarto agudo al miocardio.

El personal Directivo del Instituto y todos los trabaja-
dores lamentan profundamente el deceso de quien llegó
a transformar a esta institución, servidor público ejem-
plar”.6

Sexta. Meses después de ocurrida la muerte del entonces
director del ISSSTE, el 4 de septiembre de 2015, circuló un
video donde claramente se violan los protocolos de aten-
ción médica para el licenciado Lerdo de Tejada (NOM
027-SSA-2013).7

En el video se constata lo siguiente: a) abandono del pa-
ciente; b) falta de probidad y atención inmediata frente al
estado grave el paciente; c) falta de infraestructura física y
equipo médico para atender la urgencia médica, y d) au-
sencia de médicos e insuficiencia de paramédicos. 

Séptima. El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado informó que se investigará la

muerte de su director, Sebastián Lerdo de Tejada, ocurrida
el pasado 23 de mayo.

El ISSSTE señaló que la prestación de sus servicios médi-
cos “responde a protocolos generales de atención” por lo
que darán seguimiento al caso de su director por la supues-
ta falta de implementación de éste.

“En razón de lo anterior, el Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) in-
forma que el Comité de Quejas Médicas, órgano colegiado
y de conformación interdisciplinaria, así como la Comisión
de Vigilancia y el Órgano Interno de Control, han iniciado
una investigación para revisar el cumplimento de dichos
protocolos durante la atención recibida por el licenciado
Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias, en el hospital re-
gional Adolfo López Mateos el día de su fallecimiento”,
señala el texto del boletín de prensa.

Octava. En ocasión del lamentable fallecimiento del direc-
tor del ISSSTE, la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos se encuentra habilitada para iniciar un Queja de Ofi-
cio sobre el caso, según lo previene el  Artículo 102,
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; los artículos 3°, primer párrafo, 4°, 6°,
fracciones II y VII, y 15, fracciones I y III de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como el
artículo 89 de su Reglamento Interno.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, solicita a la Presidencia de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, para que con fundamen-
to 102, Apartado B, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 3o., primer párrafo, 4o., 6o.,
fracciones II y VII, y 15, fracciones I y III de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 89
de su Reglamento Interno, inicie una queja de oficio que
derive en una expedita y completa investigación sobre la
presunta violación de los derechos humanos del entonces
director del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, licenciado Sebastián Lerdo
de Tejada Covarrubias, durante su atención médica en el
Hospital Regional “Adolfo López Mateos”. 
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Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, solicita al director de Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, haga
pública la investigación con relación a la revisión de los
protocolos de actuación médica sobre la atención recibida
al licenciado Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias,
en el hospital regional “Adolfo López Mateos” el día de su
fallecimiento.

Notas:

1 World Medical Association, “The right to health, a human right ens-
hrined in international Human Rights Lawver”, ver: http://www.wma.
net/es/20activities/20humanrights/10health/, 19 de septiembre de
2015.

2 Ibídem.

3 Soberanes, José Luis, La protección a la salud en la Comisión Na-

cional de los Derechos Humanos, IIJ-UNAM, México, pp. 182 y ss.,
ver: http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/1/357/14.pdf, 20 de sep-
tiembre de 2015.

4 Comisión Nacional de Derechos Humanos, Informe de Actividades,
del 1 de enero al 31 de diciembre de 2014, pág. 9, ver: http://www.
cndh.org.mx/sites/all/doc/informes/anuales/2014.pdf, 20 de septiem-
bre de 2015. 

5 Ibídem, pág. 15. 

6 Ver: http://www.issste.gob.mx/instituto/comunicacion-social-sala-
prensa/2765-comsocial-comunicados-com0015-2015

7 Ver: http://www.eluniversal.com.mx/articulo/nacion/sociedad/
2015/09/4/revela-video-negligencia-en-muerte-del-titular-de-issste

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 29 días del mes de septiembre
de 2015.—Diputado Alberto Martínez Urincho (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

ESTUDIOS DE FACTIBILIDAD QUE PERMITAN 
LA DEFINICIÓN DEL PLAN HIDRÁULICO DEL
NOROESTE

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la realiza-
ción de estudios de factibilidad que permitan la definición
del plan hidráulico del noroeste, a cargo de la diputada
Martha Sofía Tamayo Morales, del Grupo Parlamentario
del PRI

Los que suscriben Evelio Plata Inzunza, David López Gu-
tiérrez, Bernardino Antelo Esper, Germán Escobar Manja-
rrez, Gloria Himelda Félix Niebla, Jesús Enrique Jackson
Ramírez, Rosa Elena Millán Bueno y Martha Sofía Tama-
yo Morales, diputadas y diputados a la Sexagésima Terce-
ra Legislatura del Congreso de la Unión, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con punto de acuerdo, con el propósito de que se realicen
los estudios de factibilidad que permitan la definición del
Plan Hidráulico del Noroeste, al tener de las siguientes

Consideraciones

La población mexicana que año con año se incrementa en
un promedio de un millón de habitantes, demandará cada
día un creciente abasto de alimentos. Esta exigencia impo-
ne desde ya la urgente necesidad de estrategias encauzadas
a garantizar de entrada una mayor productividad del sector
rural.

Frente a este enorme reto, México tiene en la agricultura
una de sus mayores fortalezas, gracias no únicamente a la
producción de alimentos que cumplen con los estándares
de calidad, sino también a la productividad promedio por
hectárea que en el caso del maíz es de 9.4 toneladas, de 6
en sorgo, de 4.5 en trigo y de 1.6 en frijol.

Vale precisar sin embargo que nuestra nación sigue siendo
deficitaria en sus volúmenes de productividad agrícola, to-
da vez que aún compramos al mercado exterior enormes
cantidades de granos básicos. Tan sólo en 2011, México
importó 8 toneladas de maíz, 3.5 de trigo y 3 más de sorgo.
Esta situación requiere ser atendida con medidas efectivas
que permitan revertirla.
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En nuestro país existen aún vastas superficies de terrenos
susceptibles de ser incorporadas a la agricultura. Sin em-
bargo, la distribución y optimización de uso del agua nece-
saria para riego sigue siendo una de las limitantes para el
propósito en referencia.

Especialistas en materia de recursos hídricos indican que
México necesita crecer en superficie física de riego. Pro-
ponen para ello analizar la aplicación de tres proyectos en
cuanto al uso del agua para agricultura.

Una alternativa está en rehabilitar distritos de riego que con
más de 50 años de operación reflejan un deterioro impor-
tante en su infraestructura. Otra más, consiste en incre-
mentar tanto el uso de riego presurizado, como por goteo y
por aspersión, así como las tuberías por compuerta.

Estas opciones están dentro del área de operación y con-
servación a cargo de los organismos de cuenca y represen-
tan la base de la ejecución de los programas de siembra,
distribución y aplicación adecuada del agua para riego.

Además de las alternativas enunciadas, existe el denomi-
nado Plan Hidráulico del Noroeste, definido como un pro-
yecto factible que vendría a desarrollar a esa región econó-
mica de nuestro país y el cual tiene como concepción el
aprovechamiento integral de los escurrimientos de los ríos
y arroyos de los estados de Nayarit, Sinaloa y Sonora, des-
de el río Santiago hasta el arroyo Guaymas.

La situación actual que guarda la superficie bajo riego den-
tro de la zona geográfica en comento, muestran que Naya-
rit que sólo tiene alrededor de 25 mil hectáreas bajo riego
utiliza apenas un volumen mínimo de agua comparado con
los 11 mil 24 millones de metros cúbicos de que dispone,
mientras que Sonora utiliza toda el agua disponible y tiene
además necesidades insatisfechas del preciado líquido.

Sinaloa en tanto, utiliza el 100 por ciento de sus captacio-
nes de agua y presenta restricciones en la superficie de
siembra, aparte de que prácticamente se han eliminado las
siembras del ciclo primavera-verano, es decir, los dobles
cultivos.

Actualmente en la región del proyecto se están sembrando
un millón 200 mil hectáreas y se aprovechan 13 mil 900
millones de metros cúbicos de agua.

Se estima que con el Plan Hidráulico del Noroeste se sem-
brarían alrededor de un millón 525 mil hectáreas físicas,

garantizando dobles cultivos, en primavera-verano para
llegar a 2 millones 287 mil hectáreas de siembra al año.

Gracias al Plhino, se terminaría así con las restricciones de
siembra por falta de agua, aparte de que se aumentaría la
eficiencia y la productividad. La diferencia estará en au-
mentar el año poco más de un millón de hectáreas siembra
y obtener de esta forma una producción equivalente a 8 mi-
llones de toneladas de granos básicos, fundamentales para
garantizar el abasto nacional y la soberanía alimentaria.

Es momento para México que la gestión pública explore
proyectos de gran alcance como el Plhino, que hagan posi-
ble el uso racional del agua para riego por representar se-
guridad en materia de producción de alimentos.

El desarrollo del Plhino es una necesidad impostergable,
que de entrada requiere de la realización de estudios de fac-
tibilidad, donde haya una definición del proyecto que con-
sidere diagnósticos completos y a detalle de todas las cuen-
cas hídricas.

Un asunto de la mayor importancia consiste en destinar los
recursos económicos suficientes para la realización de los
estudios que correspondan.

Amén de la agricultura, con el Plhino habrán de estable-
cerse bases para un acelerado desarrollo integral que in-
cluirá por igual a la pesca, a la ganadería y a la agroindus-
tria, así como a la generación de energía eléctrica y mejores
condiciones para el turismo.

Por lo expuesto, elevamos a la consideración de ésta Ho-
norable Asamblea de la Cámara de Diputados, la siguiente
proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados
a determinar dentro del proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2016, re-
cursos económicos suficientes para financiar la realización
de estudios de factibilidad que permitan la definición ac-
tualizada del Plan Hidráulico del Noroeste.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a la Comisión Na-
cional del Agua a que en el ámbito de sus facultades reali-
ce los estudios de factibilidad que permitan la definición
actualizada del Plan Hidráulico del Noroeste, donde se
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consideren diagnósticos completos y a detalle de todas y
cada una de las cuencas hídricas ubicadas en la zona geo-
gráfica correspondiente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Evelio Plata Inzunza, David López Gutiérrez, Bernardino Ante-
lo Esper, Germán Escobar Manjarrez, Gloria Himelda Félix Niebla, Je-
sús Enrique Jackson Ramírez, Rosa Elena Millán Bueno, Martha Sofía
Tamayo Morales (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen.

RECONSIDERAR LA DECISIÓN DE RESERVAR 
LOS RECURSOS DE 2015 DE LOS PROGRAMAS
PROCAFE Y PIMAF

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP y la Sagarpa a reconsiderar la decisión de reservar
los recursos de 2015 de los programas Procafe y Pimaf,
suscrita por los diputados Natalia Karina Barón Ortiz y
Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parlamentario del
PRD

Los suscritos, diputada Natalia Karina Barón Ortiz y dipu-
tado Juan Fernando Rubio Quiroz, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolución Democrática de la
LXIII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 79, numeral 1, fracción II; numeral 2, fracciones I y
III, del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, sometemos a consideración
del pleno de esta soberanía, la siguiente proposición con
punto de acuerdo de urgente y obvia resolución, por el que
se exhorta respetuosamente a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y a la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), a
reconsiderar la decisión de reservar los recursos de 2015 de
los programas Procafe y Pimaf.

Exposición de Motivos

El día 11 de septiembre de 2015 el Ing. Belisario Domín-
guez Méndez, Director General de Productividad y Desa-
rrollo Tecnológico de la Sagarpa, comunicó a los Delega-
dos de dicha dependencia en las entidades federativas que:

“En relación a los Componentes Pimaf y Procafe del
programa de fomento agrícola y los componentes Ide-
tec Minería Social y Recursos Genéricos Agrícolas
del Programa Pidetec de los cuales la dirección general
de Productividad y Desarrollo tecnológico (DGPDT) es
la Unidad responsable les notifico lo siguiente:

La Secretaria de Hacienda y Crédito Publico 8SHCP)
informó a la Sagarpa que reservó el presupuesto de los
componentes arriba citados n por lo que a partir del día
de hoy y el resto del año 2015 NO hay disponibilidad
presupuestal en dichos componentes.

Por lo anterior, les solicito atentamente tomar las medi-
das necesarias e informar a los diferentes productores y
sus proveedores de dichos componentes que ya no será
posible pagar apoyos de esos componentes y, por lo tan-
to NO se deberá realizar entregas a los productores de
la maquinaria, equipos, insumos y demás conceptos de
apoyo, que no se hayan pagado efectivamente: en ese
sentido cualquier entrega de incentivos será estricta-
mente responsabilidad de quien la realice.”

El Pimaf es un programa de cobertura nacional, que pro-
porciona incentivos a pequeños productores de maíz y de
frijol en zonas de alta y muy alta marginación, prioritaria-
mente en los municipios incluidos en la Cruzada Nacional
Contra el Hambre. En 2015, la Cámara de Diputados eti-
quetó recursos para este programa por 1,266.3 millones de
pesos, para apoyar a cerca de 500 mil productores de maíz
y frijol. 

Cabe destacar que el Pimaf es un programa integral de gran
importancia en el sector social de la producción de maíz y
frijol, ya que invierte en capital físico, humano y tecnoló-
gico, apoyando a los productores con tecnologías, semillas
y asistencia técnica, con orientación para el uso eficiente y
sustentable de la energía y los recursos naturales.

El Procafe incentivos productivos, está orientado a contri-
buir a apoyar el incremento de la producción de las unida-
des económicas rurales agrícolas, mediante incentivos de
inversión en capital físico, humano y tecnológico a pro-
ductores y organizaciones de Café, principalmente de pe-
queños y medianos productores, con cobertura en los 12
estados cafetaleros del país. En el Presupuesto de Egresos
de la Federación 2015, la Cámara de Diputados etiquetó re-
cursos por 730.6 millones de pesos. 
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Al igual que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos en su artículo 27, el Plan Nacional de Desarro-
llo y el Programa Sectorial de Desarrollo Agropecuario,
pesquero y alimentario 2013-2018, consideran de carácter
prioritario y estratégico el campo mexicano.

El gobierno federal se ha comprometido en diversas decla-
raciones públicas ha no afectar con recortes los sectores
prioritarios y los programas productivos y sociales; sin em-
bargo, se falta a la verdad cuando en los hechos, observa-
mos como los recortes y ajustes al presupuesto federal
2015 por la Secretaria de Hacienda y Crédito Público van
precisamente focalizados a disminuir recursos en los pro-
gramas que apoyan a los productores del sector social. 

El atraco cometido por la Secretaría de Hacienda al confis-
car los recursos públicos de los programas Pimaf y Proca-
fe en pleno ejercicio fiscal, cuando se habían establecido
por los productores compromisos económicos y financie-
ros con proveedores, instituciones de crédito y comerciali-
zadores, es cuando menos una irresponsabilidad de la Se-
cretaría de Hacienda que afectará la producción en miles de
hectáreas de maíz, frijol y café del país, provocará incerti-
dumbre y moratoria de pagos y significa un duro golpe a
los ya de por si deteriorados ingresos de los pequeños pro-
ductores. 

Por lo antes expuesto y fundado, sometemos a la conside-
ración de esta representación nacional, con carácter de ur-
gente u obvia resolución, el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, exhorta respetuosamente a la Secretaria de Hacien-
da y Crédito Público y a la Secretaria de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa),
a reconsiderar la decisión de reservar los recursos de
2015 de los programas Procafe y Pimaf.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México DF, a 24 de septiembre de
2015.— Diputados: Natalia Karina Barón Ortiz, Juan Fernando Rubio
Quiroz (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

AGENCIA DE SERVICIOS A LA COMERCIALIZA-
CIÓN Y DESARROLLO DE MERCADOS AGROPE-
CUARIOS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo al pago de
adeudos pendientes con productores del país por la Agen-
cia de Servicios a la Comercialización y Desarrollo de
Mercados Agropecuarios, a cargo de la diputada Martha
Sofía Tamayo Morales, del Grupo Parlamentario del PRI

Los que suscriben Germán Escobar Manjarrez, David Ló-
pez Gutiérrez, Martha Sofía Tamayo Morales, Jesús Enri-
que Jackson Ramírez, Bernardino Antelo Esper, Gloria Hi-
melda Félix Niebla, Rosa Elena Millán Bueno y Evelio
Plata Inzunza, diputadas y diputados a la Sexagésima Ter-
cera Legislatura del Congreso de la Unión, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con punto de acuerdo, con el propósito de que se otorgue
suficiencia presupuestal a la Agencia de Servicios a la Co-
mercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios
para cubrir los adeudos de pago pendientes con los pro-
ductores del país, al tener de las siguientes

Consideraciones

La eliminación total de aranceles a la importación de gra-
nos básicos que trae consigo el Tratado de Libre Comercio
de México con los Estados Unidos y Canadá, supone para
los productores agrícolas nacionales enfrentarse a condi-
ciones competitivas desventajosas.

La apertura comercial de México, que inició a partir de
1986 con el ingreso de nuestro país al denominado Acuer-
do General sobre Comercio y Tarifas, ha permitido una
creciente importación de productos agropecuarios con
afectaciones a los productores nacionales.

Estas afectaciones se agudizaron aún más con la entrada en
vigor del TLCAN en 1994 y la consecuente eliminación de
aranceles a la totalidad de importaciones de productos
agropecuarios y en particular del maíz y el frijol ocurrida
entre el 2008 y el 2009.

Así, en el caso de la agricultura y en lo referente a los cul-
tivos de maíz, trigo y sorgo, se empezó a generar una asi-
metría entre los costos de producción y los ingresos por
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ventas directas a los compradores, al no haber congruencia
entre todos los elementos que inciden en la cadena produc-
tiva.

Tenemos así un incremento en el costo de los insumos prin-
cipales, como son la semilla, el fertilizante, los insectici-
das, el seguro agrícola, los derechos por uso de agua, entre
otros, muy por encima de lo que al productor agrícola le re-
presenta la venta de sus cosechas en base a precios de libre
mercado.

Esta situación, motivó al gobierno federal a establecer pro-
gramas compensatorios a la comercialización agrícola, a
través de mecanismos de apoyo que actualmente instru-
menta la Agencia de Servicios a la Comercialización y De-
sarrollo de Mercados agropecuarios, (Aserca) dependiente
de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación.

Entre otros de los objetivos que sustentan la operatividad
de Aserca, está el que ha sido una instancia que otorga ga-
rantía de rentabilidad a la actividad agrícola, gracias a que
dispone de mecanismos concretos de análisis y decisión, a
través de los cuales se otorgan los apoyos compensatorios
que brindan una rentabilidad justa al productor.

Debido a que las asimetrías en la cadena productiva de cul-
tivos como el maíz, trigo y sorgo, entre otros, se ha incre-
mentado sustancialmente la necesidad de apoyos compen-
satorios y ha rebasado la disponibilidad de recursos
presupuestales con los que cuenta Aserca.

No obstante y vale decirlo, son de reconocerse los esfuer-
zos que Aserca ha hecho para compensar económicamente
a los productores, lo cual ha derivado en la firma de acuer-
dos de apoyos a la comercialización que considerablemen-
te sobrepasaron la disponibilidad de recursos económicos.

Gracias a estos acuerdos, se le ha otorgado rentabilidad al
productor y consecuentemente el hecho mismo ha permiti-
do mantener la estabilidad social y económica en el campo
mexicano.

A la fecha, Aserca presenta un déficit presupuestal por un
aproximado a 10 mil 500 millones de pesos por compro-
misos ya adquiridos y que por lo alto de este monto no le
ha permitido un cumplimiento puntual de los mismos.

Esta irregular situación, ha propiciado descontento y mani-
festaciones sociales en algunas entidades federativas, cu-

yos productores reclaman el pago de los recursos compro-
metidos en cumplimiento de los acuerdos tomados.

Se requiere en consecuencia procurar para Aserca, se cana-
licen al organismo los recursos financieros para el cumpli-
miento de los acuerdos signados en su oportunidad.

De hacerlo así, estaremos garantizando la continuidad de la
actividad agrícola y la confianza de los productores en los
compromisos del gobierno federal.

Por lo expuesto, elevamos a la consideración de esta hono-
rable asamblea de la Cámara de Diputados, la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Secretaria de Ha-
cienda y Crédito Público, a suministrar recursos financie-
ros por 10 mil 500 millones de pesos, a la Agencia de Ser-
vicios a la Comercialización y Desarrollo de Mercados
Agropecuarios, (Aserca), en el Programa de Comercializa-
ción y Desarrollo de Mercados, con cargo al presupuesto
que le fue autorizado por la cámara de diputados en el pre-
supuesto de egresos de la federación 2015, que permitan al
organismo cubrir el déficit presupuestal que presenta. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Germán Escobar Manjarrez, David López Gutiérrez, Martha So-
fía Tamayo Morales, Jesús Enrique Jackson Ramírez, Bernardino An-
telo Esper, Gloria Himelda Félix Niebla, Rosa Elena Millán Bueno,
Evelio Plata Inzunza (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, para dictamen.

REHABILITAR EL CAMINO TUXTEPEC-USILA, DA-
ÑADO POR LAS RECIENTES LLUVIAS EN LA
CUENCA DEL PAPALOAPAN

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador de Oaxaca y el titular de la SCT a rehabilitar
el camino Tuxtepec-Usila, dañado por las recientes lluvias
en la cuenca del Papaloapan, a cargo de la diputada Nata-
lia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe, diputada Natalia Karina Barón Ortiz, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolución
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Democrática de la LXIII Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 79, numeral 1, fracción II; numeral
2, fracciones I y III, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, somete a consi-
deración del pleno de esta soberanía, la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo de urgente u obvia resolución,
por el que se exhorta respetuosamente al ciudadano Gabi-
no Cué Monteagudo, gobernador del Estado Libre y Sobe-
rano de Oaxaca, y al ciudadano Gerardo Ruiz Esparza, se-
cretario de Comunicaciones y Transportes para que a la
brevedad posible sea rehabilitado el camino Tuxtepec-Usi-
la que fue dañado por las recientes lluvias en la cuenca del
Papaloapan.

Exposición de Motivos

Los pueblos originarios de la cuenca del Papaloapan Chi-
nanteco y Mazateco han sido ancestralmente habitantes de
las tierras, recursos naturales y poseedores de sus culturas
y tradiciones que los ha mantenido cohesionados en comu-
nidades y grupos humanos que han sabido conservar sus
ecosistemas y su herencia cultural.

Como muchos pueblos indígenas han sido avasallados,
marginados y expoliados en nombre del eufemísticamente
llamado interés nacional, que encontró su máxima expre-
sión, cuando en la segunda mitad del siglo pasado les fue-
ron arrebatadas sus tierras y recursos naturales para cons-
truir dos presas, que producen energía para una entidad
diferente a la que están sujetos y, en lo más absurdo y ab-
yecto de la verdadera justicia social, carecen del servicio
de energía eléctrica a unos metros de donde ominosamen-
te se erigen las cortinas contenedoras del preciado líquido.

Después de cientos de años en que a pie, a cuestas y en los
pocos casos en que contaban con animales de carga reco-
rrían por días y jornadas enteras para el intercambio, la
subsistencia y la búsqueda de alivio para sus enfermeda-
des, apenas hace 25 años se construyó con su tequio, mate-
riales de la región y su mano de obra un camino de terra-
cería que los comunicó con Tuxtepec, cabecera regional, y
localidades circunvecinas que en épocas de lluvias se vuel-
ve intransitable.

Hace tres días, en que las lluvias que en esta temporada han
alcanzado niveles que hace ochenta años no se enfrenta-
ban, este camino se cortó a la altura del poblado de Santo
Domingo del Río, en un tramo de treinta metros de largo,
quince de ancho y más de cinco metros de profundidad,
Municipio de San Pedro Teutila dejando a más de 30,000

niños, mujeres, ancianos y población en general que ade-
más de no poder salir a abastecerse de los básicos, no pue-
den obtener la atención de mujeres a punto de parto y las
personas que requieren urgentemente atención médica ca-
lificada. Por si faltara otra urgencia más, el tramo recién
pavimentado hacia la comunidad de Flor de Batavia pre-
senta deslaves y hundimientos por la baja calidad de los
trabajos realizados.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de este
pleno los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, exhorta respetuosamente al ciudadano Ga-
bino Cué Monteagudo, gobernador del Estado Libre y So-
berano de Oaxaca y al ciudadano Gerardo Ruiz Esparza,
secretario de Comunicaciones y Transportes, para que a la
brevedad posible sea rehabilitado el camino Tuxtepec-Usi-
la que fue dañado por las recientes lluvias en la cuenca del
Papaloapan, a fin de restablecer la comunicación perma-
nente de la población.

Segundo. A la brevedad posible, se gestione y apruebe la
pavimentación correcta de la totalidad de esta importante y
vital vía de comunicación para los pueblos y comunidades
Chinantecas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México DF, a 1o. de octubre de
2015.— Diputada Natalia Karina Barón Ortiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

APROVECHAMIENTO INTEGRAL E INTERCAMBIO
COMERCIAL DE LA PALMA DE COCO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la comisión especial para fortalecer el desarro-
llo industrial, aprovechamiento integral e intercambio co-
mercial de la palma de coco, a cargo del diputado Ricardo
Taja Ramírez, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal integrante del Grupo Parla-
mentario del PRI, con fundamento en los artículos 34 y 42
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 205, 207 y 208 del Reglamento de la
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Cámara de Diputados, acude ante el pleno de esta soberanía
a fin de presentar proposición con punto de acuerdo me-
diante el cual se solicita a la Junta de Coordinación Política
la creación de la Comisión Especial para fortalecer el desa-
rrollo industrial, aprovechamiento integral e intercambio co-
mercial de la palma de coco con base en las siguientes

Consideraciones

La Palma de Coco Mexicana, está ubicada a nivel mundial
dentro de los 10 principales productores; es el cultivo tro-
pical por excelencia y se le encuentra en las regiones cos-
teras del Pacífico, desde Sinaloa hasta Chiapas y del Gol-
fo-Mar Caribe, desde Veracruz hasta Quintana Roo.

Se considera, como el cultivo de gran impacto económico,
social, turístico y ecológico desde la época de la Colonia.

Importante símbolo del trópico húmedo generador de divi-
sas y motivador del turismo; resulta un referente del sector
hotelero, ya que aguarda en sus alrededores, siendo una
imagen representativa de ellos, en las playas se les observa
invariablemente y son quienes rodean los principales puer-
tos, malecones y en general las costeras de nuestro país; lo
que significa que convierte a los propietarios de estos es-
pacios y comercios, tanto públicos como privados, en
clientes potenciales de los productores o de los dueños de
viveros dedicados a esta palmácea; situación que coadyuva
al desarrollo social.

Aunado a lo anterior, estas plantaciones de palma de coco,
son referencia de las barreras ecológicas contra el efecto de
huracanes, la erosión de los suelos y el favorecimiento de
la captura de carbono, lo que contribuye a la mejora del
medio ambiente.

La importancia de la palma de coco radica en la posibilidad
de generar más de 100 productos a partir de ella, este apro-
vechamiento representa una fuente de numerosos artículos
de gran utilidad y de forma considerable en la alimenta-
ción; posterior a este importante uso existen oportunidades
desde simples y hasta complejas de transformarlo, lo que
significa relevancia en la economía mexicana local, estatal,
nacional e incluso a nivel internacional.

Por ello es importante puntualizar que cada parte de la pal-
ma de coco es útil al ser humano y con la gran variedad de
productos y subproductos obtenidos a partir de ella, se be-
nefician varios sectores, como la agricultura, el comercial,
el industrial, de alimentación humana y animal, de la cons-

trucción, el medicinal y cosmético, ambiental, ornamental,
artesanal, entre otros.

En México, solo se obtienen derivados de la palma de co-
co en un 25% de los estados productores, es decir, prácti-
camente tres cuartos de la producción es desaprovechada,
aun cuando todas sus estructuras pueden ser aprovechadas.

Aunque la copra y la palma de coco en monocultivo son las
actividades principales e importantes de los productores
dedicados a ello, el tiempo actual exige visualizar a esta ac-
tividad de explotación y aprovechamiento integral, dándo-
les la importancia equiparable a la de otros cultivos, como
son la de cítricos, papaya mango, plátano, pitahaya, horta-
lizas, gramíneas, leguminosas, etc., o la de actividades pro-
ductivas como la de la apicultura y el pastoreo, que permi-
ten la explotación de numerosos productos y subproductos.

De la palma de coco se puede aprovechar:

- El tallo o tronco.

Para la obtención de madera, misma que se obtiene en
forma de tablazón muy dura, conveniente para la car-
pintería, ebanistería y tornería; este tronco es aprove-
chable aproximadamente un 70%, de la parte inferior
hacia arriba, el siguiente 15% se utiliza para elaborar
carbón vegetal y el último 15% puede utilizarse para
composta. Tiene la característica favorable de no ser fla-
mable, ya que sus fibras no contienen resinas, propiedad
que retarda la acción del fuego. Se visualiza como una
alternativa de madera para varios fines con resultados
iguales o superiores a los de la convencional.

- La hoja.

Se obtiene de un eje principal de tres o cuatro metros de
longitud y del cual están sujetos a él alrededor de 200
folíolos en ambos lados; estas hojas son maleables y re-
sistentes, lo que permite ser utilizado para material de
construcción de techos rústicos y cercos, fabricación de
cestos, canastos y sombreros, elaboración de escobar y
diversas artesanías.

- La inflorescencia.

Es la estructura reproductiva de la palma de coco, de la
cual se aprovecha para generar productos y subproduc-
tos como la tuba o néctar, vinagre, miel, azúcar, vino o
licor y artesanías.
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- El fruto.

Estructura de la palma de coco de donde se obtienen la
mayor cantidad de productos y subproductos; cada uno
de sus componentes se aprovecha y se obtiene agua,
aceite y aceite virgen, artesanías, coco rayado, coco des-
topado, deshidratado o jimado, leche, crema y nata de
coco, vinagre, dulces, vino, fibra, copra, hilos, tapetes y
redes ecológicas, carbón y carbón activado, pulpa, aglo-
merados, sustratos para viveros y biodiesel.

- El agua.

Solución estéril y ligeramente ácida, con sales minera-
les, proteínas, azúcares, vitaminas, fitohormonas y gra-
sa neutra, de agradable sabor, nutritiva y con poco valor
calórico. Con propiedades medicinales o usos, tales co-
mo; alimento, suero oral, coadyuvante en la temperatu-
ra, diurética, reductor de salpullido y comezón causados
por varicela o sarampión, como antiséptico urinario y
como eliminador de veneno mineral.

- Fibra y polvo.

Alternativa generada a partir del fruto del cocotero, ob-
tenida de la borra después de extraerle el agua, la copra
y la pulpa; utilizada para la industria y en la producción
de plantas y flores de ornato. Se procesa mediante ma-
quinas muy grandes y costosas, lo que requiere gran
costo de operación, por el consumo de electricidad.

Los productores han desarrollado diferentes técnicas de
transformación rudimentarias y con máquinas poco com-
plejas; sin embargo, el fortalecer con tecnología a toda la
cadena de producción, significaría la oferta de los diferen-
tes productos y subproductos a mayor volumen a nivel na-
cional; esto significaría aumento en las fuentes de empleo
y en consecuencia el beneficio económico para las familias
mexicanas dedicadas al cultivo de la palma de coco.

Con el fomento tecnológico, el aprovechamiento integral
de la palma de coco y la mejora de la oferta en el mercado,
se estaría provocando competencia entre los diferentes ac-
tores productivos del país y con ello la importancia de la
creación de un órgano regulador para la certificación na-
cional de calidad y procesos, con el objetivo de convertir-
los en productos competitivos.

Reconocer que existe una tendencia a la baja, tanto en la
superficie como en la producción, la vejez de las planta-

ciones, problemas fitosanitarios, fluctuaciones en el precio
de la copra y la poca rentabilidad del cultivo, no sólo sirve
para quienes dedican su vida a su producción, transforma-
ción y comercio de la palma de coco, sino para ubicar que
solo es el primer paso de muchos que se deben dar para que
esta actividad agroindustrial genere e impacte económica-
mente.

Esta comisión especial aspira vincular acciones que permi-
tan implementar tecnología en los Estados productores
donde no la hay, fortalecer y mejorar en donde ya cuenten
con ella, así como crear la cultura correcta del cultivo y co-
secha, transformación e industrialización y comercializa-
ción en cada región productora. Esto último, parte medular
de implementar la adopción del aprovechamiento integral
de la palma de coco, ya que será a través de la conjunción
de experiencias entre cada región se impulse el estudio pla-
nificado y estructurado en el plano técnico-docente regio-
nal, quedando esta primer fase como base para considerar-
lo en el sector educativo nacional.

La creación de la Comisión Especial para fortalecer el de-
sarrollo industrial, aprovechamiento integral e intercambio
comercial de la palma de coco, tendrá como objeto:

- Fomentar, Promover y mejorar, la producción aprove-
chamiento e intercambio comercial de la palma de coco.

- Integrar la cadena productiva en el mercado nacional.

- Constituir foros para reunir a los actores de la cadena
productiva-consumo de la palma de coco, generando
vínculos para el incremento de la producción y desarro-
llo de las regiones productoras.

- Promover en el sector público y privado la inversión
en la investigación de todo el proceso de producción y
con ello mejorar el costo de producción, la calidad y sus
beneficios.

- Fomentar políticas en el sector educativo para tecnifi-
car y profesionalizar la actividad del proceso producti-
vo integral de la palma de coco.

- Implantar talleres nacionales para la difusión de la im-
plementación de las certificaciones generadoras de la
competitividad.

Por lo expuesto, someto a consideración del pleno de esta
honorable asamblea los siguientes
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Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Junta de Coordinación Política de
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados con las fa-
cultades que le confiere lo dispuesto en los artículos 34 y
46 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, Mexicanos y 205, 207 y 208 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someta a la consi-
deración del pleno de la H. Cámara de Diputados la crea-
ción de la Comisión Especial para Fortalecer El Desarro-
llo Industrial, Aprovechamiento Integral e Intercambio
Comercial de La Palma de Coco.

Segundo. Que la Comisión Especial para Fortalecer El
Desarrollo Industrial, Aprovechamiento Integral e In-
tercambio Comercial de La Palma de Coco, se integre
por diputadas y diputados pertenecientes a todos los grupos
parlamentarios con base en el criterio de proporcionalidad
de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del
congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

Tercero. La Comisión Especial tendrá por objeto, empren-
der lo que se deriva de su denominación, promoviendo la
vinculación de las instancias federales, estatales y munici-
pales para este fin.

Cuarto. Que la Comisión Especial podrá solicitar la infor-
mación que considere pertinente y realizar la acciones que
correspondan para el cumplimiento de su objetivo, de con-
formidad con la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, El reglamento de la Cámara de
Diputados y demás disposiciones aplicables, económicos y
materiales necesarios para el adecuado desempeño de sus
funciones; así como reunirse cuando lo considere necesario
con las autoridades federales, estatales y municipales res-
ponsables, organizaciones civiles y desempeñar cualquier
otra acción para el cumplimiento de su objetivo, en el ám-
bito de sus competencias.

Quinto. Que la Comisión Especial para Fortalecer el De-
sarrollo Industrial, Aprovechamiento Integral e Inter-
cambio Comercial de la Palma de Coco, estará vigente
todo el tiempo que sea requerido para alcanzar su objetivo,
mismo que no podrá exceder al 31 de agosto de 2018.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputado
Ricardo Taja Ramírez (rúbrica).»

Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

MODERNIZAR LA CARRETERA MONTERREY-
NUEVO LAREDO, EN SU TRAMO 146 AL 193, EN
SUS CUERPOS ORIENTE Y PONIENTE

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de reconstruir y
modernizar la carretera Monterrey-Nuevo Laredo, en los
tramos 146 a 193, en los cuerpos oriente y poniente, a car-
go de la diputada Yahleel Abdala Carmona, del Grupo Par-
lamentario del PRI

La que suscribe, diputada Yahleel Abdala Carmona, y los
diputados federales del estado de Tamaulipas, integrantes
de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados por el
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo establecido en los artículos
61 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 11 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 3, fracción XVIII, 6, frac-
ción I, 62, numeral 3, 76, fracción IV, 79, numeral 1, frac-
ción II, y fracciones I y III del numeral 2, 113 y 139, frac-
ción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía la proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta al titular de la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes para que se tomen las
medidas necesarias para la reconstrucción y modernización
de la carretera de Monterrey-Nuevo Laredo en el tramo del
kilómetro 146 al 193 en sus cuerpos oriente y poniente, al
tenor de los siguientes

Considerandos

Siendo Nuevo Laredo, Tamaulipas, la aduana más impor-
tante en materia de comercio exterior, con la mayor afluen-
cia y operaciones diarias en importaciones y exportaciones
de mercancías en toda Latinoamérica, da una posición pre-
ponderante en esta actividad a nuestro país, por tal motivo
hace que la vialidad de la que hoy estamos hablando sea la
principal arteria para esta región fronteriza y para el trans-
porte de carga, el cual representa una parte fundamental
dentro del comercio exterior de México, cuya actividad
económica es indispensable en la región. Esta carretera
capta el tránsito de vehículos procedentes de Piedras Ne-
gras, Coahuila, Colombia y Monterrey, Nuevo León, así
como también de Nuevo Laredo, Tamaulipas, y viceversa.
Además, con la Reforma Energética recién aprobada y la
instalación de nuevas plantas manufactureras de la indus-
tria automotriz, el paso de vehículos se verá incrementado
en forma relevante a corto y mediano plazo. A esto se le su-
ma la importancia del número de connacionales que utili-
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zan esta vía como acceso a los diferentes puntos del país y
la derrama económica que generan en sus visitas.

De acuerdo con la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, el tránsito vehicular actual por la carretera nacional
Monterrey-Nuevo Laredo es de aproximadamente 26, 000
(veintiséis mil) unidades diarias, de las cuales 15, 000
(quince mil) son transportes de carga del comercio in-
ternacional y 11, 000 (once mil) vehículos ligeros, lo que
representa $9,000,000,000.00 (nueve mil millones de pe-
sos) en valor de mercancías que pasa diario por esta ca-
rretera, lo que es equivalente a $405,000,000.00 (cuatro-
cientos cinco millones de pesos) por hora en valor de
mercancías, esto la convierte en única en su tipo.

Asimismo, de acuerdo con el informe de actividades de co-
mercio exterior de la Confederación de Asociaciones de
Agentes Aduanales de la República Mexicana (CAAA-
REM), expongo que por esta carretera transita 52 por
ciento de los productos que se importan o exportan de
los Estados Unidos de Norteamérica y se recauda sola-
mente en Impuesto al Valor Agregado, 28 por ciento
(veintiocho por ciento) procedente del comercio exte-
rior de toda la República mexicana (la proyección eco-
nómica sostenida para la región tiene un crecimiento
sostenido hasta el 2020 de 15 por ciento, lo que equiva-
le a una mayor captación de IVA). De tal manera, esta
importante carretera ha contribuido a que la citada re-
gión fronteriza haya captado durante 2014, aproxima-
damente $88,800,000,000.00 (ochenta y ocho mil ocho-
cientos millones de pesos moneda nacional) en IVA, lo
que equivale a $285,000,000.00 (doscientos ochenta y
cinco millones de pesos) de captación diariamente, por
hora son $11,875,000.00 (once millones ochocientos se-
tenta y cinco mil pesos), son datos estadísticos que ha
proporcionado la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

Esta vialidad se ha visto afectada en los últimos años por
una serie de deficiencias que han generado daños y costos
importantes en la industria del transporte y del comercio
internacional; las inundaciones, baches, trabajos de mala
calidad, fallas mecánicas y accidentes mortales son eventos
cotidianos. La carretera nacional de la Ciudad de México a
Nuevo Laredo fue la primera carretera de México que unió
a la Ciudad de México con la frontera con los Estados Uni-
dos y la principal obra ejecutada por la entonces reciente-
mente formada Comisión Nacional de Caminos, en 1925.

Desgraciadamente se ha invertido muy poco en manteni-
miento, y nada en una reconstrucción y modernización, lo
que es lamentable para una carretera de tal importancia pa-
ra la nación mexicana. La necesidad imperiosa es recons-
truir esta carretera y añadirle más acotamientos, en concre-
to hidráulico, instalar señalamiento horizontal y vertical,
reconfigurar el perfil longitudinal y ampliar áreas hidráuli-
cas de drenes pluviales transversales.

El deterioro en la vialidad de Monterrey-Nuevo Laredo, se
encuentra situado del kilómetro 146 al kilómetro 193. Con
la nueva construcción de la empresa maquiladora KIA en
Pesquería, Nuevo León, y su similar en San Antonio, Te-
xas, estos 49 kilómetros de carretera próximamente intran-
sitable, quedan en medio del tránsito de la exportación de
vehículos hacía Estados Unidos, tan sólo un ejemplo de las
miles de industrias manufactureras que se encuentran es-
parcidas en los estados de la República y que usan esta ar-
teria para la exportación o importación de sus mercancías.
Dicha empresa en particular tiene una proyección de pro-
ducción de 3, 000, 000 (tres millones) de vehículos anuales
para su venta en Estados Unidos, lo que aumentará en for-
ma gradual, hasta llegar a 5, 000, 000 (cinco millones) pa-
ra el año 2020.

Según estudios recientes de comercio exterior, las mercan-
cías provenientes de Asia que entran a este continente por
la aduana de Los Ángeles, California, se han encontrado
con una saturación de la misma, esto al verse rebasada su
capacidad de operación; saturación que beneficia a nuestro
país con el desvío gradual de estas mercancías a la aduana
de Lázaro Cárdenas, Michoacán, siendo precisamente la
carretera Monterrey-Nuevo Laredo el camino más rápido y
natural de exportación de dichas mercancías de nuestro pa-
ís para que lleguen a los Estados Unidos.

No sobra manifestar que el ferrocarril para el transporte en
las exportaciones e importaciones entre ambas naciones se
encuentra saturado y sobrevendido, contenedores que cru-
zan por esta región fronteriza, tienen que transitar en forma
habitual por esta carretera al estar en tal situación el medio
ferroviario. Estudios recientes muestran que Monterrey,
Nuevo León, eventualmente se convierta en el centro de
distribución más importante de Latinoamérica, siendo su
paso natural y obligado hacía Estados Unidos esta carrete-
ra de Monterrey-Nuevo Laredo, que de mantenerse las
condiciones en las que se encuentra, seguirá siendo impo-
sible sostener el tránsito vehicular.
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La reconstrucción y modernización de esta carretera se es-
tima que tenga un costo de 1, 600, 000. 00 (mil seiscientos
millones de pesos moneda nacional) lo que equivale a solo
6 días de captación del IVA de comercio exterior que tran-
sita por esta misma, es decir: únicamente 2 por ciento de lo
que se capta mensualmente por esta carretera la reconstrui-
ría y modernizaría en su totalidad.

Por si esto fuera poco, por esta arteria circula la carga de
importación y exportación que provienen de los principales
parques industriales del norte, centro y sur del país, como
lo son los ubicados en Jalisco, estado de México, Distrito
Federal, Nuevo León, Coahuila, entre otros, por ello este
tema es importante para todos los estados, nos estamos
viendo seriamente dañados todas las entidades federativas
porque nos afectan terriblemente las condiciones de esta
carretera, es un beneficio para todo el país, por el cruce in-
ternacional de mercancías entre México y Estados Unidos.

A continuación enuncio la principal problemática existente:

• Falta de acotamientos desde el kilómetro 169 (límite
de Tamaulipas y Nuevo León) al kilómetro 202, cuerpo
poniente.

• Algunas curvas verticales sin visibilidad en cuerpo po-
niente.

• Baches a causa de falla en base hidráulica que se pre-
sentan en todo el tramo del kilómetro 146 al kilómetro
167 cuerpo poniente y kilómetro 146 al 193 cuerpo
oriente (el correspondiente es del kilómetro 174 al kiló-
metro 193) de la carretera Nuevo Laredo-Monterrey.

• Los tramos rehabilitados en 2014, se han dañado y han
sido reparados con la misma técnica de sólo reponer la
carpeta asfáltica, cuando la base existente está dañada
desde la primera acción de rehabilitación, usando una
mezcla de reparación que se utilizaba hace 40 años.

• El drenaje pluvial transversal necesita una reconfigu-
ración puesto que sufre de inundaciones, como la suce-
dida en los kilómetros 146 (arroyo salado) en 2010, la
sucedida en el kilómetro 172, en el mes de octubre de
2013.

• Ausencia y daños en los señalamientos preventivos y
restrictivos.

La problemática derivada del pésimo estado de esta vía ha
originado, entre otras, las siguientes consecuencias:

• Se estiman más de 30 accidentes fatales en lo que va
de este año, lo que equivale de 4 a 5 accidentes al mes
que se deben al mal estado de la vía y a la falta de seña-
lamientos, que han derivado en la muerte de familias en-
teras.

• Daños en partes mecánicas de los vehículos, tales co-
mo suspensión, llantas y estructura de los vehículos.

• Daños físicos en la carga por los movimientos bruscos
en el remolque, lo que ocasiona serios problemas para
los importadores y/o exportadores, así como para los
transportistas, por entregarse a destino con daños que en
muchas ocasiones generan pagos de indemnizaciones
por los costos que conlleva la falta del producto a tiem-
po y en condiciones no idóneas para su uso, en detri-
mento de las empresas, sobre todo tratándose de empre-
sas maquiladoras que suspenden la producción por
carecer de materia prima en condiciones óptimas para
trabajar. Lo anterior, genera un daño patrimonial en la
cadena de producción nacional.

• Costo elevado de los servicios como consecuencia del
incremento en horas hombre y equipo por inaudita re-
ducción de velocidad para transitar.

• Aumento de consumo de combustibles por esperas en
filas y arranques.

• Pérdida gradual de 10 por ciento anual de captación de
IVA, de empleos y comercio.

• En un año esta carretera será intransitable.

Por todo lo anterior y para estar en posibilidad de resol-
ver la problemática citada, es necesario lo siguiente:

• Reconstrucción y modernización carretera Monterrey-
Laredo en el tramo del kilómetro 146 al 193 en sus cuer-
pos oriente y poniente: superficie de rodamiento de con-
creto hidráulico con dos (2) cuerpos separados, con
acotamientos exteriores, con una inversión estimada de
$1,600.00 mdp (mil seiscientos millones de pesos).

• Es necesario que la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública considere en el análisis, discusión y aproba-
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ción del Presupuesto de Egresos de la Federación de
2016, recursos para la reconstrucción y modernización
de la carretera Monterrey-Nuevo Laredo.

• La Secretaría de Comunicaciones y Transportes debe-
rá establecer un presupuesto multianual para la culmi-
nación de la obra.

Por lo expuesto, se propone ante esta honorable asamblea
que se apruebe como urgente y obvia resolución el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes para que se tomen las medidas nece-
sarias para la reconstrucción y modernización de la carre-
tera de Monterrey-Nuevo Laredo en el tramo del kilómetro
146 al 193 en sus cuerpos oriente y poniente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre 2015.— Diputados:
Yahleel Abdala Carmona, Edgardo Melhem Salinas, Montserrat Arcos
Velázquez, María Esther Guadalupe Camargo Félix, Jesús Juan de la
Garza Díaz del Guante, Miguel González Salum, Luis Alejandro Gue-
vara Cobos, Mercedes del Carmen Guillen Vicente, Esdras Romero
Vega (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL PARA LA
PROTECCIÓN DE LA ZONA DE LA MARIPOSA
MONARCA EN MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la comisión especial para la protección de la
zona de la mariposa monarca en México, a cargo del dipu-
tado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El que suscribe, diputado Juan Antonio Ixtláhuac Orihuela,
integrante del Grupo Parlamentario del PRI de la Sexagé-
sima Tercera Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 79, del Reglamento de la Cámara de Dipu-

tados, somete a esta Soberanía para su resolución proposi-
ción con punto de acuerdo, con el fin de que se apruebe la
creación de la Comisión Especial para la protección de la
zona de la mariposa monarca en México, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

Es importante partir de que la morada del hombre no es só-
lo su vivienda, sino que incluye además el medio que la ro-
dea, conformado por las particulares condiciones de cali-
dad de la tierra, el aire y los recursos naturales.

La economía y el medio ambiente están estrechamente li-
gados. Sabemos bien que intereses económicos en ocasio-
nes, son una de las causas más devastadoras no solamente
de la especie humana, sino también de la naturaleza y su
fauna.

Debemos luchar porque el hombre sepa conservar y mejo-
rar la naturaleza, de la cual forma parte y es también res-
ponsable.

Dado que el problema ecológico en México ha dejado de
ser preocupación exclusiva de científicos e investigadores
convirtiéndose en demanda cotidiana de la comunidad me-
xicana en su conjunto, la cuestión del medio ambiente se
encuentra en el corazón de la política nacional, y tenemos
que congratularnos de que ello sea así, pues los problemas
ecológicos requieren, ante todo, conciencia nacional.

Ya la tenemos; debemos seguir ampliándola, afinándola e
ilustrándola, pero también convertirla en acción responsa-
ble. En materia tan amplia y compleja, la responsabilidad
le corresponde a toda la comunidad y, desde luego, a los
poderes del Estado.

Asumiendo su responsabilidad y considerando que la in-
tensificación y diversa utilización de los recursos naturales,
así como la mayor capacidad de transformación de los eco-
sistemas por parte del hombre, han generado una serie de
problemas ambientales que amenazan el futuro de dichos
recursos naturales, el medio ambiente y el sustento del de-
sarrollo y la calidad de vida de la población, el gobierno de
la república ha implementado estrategias relativas al orde-
namiento ecológico del territorio, la prevención y control
de la contaminación ambiental, la conservación, preven-
ción y restauración ecológica regional y el manejo integral
y racional aprovechamiento de los recursos naturales.
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El resto de los mexicanos tenemos el compromiso nacional
de conservar nuestra tierra, nuestra atmósfera y nuestras
aguas, no sólo para que la generación presente tenga una
mejor calidad de vida, sino para asegurar la continuidad
histórica de la Nación mexicana.

Asimismo, existe conciencia de los daños que a la calidad
de vida ocasiona el deterioro del medio ambiente.

No es posible dejar a la improvisación o a la inercia la so-
lución de este problema, se requiere lograr que el creci-
miento económico no afecte la calidad de vida de las ma-
yorías al destruir el medio ambiente, sino, antes bien, se
transforme en un auténtico desarrollo integral al proveer de
empleo, salario remunerador, adecuados niveles de consu-
mo, acceso a la educación y cultura, salud, vivienda, recre-
ación y esparcimiento, sin afectar y destruir el ambiente,
elevando el nivel de vida de los mexicanos, y contribuyen-
do así a la conformación de una sociedad más igualitaria.

No se trata de tener una visión únicamente ecologista, pre-
ocupada por el medio ambiente en sí mismo. El análisis de
este tema y su discusión tienen un propósito eminentemen-
te político y social. Tenemos que hacer explícitos los cos-
tos sociales del impacto ecológico.

A través de los últimos años, el Poder Legislativo federal,
del cual formamos parte, se ha preocupado por los temas
ambientales y ha contribuido, con el Ejecutivo, a diseñar
las estrategias que eviten el deterioro ecológico y ambien-
tal.

Sin embargo, sentimos que falta mucho por hacer, pero te-
nemos que intensificar los esfuerzos.

Como se señala en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-
2018 que presentó el gobierno de la república, México ha
demostrado un gran compromiso con la agenda internacio-
nal de medio ambiente y desarrollo sustentable, y participa
en más de 90 acuerdos y protocolos vigentes, siendo líder
en temas como cambio climático y biodiversidad.

No obstante, el crecimiento económico del país sigue es-
trechamente vinculado a la emisión de compuestos de efec-
to invernadero, generación excesiva de residuos sólidos,
contaminantes a la atmósfera, aguas residuales no tratadas
y pérdida de bosques y selvas. El costo económico del ago-
tamiento y la degradación ambiental en México en 2011 re-
presentó 6.9 por ciento del PIB, según el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía (Inegi).

Ello implica retos importantes para propiciar el crecimien-
to y el desarrollo económicos, y asegurar que los recursos
naturales continúen proporcionando los servicios ambien-
tales de los cuales depende nuestro bienestar.

Es importante destacar los datos que se presentan en el
PND en materia ambiental, los cuales indican que el 12 por
ciento de la superficie nacional está designada como área
protegida, sin embargo 62 por ciento de estas áreas no
cuentan con programas de administración; cerca de 60 mi-
llones de personas viven en localidades que se abastecen en
alguno de los 101 acuíferos sobreexplotados del país; se
debe incrementar el tratamiento del agua residual colecta-
da en México más allá del 47.5 por ciento actual; la pro-
ducción forestal maderable del país es menor al 1 por cien-
to del PIB; para proteger los ecosistemas marinos se debe
promover el desarrollo turístico y la pesca de manera sus-
tentable; y se debe incentivar la separación de residuos pa-
ra facilitar su aprovechamiento.

Ante el interés que presenta el equilibrio y la conservación
de la biodiversidad, el aprovechamiento sustentable de los
recursos naturales y el desarrollo de actividades producti-
vas para el gobierno del presidente Enrique Peña Nieto, el
Poder Legislativo debe apoyar estas acciones para impul-
sar y orientar un desarrollo ambiental sustentable que pre-
serve nuestro patrimonio natural, al mismo tiempo que ge-
nere riqueza, competitividad y empleo de manera eficaz, y
cumplir con el objetivo de lograr el ordenamiento ecológi-
co del territorio en las regiones y circunscripciones políti-
cas prioritarias y estratégicas, en especial en las zonas de
mayor vulnerabilidad climática.

Desde la Cámara de Diputados tenemos que impulsar e in-
centivar la incorporación de superficies con aprovecha-
miento forestal, maderable y no maderable; proponer pro-
gramas de conservación de la biodiversidad y
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales pa-
ra generar beneficios en comunidades con población de al-
ta vulnerabilidad social y ambiental; promover el conoci-
miento y la conservación de la biodiversidad, así como
fomentar el trato humano a las especies animales; fortale-
cer los mecanismos e instrumentos para prevenir y contro-
lar los incendios forestales; fomentar esquemas e instru-
mentos de reforestación; y diseñar y modificar la
legislación que permita la recuperación de los ecosistemas
y zonas deterioradas para mejorar la calidad del ambiente.

Uno de los principales problemas que México padece des-
de hace algunos años en esta materia, es el que se presenta
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en la denominada Reserva de la Biosfera Mariposa Monar-
ca, que se localiza al oriente del estado de Michoacán en
los límites con el poniente del Estado de México; abarca
los municipios de Contepec, Senguío, Angangueo, Ocam-
po, Zitácuaro, y Aporo en el estado de Michoacán, y Te-
mascalcingo, San Felipe del Progreso, Donato Guerra y Vi-
lla de Allende, en el estado de México.

En esta región suelen establecerse entre ocho y doce colo-
nias de hibernación. La Reserva de la Biosfera Mariposa
Monarca se estableció en el año 2000, cuando el gobierno
de la república decretó que 56 mil hectáreas fueran res-
guardadas para protegerla.

Esta reserva cuenta con densos bosques de oyamel o abe-
to, cumpliendo con las características para que la mariposa
monarca complete su ciclo de vida en temporada invernal.

La Reserva de la Biosfera Mariposa Monarca resguarda en-
tre 30 y 50 millones de mariposas por hectárea, lo que sig-
nifica que en un año puede albergar hasta 200 millones de
mariposas.

Esta zona es una de las cuatro bellezas naturales en nuestro
país, reconocidas por la UNESCO como Patrimonio de la
Humanidad.

Cada año, entre octubre y marzo la mariposa monarca via-
ja desde Canadá y Estados Unidos de América a los bos-
ques mexicanos, más de cuatro mil kilómetros.

La mayor parte de ellas son originarias de los campos agrí-
colas de la línea fronteriza del sur de Canadá y del norte de
Estados Unidos. Estudios realizados señalan que recorren al-
rededor de 120 kilómetros por día y realizan su viaje en 33
días, aproximadamente. A finales de marzo, cuando alcan-
zan su madurez, emprenden su viaje de retorno al norte.

Las mariposas monarca son de vital importancia en el ciclo
de la vida como agente polinizador y factor de equilibrio
ecológico en los bosques que habitan.

Cabe mencionar que las mariposas monarca utilizan varias
rutas migratorias; unas llegan a México desde la zona ubi-
cada entre las Rocallosas y los Grandes Lagos, bajan por la
Sierra Madre Oriental, entran al Altiplano por las montañas
más bajas y llegan a los estados de México y Michoacán.

Otras, viajan de la zona ubicada entre el Océano Pacífico y
las montañas Rocallosas, hacia el estado de California, y

otras entre el Océano Atlántico y los Grandes Lagos cruzan
los estados de Carolina y Florida para llegar a Cuba.

El ciclo que se ha analizado es que durante su viaje y es-
tancia en México se cortejan y reproducen los ejemplares
adultos y nace la generación que volará en marzo hacia la
Unión Americana y Canadá; ninguna de ellas regresará a
México, ya que su ciclo de vida dura sólo algunas semanas.

Este proceso obliga a los tres países, en especial a México,
a conservar el hábitat que requieren, y estar atentos a los
cambios que sufra el ecosistema para actuar ante cualquier
contingencia.

La comunidad científica está preocupada por la población
oriental de mariposas monarca que pasan el verano al este
de las montañas rocosas. Este grupo se ha visto disminui-
do, por lo que su supervivencia se encuentra amenazada
por diversos desastres naturales en los bosques mexicanos,
así como por la menor superficie de plantas del algodonci-
llo en sus lugares de origen.

Desde el siglo antepasado, naturalistas describieron enjam-
bres de mariposas viajando juntas. A principios del siglo
XX, la naturalista estadunidense Jennie Brooks señaló que
las mariposas monarca migraban hacia México.

A partir de 1940, los investigadores canadienses Fred y
Nora Urquhart se dedicaron al estudio de la migración de
la mariposa monarca, descubriendo en 1975 que los sitios
de hibernación se situaban en el centro de México.

En mayo de 1980, se crearon las zonas de reserva y refu-
gio de fauna silvestre. En 1986, se estableció la reserva
especial de la biosfera mariposa monarca. Posteriormen-
te, en 1992 se propuso la zonificación y clasificación de
los terrenos forestales y del área de influencia del área de
la reserva especial de la mariposa monarca, para que en
1996, se estableciera el área natural protegida mariposa
monarca.

En el año 2000 se creó la reserva de la biosfera mariposa
monarca, abarcando 56 mil 259 hectáreas, e incluyendo
tres zonas núcleo y tres zonas de amortiguamiento. Ese
mismo año se instituyó el Fondo de Conservación Maripo-
sa Monarca (FCMM), entre la Fundación David and Luci-
le Packard, la entonces Secretaría del Medio Ambiente,
Recursos Naturales y Pesca, los gobiernos de los estados
de México y Michoacán. El objetivo del fondo es propor-
cionar intereses para el pago a los propietarios de zona nú-
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cleo de la reserva que no ejercen sus derechos de aprove-
chamiento forestal y ofrezcan servicios de conservación.

En 2001 se publicó el Programa de Manejo de la Reserva
de la Biosfera Mariposa Monarca. 

En 2003 se instauró el Foro Regional Mariposa Monarca,
que desde ese año ha llevado a cabo dicho evento de ma-
nera anual, para abordar temas prioritarios definidos como
prevención, control y mitigación de las amenazas en la ru-
ta migratoria; establecimiento de enfoques e instrumentos
innovadores; investigación, monitoreo y evaluación; y la
educación, difusión y desarrollo de capacidades.

Un año más tarde, en 2004, se instaló el Comité Regional
del Ordenamiento Ecológico Territorial para la Región de
la mariposa Monarca.

En 2007 se publicó el Programa de Ordenamiento Ecológi-
co de la Región de la Mariposa Monarca (POERMM), que
incluye el modelo de ordenamiento ecológico y las estrate-
gias ecológicas aplicables al mismo.

El gobierno michoacano publicó en su Gaceta del Gobier-
no en 2008, el Programa de Ordenamiento Ecológico de la
Región de la mariposa Monarca en el Territorio del Estado
de Michoacán.

En 2011 se publicó el Diagnóstico Fitosanitario Forestal de
la Reserva de la Biosfera Mariposa Monarca en el Estado
de México.

Como éstos, han sido muchos los esfuerzos que se han em-
prendido por parte de los gobiernos federal y locales mexi-
canos, contando con el apoyo de organismos civiles orga-
nizados de nuestro país y del extranjero.

Asimismo, los gobiernos de Canadá y Estados Unidos han
definido políticas para la conservación de la mariposa mo-
narca, y existen esfuerzos trilaterales que se han desarro-
llado.

En 1997 se llevó a cabo la Conferencia Norteamericana so-
bre la mariposa Monarca, organizada en Morelia, Michoa-
cán, por la Comisión para la Cooperación Ambiental
(CCA), donde se intercambió información entre científi-
cos, representantes de grupos sociales y organizaciones no
gubernamentales y se analizaron las alternativas para la
conservación del fenómeno migratorio.

En 2006 y 2007 se realizó el Taller Trilateral de Áreas Pro-
tegidas Hermanas para la mariposa Monarca y el Taller Tri-
nacional de expertos para la formulación del Plan de Amé-
rica del Norte para la Conservación de la mariposa
Monarca, en Morelia, Michoacán.

En el año 2008 la Organización de las Naciones Unidas pa-
ra la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), desig-
nó a la Reserva de la Biosfera Mariposa Monarca como Si-
tio de Patrimonio Mundial de la Humanidad.

En febrero 2014, los presidentes de México Enrique Peña
Nieto, y de Estados Unidos Barack Obama, y el primer mi-
nistro de Canadá Stephen Harper, durante la Cumbre de Lí-
deres de América del Norte 2014 en Toluca, Estado de Mé-
xico, pactaron la creación de un Grupo de Trabajo
Trinacional de Alto Nivel para proteger y conservar el fe-
nómeno migratorio de la mariposa Monarca, que simboli-
za la unión de las tres naciones.

Del mismo modo, se acordó integrar en cada uno de sus
respectivos países un Grupo de Trabajo de Alto Nivel con
la representación del gobierno, la academia y la sociedad
civil organizada.

Ese mismo año se instaló el Grupo de Alto Nivel para la
Conservación del Fenómeno Migratorio de la Mariposa
Monarca en México (GANMM), con el objetivo de prote-
ger y preservar el hábitat de hibernación de la Mariposa
Monarca en los Santuarios en los Estados de México y Mi-
choacán y su ruta migratoria hacia los Estados Unidos y
Canadá.

El GANMM se integra por instituciones gubernamentales
que incluyen a la Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales (Semarnat), de la Unidad Coordinadora de
Asuntos Internacionales (UCAI), de la Comisión Nacional
Forestal (Conafor), de la Comisión de Áreas Naturales Pro-
tegidas (Conanp), de la Comisión para el Conocimiento y
Uso de la Biodiversidad (Conabio), de la Procuraduría Fe-
deral de Protección al Ambiente (Profepa), un comité cien-
tífico (Instituto de Biología de la UNAM, Conabio, Co-
nanp y organizaciones de sociedad civil -Grupo de los 100,
Fondo Mundial para la Naturaleza y The Nature Conser-
vancy.

En mayo de 2014, se desarrolló la reunión del grupo de
trabajo de alto nivel de mariposa monarca, en la decimo-
novena reunión anual del Comité Trilateral Canadá-Mé-
xico-Estados Unidos de América para la Conservación y
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Manejo de la Vida Silvestre y Ecosistemas, en Querétaro,
Querétaro.

Como un acto muy significativo, también en junio de 2014
el presidente de Estados Unidos propuso el establecimien-
to de un Grupo de Trabajo sobre la Salud de los Poliniza-
dores (Pollinator Health Task Force), coordinado por la Se-
cretaría de Agricultura y por la Agencia de Protección
Ambiental de Estados Unidos, para desarrollar una estrate-
gia nacional sobre la salud de los polinizadores, donde se
incluye explícitamente a la mariposa Monarca.

El mandatario norteamericano enfatizó que durante las úl-
timas décadas se ha producido una importante pérdida de
polinizadores, incluyendo las abejas, las abejas nativas,
aves, murciélagos y mariposas, por lo que se requiere de
atención inmediata para asegurar la sostenibilidad de los
sistemas de producción de alimentos, evitar el impacto
económico adicional en el sector agrícola, y proteger la sa-
lud del medio ambiente. La migración de la mariposa mo-
narca es la que ha sufrido el mayor daño.

Diferentes científicos consideran que las pérdidas de insec-
tos polinizadores son causados por una combinación de
factores, incluyendo la nutrición, la pérdida de tierras fo-
rrajeras, de parásitos, de patógenos, la falta de diversidad
genética, y la exposición a los pesticidas.

Como se puede observar, en un principio las primeras ac-
ciones de protección de áreas obedecieron a patrones de
conservación por el interés de los hábitos migratorios de la
mariposa monarca; Después de años de estudio y observa-
ción la mariposa se convirtió en componente crucial de un
sistema biológico complejo, por lo que se instauró que su
protección y conservación requería de la preservación de
los ecosistemas en su conjunto.

Entre los riesgos y amenazas que presenta esa región se en-
cuentran los problemas de:

• Asentamientos humanos.

• Explotación forestal.

• Incendios.

• Plagas forestales.

• Erosión del suelo por el cambio del uso forestal al
agrícola.

• Cacería furtiva.

• Cambio en el uso del suelo en las zonas aledañas a los
bosques de hibernación.

• Apertura al ecoturismo desorganizado.

• Tala ilegal y clandestina.

• Altos niveles de marginación y pobreza.

• Contaminación del agua.

Es el momento de que el gobierno federal intensifique y se
coordine de manera más eficiente con los estados involu-
crados, con los municipios, con las comunidades, con el
Congreso de la Unión, con las organizaciones de la socie-
dad organizada para que exista en esa región un desarrollo
sustentable.

A su vez, juntos tenemos que promover proyectos de cola-
boración con las autoridades de Estados Unidos y Canadá,
e impulsar mecanismos de articulación con la sociedad ci-
vil y las autoridades.

La Cámara de Diputados tiene que participar en este es-
fuerzo conjunto trilateral. Su presencia contribuirá a enri-
quecer y fomentar el uso eficiente de los recursos natura-
les, impulsar el desarrollo sustentable de la región,
promover mejoras a la economía de la localidad, impulsar
políticas públicas que garanticen la reactivación económi-
ca de los habitantes de la reserva, vigilar la ejecución y co-
rrecta aplicación de los recursos destinados a los progra-
mas y proyectos que coadyuven al desarrollo de la zona,
así como proponer endurecer las penas para quienes parti-
cipen en la tala clandestina e inmoderada de árboles.

La Comisión Especial para la protección de la zona de la
mariposa monarca en México que se propone integrar para
funcionar en la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión durante la Sexagésima Tercera Legislatura Federal,
apegará su programa de trabajo, objetivos y acciones a los
lineamientos que fueron establecidos en el Plan Nacional
de Desarrollo 2013-2018 que presentó el presidente de la
República, Enrique Peña Nieto, y considerando el memo-
rando presidencial del 20 de junio 2014 que anunció Ba-
rack Obama, para la creación de una estrategia federal pa-
ra promover la salud de las abejas y otros polinizadores en
Estados Unidos.
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La Comisión Especial para la protección de la zona de la
mariposa monarca en México trabajará bajo los siguientes
lineamientos e intereses:

• Investigar y realizar estudios acerca del panorama de
la mariposa monarca en el país, sus riesgos y cuáles son
las medidas a tomar para su protección.

• Proponer medidas adecuadas para erradicar la afecta-
ción del ecosistema.

• Incentivar a todos los actores para tomar nuevas medi-
das que ayuden a revertir las pérdidas de las especies
animales polinizadoras y ayudar a restablecer las pobla-
ciones a niveles saludables.

• Impulsar programas educativos que aumenten signifi-
cativamente la conciencia pública sobre la importancia
de las especies animales polinizadoras y los pasos que
se pueden tomar para protegerlas.

• Consultar a las partes interesadas, incluidas las federa-
les, estatales, agricultores, empresarios y organizaciones
no gubernamentales.

• Proponer realizar los cambios necesarios y adecuados
para mejorar el hábitat de las especies animales polini-
zadoras.

• Impulsar la generación de recursos y beneficios a tra-
vés de la conservación, restauración y aprovechamiento
del patrimonio natural, con instrumentos económicos,
financieros y de política pública innovadores.

• Exigir el incremento de la superficie del territorio na-
cional bajo modalidades de conservación, buenas prác-
ticas productivas y manejo regulado del patrimonio na-
tural.

• Promover el uso y consumo de productos amigables
con el medio ambiente y de tecnologías limpias, efi-
cientes y de bajo carbono.

• Colaborar con la sociedad civil organizada en materia
de ordenamiento ecológico, desarrollo económico y
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales.

• Impulsar y fortalecer la cooperación regional e inter-
nacional en materia de cambio climático, biodiversidad
y medio ambiente.

• Identificar los programas de conservación de la biodi-
versidad y aprovechamiento sustentable de los recursos
naturales, para generar beneficios en comunidades con
población de alta vulnerabilidad social y ambiental.

• Proponer mecanismos e instrumentos para prevenir y
controlar los incendios forestales.

• Impulsar políticas para el aprovechamiento sustentable y
sostenible de los recursos naturales existentes en las regio-
nes indígenas y para la conservación del medio ambiente y
la biodiversidad, aprovechando sus conocimientos tradi-
cionales.

Por lo anteriormente expuesto, solicito a esta Soberanía sea
aprobado los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se solicita a este honorable pleno y a la Junta de
Coordinación Política de la Cámara de Diputados de la
LXIII Legislatura, integre la Comisión Especial para la
protección de la zona de la mariposa monarca en México,
con el fin de impulsar y apoyar, de manera intensa, los ob-
jetivos y acciones de los lineamientos que fueron estable-
cidos en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 que
presentó el gobierno de la república, y el Memorando Pre-
sidencial del 20 de junio 2014 que anunció el Primer Man-
datario de Estados Unidos de América, en materia de con-
servación, restauración y aprovechamiento del patrimonio
natural, así como de la protección del hábitat de hiberna-
ción y reproducción de las especies animales polinizado-
ras, en particular de la Mariposa Monarca en los estados de
Michoacán y México.

Segundo. La Comisión Especial para la protección de la
zona de la mariposa monarca en México se compondrá por
integrantes representantes de todos los grupos parlamenta-
rios, con base en el criterio de proporcionalidad e inclu-
sión. Será presidida por una presidencia y dos secretarías.

Tercero. Se solicita a este honorable pleno y a la Junta de
Coordinación Política de la Cámara de Diputados de la
LXIII Legislatura, se instale la Comisión Especial para la
protección de la zona de la mariposa monarca en México
de inmediato, y dure en funciones hasta la terminación de
la Sexagésima Tercera Legislatura Federal.

La Comisión Especial para la protección de la zona de la
mariposa monarca en México presentará programa de tra-
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bajo a la Junta de Coordinación Política de la honorable
Cámara de Diputados para su aprobación.

Se somete este punto de acuerdo a consideración de esta
soberanía para su resolución.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de
2015.— Diputado Juan Antonio Ixtláhuac Orihuela (rúbrica).»

Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

CAMPAÑA EN MATERIA DE USO DEL CELULAR AL
MANEJAR

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de emprender una
campaña en materia de uso del celular mientras se maneja,
a cargo del diputado Juan Manuel Cavazos Balderas, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Juan Manuel Cavazos Balderas, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79,
numerales 1, fracción II, y 2, fracción III, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía la presente proposición con punto de acuerdo,
de urgente y obvia resolución, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El presente punto de acuerdo tiene como objetivo que la
autoridad en materia de prevención de accidentes tenga a
bien coordinarse con las autoridades locales y las institu-
ciones de educación superior para establecer un programa
específico con respecto a concientizar los riesgos acerca
del uso del teléfono celular al conducir, además de que se
promuevan las reformas a los reglamentos municipales de
tránsito respectivos en la materia señalada.

La distracción en la conducción es un importante factor de
riesgo de traumatismo por accidente de tránsito. Existen
distintos tipos de distracciones, siendo la más importante el
uso del teléfono celular.1

Hablar por teléfono celular, y sobre todo escribir mensajes
al conducir, desplazó la ingesta de alcohol como la prime-

ra causa de accidentes viales, según datos de la Cruz Roja
Mexicana.2

El uso del teléfono celular puede hacer que el conductor:3

• Aparte la vista de la carretera (distracción visual);

• Aparte la mente de la carretera (distracción cognitiva);

• Quite las manos del volante (distracción física).

El uso del teléfono celular puede afectar al desempeño de
la conducción con respecto a una serie de tareas, dando lu-
gar a lo siguiente:4

• Incremento del tiempo de reacción para detectar y res-
ponder a acontecimientos inesperados relacionados con
la conducción;

• Reducción de la capacidad para mantener una posición
correcta en el carril;

• Reacciones de frenado más lentas con frenadas más in-
tensas y distancias de parada más cortas;

• Reducción de la capacidad para mantener la velocidad
adecuada (esto es, normalmente se circula más despa-
cio);

• Incremento del tiempo de reacción ante las señales de
tráfico o no reparar en ellas;

• Reducción del campo de visión (es decir, el conductor
suele mirar más hacia delante que a la periferia o por los
espejos);

• Reducción de la distancia de seguridad;

• Calcular mal el espacio necesario en el flujo circulato-
rio para incorporarse con suficiente tiempo a la circula-
ción de forma segura;

• Aumento del trabajo intelectual, lo que genera niveles
de estrés y frustración más elevados;

• Reducción de la percepción del conductor de lo que
ocurre a su alrededor.

Las campañas de sensibilización pública destinadas a lo-
grar que la población sea más consciente de lo que signifi-
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ca conducir mientras se está distraído y a promover con-
ductas para una conducción segura son importantes para
combatir el uso del celular. El teléfono celular está cada
vez más integrado en nuestra vida profesional y personal,
lo que hace que sea más difícil conseguir el cambio cultu-
ral necesario para aceptar el peligro que supone utilizar el
celular durante la conducción. Puede aprenderse del éxito
obtenido en distintos países por los programas de seguridad
vial contra la conducción bajo los efectos del alcohol, gra-
cias a los que esa conducta es cada vez menos aceptable so-
cialmente, así como de los logros alcanzados en otros ám-
bitos de la salud pública, como por ejemplo el creciente
apoyo público a la legislación contra el tabaco. Ciertamen-
te, las campañas de sensibilización deben esforzarse por
conseguir que la población sea más consciente de los ries-
gos.5

Es de mencionarse que el Secretariado Técnico del Conse-
jo Nacional para la Prevención de Accidentes (Stconapra)
es la unidad administrativa de la Secretaría de Salud res-
ponsable de dirigir la política nacional en materia de pre-
vención de lesiones ocasionadas por accidentes; gestionar
ante las instancias públicas, privadas, sociales involucradas
en el tema de accidentes y coordinar la operación de los
Consejos Estatales para la Prevención de Accidentes de las
32 entidades federativas, la implementación de estrategias
y acciones tendientes a disminuir la morbilidad y mortali-
dad consecuencia de las lesiones accidentales, en beneficio
de la población mexicana. El titular del Stconapra tiene la
atribución, entre otras, de coordinar la operación de las es-
trategias e intervenciones definidas en el seno del Consejo
Nacional para la Prevención de Accidentes.6 Es por esto úl-
timo que se propone exhortar al mencionado Secretariado
Técnico, para que se coordine con los Consejos de las En-
tidades Federativas encargados de la Prevención de Acci-
dentes y con las Instituciones de Educación Superior para
realizar una campaña “Si manejo no texteo” para evitar los
accidentes viales motivados por el uso de celular al condu-
cir. Se propone esta campaña se enfoque principalmente a
las Instituciones de Educación Superior, toda vez que los
jóvenes son el sector de la población que se ha verificado
que es más propenso a incurrir en la conducta señalada.

De igual forma, con pleno respeto a la autonomía munici-
pal consagrada en el artículo 115 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, se propone exhortar
al Secretariado Técnico del Consejo Nacional para la Pre-
vención de Accidentes y a los Consejos Estatales para la
Prevención de Accidentes para que en el ámbito de sus atri-
buciones, promuevan en los municipios que no lo han he-

cho, las reformas pertinentes para que los reglamentos mu-
nicipales de tránsito prevean prohibir y sancionar a aque-
llos conductores que utilizan aparatos de comunicación
móvil al manejar un vehículo, salvo que lo hagan con tec-
nología de manos libres u otra tecnología que evite su dis-
tracción.

Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
con carácter de urgente resolución el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Secretariado Técnico
del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes
a coordinarse con los Consejos para la Prevención de Ac-
cidentes de las Entidades Federativas y con las Institucio-
nes de Educación Superior, para realizar una campaña es-
pecífica “SI MANEJO NO TEXTEO” a nivel nacional,
para evitar los accidentes viales motivados por el uso de
aparatos de comunicación móvil al conducir.

Segundo.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Secretariado Técnico
del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes
y a los Consejos para la Prevención de Accidentes de las
Entidades Federativas, a promover en el ámbito de sus atri-
buciones, modificaciones a los reglamentos municipales
que aún no lo prevén, para que se prohíba y se sancione el
uso de aparatos de comunicación móvil mientras se condu-
cen vehículos, salvo que se utilice con tecnología de manos
libres u otra tecnología que evite la distracción del conduc-
tor.

Notas

1 Fuente: OMS. Uso del celular al volante: un problema creciente de

distracción del conductor, 2011.

2 Véase: Juárez, Blanca. “Desplaza el celular a la ingesta de alcohol
como primera causa de accidentes viales”. Periódico La Jornada. Sá-
bado 27 de diciembre de 2014, p. 12. Disponible en: http://www.jor-
nada.unam.mx/2014/12/27/politica/012n1pol

3 Véase: OMS. Ob. Cit. Pág. 20.

4 Ibídem.

5 Véase: OMS. Ob. Cit. Pág. 46.
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6 Véase: http://conapra.salud.gob.mx/Nosotros/Quienes_Somos.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputado
Juan Manuel Cavazos Balderas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.

PROMOCIÓN DEL DEPORTE A TRAVÉS DEL MEJO-
RAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA Y ESTÍ-
MULOS DEPORTIVOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Conade a reforzar con el gobierno de Yucatán y los mu-
nicipios las acciones de promoción del deporte a través del
mejoramiento de la infraestructura y estímulos deportivos,
a cargo del diputado Pablo Gamboa Miner, del Grupo Par-
lamentario del PRI

El que suscribe, Pablo Gamboa Miner, diputado federal de
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 79, numeral 1, fracción II y numeral
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a
esta honorable asamblea la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Los jóvenes son actores fundamentales del cambio social y
político, poseedores de un gran potencial creativo y capa-
cidad de imaginación.

En nuestro país existen 31.2 millones de jóvenes de entre
12 y 29 años, mientras que en mi estado, Yucatán, según
datos del Inegi, al 2010, habitaban poco más de 644 mil
personas de entre 12 y 29 años.1

El Consejo Nacional de Población calcula que el país debe-
rá atender las demandas de un promedio de 30 millones de
jóvenes anualmente durante las próximas cuatro décadas.

Hablamos de personas con sueños, anhelos y esperanzas,
que se erigen como el sector más importante para el deve-
nir de la sociedad, pero que al mismo tiempo juega un pa-
pel crucial en el presente.

Sin duda alguna, las y los jóvenes de este país constituyen
un valioso recurso cuyo aprovechamiento depende en gran
medida del apoyo que se les brinde desde las instituciones
públicas.

En ese sentido, los jóvenes conforman un sector poblacio-
nal ante el cual estamos obligados a generar oportunidades
y garantías para el ejercicio irrestricto de sus derechos fun-
damentales.

En el plano laboral, los jóvenes desean que las autoridades
faciliten su inserción en el mercado laboral y se les apoye
como emprendedores para la creación empresas, para ser
investigadores, acceder a las nuevas tecnologías e incur-
sionar al arte y la cultura.

Sin embargo, lo cierto es que el panorama para los jóvenes
aún enfrenta rezagos que debemos resarcir. 

De la población juvenil que participa en actividades pro-
ductivas, el 38.9 por ciento se ubica en puestos formales y
el 61.1 por ciento en actividades informales.

De acuerdo con cifras del Inegi, del total de los egresados
a nivel nacional, únicamente el 30 por ciento encuentra
empleo en el primer año y de estos, solo la tercera parte la-
bora en una actividad relacionada con los estudios que cur-
saron.

Según el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, la des-
ocupación en México afecta principalmente a los jóvenes,
pues el 53 por ciento de los desocupados tienen entre 15 y
29 años.

Estas cifras nos ayudan a comprender por qué 7 de cada 10
mexicanos inmigrantes que se van del país son jóvenes a
los que se les negaron oportunidades de progreso.

En materia social, la situación de los jóvenes enfrenta tam-
bién importantes áreas de oportunidad. 

La pobreza afecta hoy en día a 8.2 millones de jóvenes; 27
por ciento no tiene acceso a servicios de salud y 69.1 por
ciento de ellos no cuentan con seguridad social.

Sólo 3 de cada 10 jóvenes en edad de acudir a la universi-
dad tienen la oportunidad de hacerlo, lo que implica una
exclusión inaceptable del 70 por ciento de nuestros jóve-
nes.
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En resumen, México está en deuda con su juventud porque
todavía se enfrentan a contextos de incomprensión, exclu-
sión, discriminación y ausencia de oportunidades de pro-
greso y vida digna.

Por ello resulta urgente repensar al país desde la visión de
la juventud.

Durante mi campaña, me comprometí con los jóvenes de
Yucatán y de México a representarlos de forma permanen-
te, defendiendo sus intereses y dándoles voz a sus deman-
das en esta soberanía.

La presente proposición busca ensanchar las oportunidades
de desarrollo para los jóvenes en Yucatán, a través de la
promoción del deporte en el estado, en el entendido de que
esta actividad, representa una de las estrategias más impor-
tantes del Estado para fomentar la salud, el desarrollo y la
inclusión social, particularmente de las y los jóvenes, quie-
nes representan el futuro de nuestro país.

Nuestro marco jurídico e institucional reconoce la impor-
tancia del deporte. El artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos consagra a la práctica
del deporte como uno de los derechos fundamentales que
el Estado se encuentra obligado a garantizar.

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, por su parte, re-
toma este principio constitucional, estableciendo como uno
de sus objetivos el “promover el deporte de manera inclu-
yente para fomentar una cultura de la salud”2.

Para lograr este importante objetivo, dicho documento de
planeación traza como estrategia la creación de un progra-
ma de infraestructura deportiva, así como las siguientes lí-
neas de acción:

• Contar con información confiable, suficiente y valida-
da, de las instalaciones existentes a nivel municipal, es-
tatal y federal, para conocer el estado físico y operativo
de las mismas.

• Definir con certeza las necesidades de adecuación, re-
modelación y óptima operación de las instalaciones de-
portivas, incluyendo las escolares.

• Recuperar espacios existentes y brindar la adecuada
respuesta a las necesidades futuras que requieren los
programas deportivos.

• Promover que todas las acciones de los miembros del
Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte se funda-
menten en la planeación de largo plazo. 

• Poner en operación el sistema de evaluación en mate-
ria deportiva que garantice la eficiencia de los recursos
financieros invertidos en el deporte nacional.

El Programa Nacional de Cultura Física y el Deporte que
se desprende del Plan Nacional de Desarrollo, contempla
acciones dirigidas a convertir al deporte en un instrumento
de desarrollo para formar mexicanos más sanos y compe-
tentes, además de procurar que los niños y jóvenes depor-
tistas con cualidades y talentos específicos cuenten con en-
trenamiento y servicios especializados, con estímulos
adecuados en instalaciones propicias y un sistema de com-
petencia estructurado3.

En estos primeros tres años del sexenio, el gobierno de la
República ha demostrado su compromiso con el deporte
nacional, desplegando un conjunto de políticas públicas y
programas que buscan consolidar a nuestro país como una
auténtica potencia deportiva a nivel mundial. 

Durante la presente administración se han apoyado 858 ac-
ciones de obra para los programas de infraestructura muni-
cipal y estatal, de las cuales 367 fueron obras nuevas, 379
rehabilitaciones, 98 ampliaciones y 14 equipamientos, mis-
mas que beneficiaron a las 32 entidades federativas, a 598
municipios y a las 16 delegaciones del Distrito Federal4.

Asimismo, es de destacarse que desde el inicio de la admi-
nistración, hasta agosto de 2015, los atletas mexicanos que
participaron en diferentes competencias internacionales
obtuvieron 3 mil 813 medallas, de las cuales, mil 355 fue-
ron de oro5.

El gobierno federal también lleva a cabo acciones para fo-
mentar el deporte en las esferas más próximas a la ciuda-
danía. La Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte,
por medio de los Centros del Deporte Escolar y Municipal,
fomenta en la población mexicana la práctica regular y sis-
temática del deporte, aprovechando la infraestructura y re-
cursos existentes para promover la iniciación deportiva en
niños y jóvenes.

En Yucatán se ha puesto en marcha un esfuerzo importan-
te para mejorar la infraestructura deportiva.
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A través del Fondo de Pavimentación, Espacios Deporti-
vos, Alumbrado Público y Rehabilitación de Infraestructu-
ra Educativa, durante los últimos meses se ha apoyado a
más de 40 municipios del estado, entre ellos Tixcacalcupul,
Chankom, Tahdzi, Temozón, Espita, Kaua, Chichimilá, Ti-
zimín, Izamal, Teabo, Chocholá, Progreso, Tekantó y Suma
de Hidalgo6.

Como parte de estas obras, se modernizó la Unidad Depor-
tiva Kukulcán en Mérida, para convertirla en el Complejo
Deportivo Yucatán, con capacidad para ser sede de compe-
tencias nacionales e internacionales, inaugurada en enero
de 2015, en beneficio de aproximadamente 271 mil depor-
tistas.

En cuanto a la labor institucional a nivel local, el Instituto
del Deporte del Estado de Yucatán, apoya permanentemen-
te a los atletas y deportistas yucatecos 

Debemos reconocer que los esfuerzos gubernamentales
emprendidos hasta el momento están dando muy buenos
resultados. Muestra de ello, es que en la Olimpiada Nacio-
nal 2015, Yucatán se situó en el quinto lugar del medalle-
ro, obteniendo 80 preseas de oro, 82 de plata y 117 de oro,
superando a entidades como el Distrito Federal y a institu-
ciones como el Instituto Politécnico Nacional y la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México7.

No obstante los avances logrados, no podemos bajar la
guardia en el impulso al deporte en Yucatán.

En este tenor me permito proponer a esta honorable asam-
blea el hacer un llamado a las autoridades para que refuer-
cen las estrategias y acciones que actualmente están reali-
zando para promover el deporte en Yucatán,
específicamente en materia de infraestructura y estímulos
para los deportistas y atletas yucatecos.

Nuestro compromiso con los jóvenes se debe traducir en
propuestas concretas para favorecer a su sano desarrollo.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta asamblea para su aprobación el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Nacio-
nal de Cultura Física y Deporte a que, en coordinación con

el gobierno del estado de Yucatán y los municipios, refuer-
ce las acciones de promoción del deporte en dicha entidad,
a través del mejoramiento de la infraestructura deportiva y
estímulos a los deportistas y atletas yucatecos.

Notas:

1 Cifras de la Encuesta Nacional de Juventud 2010. Resultados gene-
rales Yucatán, disponible en:

http://www.imjuventud.gob.mx/imgs/uploads/3._ENJ_2010_-_Yuca-
tan_VF_Mzo_16_MAC.pdf 

2 Cfr. Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, “México con educación
de calidad”, disponible en:

http://pnd.gob.mx/ 

3 Cfr. Programa Nacional de Cultura Física y Deporte, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 30 de abril de 2014, disponible en
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5342830&fe-
cha=30/04/2014

4 Cifras del gobierno de la República. Tercer Informe de Gobierno, pá-
ginas 319 y 320, disponible en: 

http://www.presidencia.gob.mx/tercerinforme/ 

5 Ibídem.

6 Cifras de la nota. “Consolidan infraestructura para el deporte en Yu-
catán”, 18 de enero de 2015, disponible en: http://sipse.com/milenio/
consolidan-infraestructura-para-el-deporte-en-yucatan-133024.html

7 Cifras del Concentrado General de Medallas de la Olimpiada Nacio-
nal 2015, disponible en: http://conade.gob.mx/eventos/ON2015/Meda-
llas.aspx?IDEvento=37 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de septiembre de 2015.—
Diputado Pablo Gamboa Miner (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Deporte, para dictamen.
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LIBEREN LOS RECURSOS PARA ATENDER LOS 
DESASTRES OCASIONADOS POR LAS LLUVIAS
REGISTRADAS EN LOS MESES DE SEPTIEMBRE Y
OCTUBRE EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA
SUR

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Segob y la SHCP a publicar la declaratoria de emergen-
cia para Loreto, Comundú, La Paz y Los Cabos y liberar
los recursos a fin de atender los desastres ocasionados por
las lluvias registradas en septiembre y octubre en Baja Ca-
lifornia Sur, a cargo de la diputada Esthela de Jesús Ponce
Beltrán, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Esthela de Jesús Ponce Beltrán, diputada fede-
ral de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en el artículo 79, numerales
1, fracción II, y 2, fracciones I a III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta a esta honorable asamblea
la siguiente proposición con punto de acuerdo de urgente u
obvia resolución, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Desastres, estados de emergencia y perturbación en la vida,
salud y seguridad de la sociedad, relacionados con fenó-
menos hidrometereológicos se han vuelto una noticia cons-
tante a nivel mundial. Situación de la cual México no ha
quedado excluido, ya que cada año es común escuchar re-
portes de esta naturaleza en alguna entidad de la república. 

Tal como es el caso de los hechos ocurridos el pasado 18,
19 y 20 de septiembre del presente año en el estado de Ba-
ja California Sur, fechas en las que se experimentaron llu-
vias intensas, generadas como consecuencia de un fenóme-
no hidrometeorológico inusual provocado por la depresión
tropical 16-E, la cual se manifestó con una precipitación de
agua en promedio de 150 a 250 milímetros en el sur, norte
y centro de la entidad, así como vientos de 55 kilómetros
por hora y rachas hasta de 75 kilómetros por hora, lo que
trajo como consecuencia inundaciones, deslaves de carre-
teras y corridas de arroyos.

Dichas situaciones pusieron en un estado de vulnerabilidad
y de grave peligro a los habitantes de los municipios Mu-
legé, Loreto, Comondú, La Paz y Los Cabos, así como ge-
neró se vieran afectados tanto física, como económicamen-
te. 

Asimismo, hay que recordar que tan sólo el 21 de septiem-
bre el Consejo Estatal de Protección Civil acordó suspen-
der las clases en los municipios de Comondú, Loreto y Mu-
legé, este último siendo el más afectado luego de que en
Santa Rosalía se registraran casi 150 milímetros de preci-
pitaciones, debido a las fuertes lluvias originadas por la de-
presión tropical 16-E, y los remanentes del huracán Marty.

Ante estos hechos el 21 de septiembre, el Gobierno de Ba-
ja California Sur solicitó a la Secretaria de Gobernación
(Segob) se emitirán declaraciones de emergencia en los
municipios de Mulegé, Loreto, Comondú, La Paz y Los
Cabos, con la finalidad de que pudieran acceder a los re-
cursos del Fondo para la atención de Emergencias (Fon-
den). 

Sin embargo, el 22 de septiembre, Segob únicamente llevo
a cabo la Declaratoria de Emergencia para el municipio de
Mulegé, siendo publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración (DOF) el pasado 30 de septiembre, permitiéndole
acceder a los fondos aportados por el Fonden. 

Posteriormente, con fecha 28 de septiembre, la Coordina-
ción Nacional de Protección Civil, emitió la Declaratoria
de Emergencia para los municipios de Loreto, Comondú,
La Paz y Los Cabos, sin embargo, dicha declaratoria aún
no ha sido publicada en el DOF por la Segob, situación que
perjudica a los municipios, ya que en cuanto no se publi-
que dicha declaratoria en este medio, se estará generando
un atraso en la entrega de los recursos del Fonden en bene-
ficio de los habitantes de dichas regiones. 

Por lo que consideramos urgente que la Secretaría de Go-
bernación y la Secretaria de Hacienda y Crédito Público en
el ámbito de sus respectivas competencias lleven a cabo la
publicación de la Declaratoria de Emergencia  antes seña-
lada y se haga la entrega de los recursos del Fonden a los
municipios afectados por las lluvias severas registradas en
el estado de Baja California Sur. 

Es importante que se tenga presente que en dicha entidad
las lluvias continúan manifestándose, representando un
riesgo constante para la población de los municipios de
Mulegé, Loreto, Comondú, La Paz y Los Cabos. Los ciu-
dadanos afectados por estas contingencias, han padecido
desde la pérdida de sus bienes, lugares de trabajo,  esta es
una responsabilidad a la que el Gobierno no puede ser es-
quivo en la inmediata aplicación de los recursos, ya que si
bien la presencia de 16-E y los remanentes de Marty, fue-
ron las causas que originaron estos lamentables hechos,
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aún se corre el riesgo de que los mismos se incremente de
no brindarles la ayuda pertinente.

Hoy, reiteradamente vemos que las lluvias del día 3 de oc-
tubre afectaron principal y nuevamente a los municipios de
La Paz y Los Cabos. Ya de por si era una causa de emer-
gencia, con ésta agravante y de mayor magnitud exhorto
para que se atienda esta contingencia natural.

Por lo anteriormente expuesto, elevo a la consideración de
esta Soberanía de Urgente u Obvia Resolución la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorte respetuosa-
mente a la Secretaría de Gobernación, a que lleve a cabo la
publicación en el Diario Oficial de la Federación la Decla-
ratoria de Emergencia para los municipios de Loreto, Co-
mondú, La Paz y Los Cabos, pertenecientes al Estado de
Baja California Sur, para que dichos municipios puedan ac-
ceder a los recursos del Fondo para la Atención de Emer-
gencias (Fonden).

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a las Secretarias de Hacienda y Crédito Público y
Gobernación para que liberen de manera urgente los recur-
sos considerados en el Fondo para la Atención de Emer-
gencias (Fonden) para la atención del municipio de La Paz
capital del Estado de Baja California Sur, afectado y ya
declarado en estado de emergencia a causa de la presen-
cia de las lluvias severas de septiembre y octubre del año
en curso.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Diputada
Esthela de Jesús Ponce Beltrán (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 6 de octubre de 2015 / Apéndice107


